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MEMORIA JUSTIFICATIVA DEL PROYECTO DE LEY DE 

MEDIDAS TRIBUTARIAS, Y ADMINISTRATIVAS. 

 

1.- ESTUDIO DEL MARCO NORMATIVO. DISPOSICIONES AFECTADAS Y TABLA 

DE VIGENCIAS. 

1.1.- Marco normativo. 

Los presupuestos requieren para su completa aplicación de la adopción de 

diferentes medidas, unas de carácter puramente ejecutivo y otras de carácter 

normativo que, por su naturaleza, deben adoptar rango de ley y que, como precisó el 

Tribunal Constitucional, no deben integrarse en las leyes anuales de presupuestos 

generales, sino en leyes específicas. 

De acuerdo con el Tribunal Constitucional este tipo de normas son leyes 

ordinarias cuyo contenido está plenamente amparado por la libertad de configuración 

normativa de que goza el legislador y que permiten una mejor y más eficaz ejecución 

del programa del Gobierno en los distintos ámbitos en que desarrolla su acción.  

 

Desde esta perspectiva, la presente ley recoge una serie de medidas referentes 

a aspectos tributarios, de gestión administrativa y de carácter organizativo, como 

complemento a la consecución de determinados objetivos de política económica que 

se contienen en Ley de Presupuestos de la Comunidad para el año 2022, la cual se 

enmarca en un contexto económico todavía afectado por la crisis sanitaria, social y 

económica que hemos sufrido a nivel mundial, siendo por ello el objetivo básico el de 

avanzar progresivamente hacia una senda de recuperación resiliente que transforme 

y reactive de forma sostenible nuestra actividad económica y empleo a medio y largo 

plazo. 

 La competencia de la Comunidad para aprobar la presente ley deriva de los 

títulos competenciales, ya sea con carácter exclusivo o para el desarrollo legislativo 

de la legislación básica del estado  
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El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, reformado por la Ley Orgánica 

14/2007, de 30 de noviembre, atribuye a la Comunidad de Castilla y León la 

competencia exclusiva en materia de ordenación de la Hacienda de la Comunidad 

Autónoma de acuerdo con lo establecido en el Estatuto.  

En este sentido, el artículo 86 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León señala 

que las competencias normativas, entre otras, de los tributos cedidos por el Estado 

se ejercerá en los términos fijados en la Ley Orgánica prevista en el artículo 157.3 de 

la Constitución. 

La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas regula la autonomía financiera y el sistema de financiación 

de las Comunidades Autónomas. 

Por otro lado, la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, regula el sistema de 

financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 

Estatuto de Autonomía y modifica determinadas normas tributarias. 

En este contexto, la Ley 30/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos 

del Estado a la Comunidad de Castilla y León procedió a adecuar el contenido de la 

disposición adicional primera del Estatuto de Autonomía de Castilla y León al nuevo 

régimen general de tributos cedidos previsto en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 

y procedió, asimismo, a regular el régimen específico de dicha cesión a la Comunidad 

de Castilla y León. 

En este marco normativo se enmarcan las modificaciones del texto refundido de 

las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos 

propios y cedidos, aprobado por el Decreto legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, 

y de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la 

Comunidad de Castilla y León.  

 

Como complemento para la planificación de la actividad económica de la 

Comunidad o bien por la necesidad de adaptar algunas normas a la realidad social y 

económica o a la normativa básica estatal vigente, resulta necesario aprobar medidas 

administrativas, algunas de ellas de carácter transversal y otras relativas a 

determinadas materias competencia de algunas de las Consejerías en que se 
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organiza la Administración de la Comunidad. Todas estas medidas encuentran su 

fundamento en las competencias asumidas por la Comunidad de Castilla y León en 

virtud de los artículos 70 y siguientes del Estatuto de Autonomía. 

 

1.2.- Disposiciones afectadas y tabla de vigencias. 

El anteproyecto de ley contempla la derogación expresa de los siguientes 

preceptos: 

 el apartado 2 del artículo 58 y los artículos 190, 191,192, 193 y 194 de la Ley 

12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de 

Castilla y León. 

 la Ley 6/2005, de 26 de mayo, de declaración de Proyecto Regional para la 

instalación de un Centro de Tratamiento de Residuos Urbanos para la provincia 

de Salamanca, en el término municipal de Gomecello (Salamanca). 

Hasta que concurra lo dispuesto en la disposición transitoria, se mantendrá en 

vigor la citada Ley 6/2005, de 26 de mayo. 

 la disposición final segunda de la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos 

públicos y actividades recreativas de la Comunidad de Castilla y León. 

 artículo 57 bis de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León. 

 disposición final segunda de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla 

y León. 

 disposición adicional única del Decreto legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales de la 

Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos 

 

El anteproyecto de ley modifica de modo parcial las siguientes normas: 

 

 Ley 7/1996, de 3 de diciembre, de creación del Ente Público Regional de la 

Energía de Castilla y León. 
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 Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las Apuestas de 

Castilla y León. 

 Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León. 

 Ley 3/2001 de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 

Comunidad de Castilla y León 

 Ley 12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la 

Comunidad de Castilla y León 

 Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Económicas, Fiscales y 

Administrativas 

 Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, atención y protección a la infancia 

en Castilla y León. 

 la Ley 7/2005, 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León. 

 Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Financieras. 

 Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 

Comunidad de Castilla y León 

 Ley 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos públicos y actividades 

recreativas de la Comunidad de Castilla y León. 

 Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación al Desarrollo 

 Ley 11/2006, de 26 de octubre, del patrimonio de la Comunidad de Castilla y 

León 

 Ley 12/2006, de 26 de octubre, de creación de la empresa pública «Sociedad 

Pública de Medio Ambiente de Castilla y León». 

 Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del Personal Estatutario del 

Servicio de Salud de Castilla y León 

 Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de 

Castilla y León. 

 Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León 

 Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León 

 Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 

Financieras. 
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 Texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y 

León en materia de tributos propios y cedidos, aprobado por Decreto 

legislativo 1/2013, de 12 de septiembre 

 Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León 

 Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, 

regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y 

simplificación en materia de urbanismo 

 Ley 10/2014, de 22 de diciembre, de Medidas Tributarias y de Financiación 

de las Entidades Locales vinculada a ingresos impositivos de la Comunidad 

de Castilla y León 

 Ley 4/2021, de 1 de julio, de Caza y de Gestión Sostenible de los Recursos 

Cinegéticos 

 

 

2.- INFORMES Y ESTUDIOS SOBRE SU NECESIDAD Y OPORTUNIDAD. 

En materia de tributos propios y cedidos, se pretende: 

 

- En primer lugar se tiene en cuenta el mundo rural, el cual presenta una serie de 

retos a superar como son, entre otros, el problema de la despoblación y el reto 

demográfico. Castilla y León tiene presente esa situación, por lo que cuenta con 

un sistema fiscal favorable para el medio rural, que hace que se sitúe entre las 

tres comunidades autónomas con más medidas fiscales destinadas al medio 

rural. Sin perjuicio de ello se considera necesario aprobar nuevas medidas 

dirigidas al medio rural reforzando y avanzando en la adopción de ventajas 

fiscales encaminadas a apoyar al medio rural y a las familias que viven en él. Por 

ello, se estima oportuno incrementar la deducción por nacimiento o adopción de 

hijos de contribuyentes residentes en municipios de menos de 5.000 habitantes, 

de forma que los importes de esta deducción se incrementen en más de un 40% 

con respecto de la deducción general por nacimiento o adopción, y en más de un 

5% con respecto de los importes que existen actualmente. Asimismo, se 
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considera necesario dar un paso más en el apoyo al emprendimiento en el medio 

rural, como forma de potenciar la cultura emprendedora, mejorar el tejido 

productivo de las áreas menos pobladas, frenar la despoblación e incentivar las 

oportunidades que puede ofrecer el medio rural; para ello, se minora un punto 

más el tipo reducido aplicable a los supuestos de adquisición de inmuebles 

destinados a sede social o centro de trabajo en el medio rural, pasando del 3% al 

2%, lo cual supone una reducción del 75% del tipo general del 8% (o, en el caso 

de resultar aplicable el tipo incrementado del 10%, una reducción del 80%), y una 

reducción del 33,33% con respecto del actual tipo reducido del 3%. 

 

- A su vez, el Acuerdo para el Gobierno de Castilla y León suscrito el 21 de junio 

de 2019 incluye como medida nº 21 el compromiso de ampliar los supuestos de 

bonificación del Impuesto de Sucesiones en el caso de empresa familiar o agraria 

y estableceremos un tratamiento favorable en el Impuesto de Transmisiones 

Patrimoniales para el caso de transmisión de tierras y elementos productivos 

generadores de empleo en el mundo rural”. Adicionalmente la Comisión de 

Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural de las Cortes de Castilla y León, en 

sesión de 4 de mayo de 2.021, aprobó las Proposición No de Ley, PNL/000775 

(publicada en el Boletín de las Cortes de Castilla y León, nº 164, de 22 de octubre 

de 2.020), por la que se insta a la Junta de Castilla y León a analizar, en el marco 

de la nueva normativa de la PAC, “una medida de cooperación entre agricultores 

que favorezca el relevo generacional y la incorporación de la mujer a la actividad 

agraria, estudiando la posibilidad de crear estímulos fiscales en los caso de 

ventas y arredramientos de tierras a jóvenes”. En cumplimiento de las previsiones 

anteriores se aprueba un tipo reducido del 4%, que pretende mejorar aún más el 

régimen fiscal aplicable a la transmisión de las explotaciones agrarias, con el 

objetivo de reforzar la continuidad en el tiempo de las actividades agrarias en el 

medio rural, mejorar el tejido productivo y la competitividad en esas zonas, ayudar 

a la incorporación y permanencia de los jóvenes y mujeres en el medio rural, y 

con ello fomentar la creación de empleo. Igualmente se aprueba una bonificación 

del 100% en el Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 

documentados, modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, aplicable al 
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arrendamiento de fincas rústicas en los que el arrendatario sea un agricultor 

profesional, siempre que afecte las fincas arrendadas a una explotación agraria 

prioritaria, persiguiendo así un doble objetivo: en primer lugar, como medida de 

protección al sector agrario en el territorio de la Comunidad, y en segundo lugar, 

para equiparar la tributación de los arrendamientos de las fincas rústicas a la del 

arrendamiento de inmuebles urbano.    

 

- Se pretende clarificar el artículo referido a las deducciones en materia de 

vivienda, incluyendo en tal artículo diversos apartados. 

 
 

- Por otro lado, como consecuencia de la creación de nuevas ayudas y/o 

prestaciones públicas por la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 

por nacimiento o adopción, y por cuidado de hijos, se modifica el artículo que 

regula las normas comunes en la aplicación de las deducciones, al objeto de 

establecer la incompatibilidad de las deducciones por nacimiento/adopción y 

cuidado de hijos con dichas ayudas y/o prestaciones públicas, siendo estas 

últimas preferentes sobre la deducción autonómica, con el objetivo de beneficiar 

a los contribuyentes con rentas más bajas, pues son quienes normalmente no 

tienen suficiente cuota íntegra autonómica para aplicar de forma íntegra la 

deducción correspondiente en el año en que se genera. Respecto a estas ayudas 

y/o prestaciones  (las cuales tendrán carácter anual y serán incompatibles con la 

aplicación de deducciones autonómicas en el Impuesto sobre la renta de las 

personas físicas por conceptos de idéntica naturaleza) se prevé un régimen 

transitorio para aquellos contribuyentes que generen el derecho en el ejercicio 

2021, así como para aquellos que lo generaron en alguno de los tres ejercicios 

anteriores, para que puedan seguir aplicándolo y, en su caso (cuando no hubieran 

podido aplicarlo por insuficiencia de cuota) solicitar el abono vía subvención, tal 

y como venía regulándose en la actualidad (modelo S08).  A su vez el 

establecimiento de un sistema de ayudas y/o prestaciones directas y anuales, y 

su incompatibilidad con las deducciones autonómicas, hace que el sistema de 

solicitud del abono de las deducciones no aplicadas en el ejercicio en el que se 
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genera el derecho ni en los tres ejercicios siguientes, deje de tener sentido, por 

lo que se procede a su supresión. Por último al derogarse la disposición adicional 

del Texto Refundido es necesario modificar la disposición final tercera del mismo 

que hacía referencia a dicha disposición adicional en cuanto al procedimiento de 

solicitud por los interesados y de abono de las cantidades debidas. 

 

- Por último se modifica el artículo 30 del texto refundido para adaptarlo a la nueva 

regulación incluida en el propia anteproyecto de Ley de medidas tributarias y 

administrativas para el año 2022, consistente en la liberación del mercado de 

máquinas tipo “B” (exclusivamente para esta clase de máquinas y en todos sus 

tipos, de un jugador, de dos o más jugadores y máquinas con el juego alojado en 

un servidor informático) y en la regulación de la nueva situación de “baja temporal 

de autorización de la explotación” a la que podrán acogerse las empresas 

operadoras, por un periodo máximo de 12 meses, tras el cual la autorización de 

la explotación se extinguirá causando baja permanente, si antes de dicho plazo 

las citadas empresas no han recuperado de nuevo la explotación de la máquina.    

La finalidad de estas medidas derivan del análisis de las convocatorias, 

adjudicaciones y de las altas de las autorizaciones de explotación de máquinas 

tipo “B” tramitadas por las empresas operadoras adjudicatarias en años 

anteriores, del que se puede deducir que dichas empresas operadoras no están 

solicitando autorizaciones de explotación debido a la falta de demanda del 

mercado, apreciándose una tendencia mantenida a la baja de las autorizaciones, 

por lo cual no es necesario mantener un parque contingentado, con la limitación 

del número de autorizaciones de explotación en 17.108 máquinas tipo “B”. 

También hay que considerar que a partir del 1 de enero de 2022, el devengo de 

la tasa fiscal de las máquinas de juego ha pasado de ser anual a trimestral, 

conforme a lo dispuesto en artículo 32.3 del texto refundido de las disposiciones 

legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y 

cedidos, aprobado por Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, en la 

redacción dada por el artículo 1.7 de la Ley 1/2021, de 22 de febrero, de Medidas 

tributarias, financieras y administrativas. Para que la liberación del mercado sea 

operativa, este devengo trimestral se complementa con la segunda medida 
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propuesta por la Consejería de Presidencia consistente en que las empresas 

operadoras puedan dar de baja temporal las autorizaciones de explotación de las 

máquinas tipo “B” por un periodo máximo de 12 meses, lo que permitirá que estas 

empresas operadoras gestionen las autorizaciones de explotación de las 

mencionadas máquinas de manera flexible a lo largo del año, según  lo necesiten 

conforme a la demanda del mercado, permitiendo con estas medidas una 

reducción de la cuota fija al 20 %.  

 

  

En materia de tasas y precios públicos: 

 

- Se modifica la tasa por actuaciones administrativas relativas a actividades 

agrícolas.  Por un lado se elimina la tasa por inscripción en el Registro Provisional 

de Viveros ya que dicho registro se ha integrado en el Registro de Explotaciones 

Agrarias de Castilla y León (Reacyl) y que dicho registro tiene el carácter de 

gratuito. Asimismo se elimina la distinción entre informes facultativos con o sin 

verificación sobre el terreno, dado que siempre es necesaria la inspección previa 

del terreno, y se elimina la determinación del importe de la tasa en función del valor 

de la mercancía verificada, dado que normalmente no se conoce dicho valor. 

 

- Respecto a la regulación de las cuotas de la tasa por inspecciones y controles 

sanitarios de carnes frescas y carnes de aves, conejo y caza en la redacción actual, 

se introduce una modificación dado que la regulación actual se refiere a porcinos 

y jabalíes de “Peso inferior o igual a 25 kg y mayores de 5 semanas”, no teniendo 

acomodo los animales que tiene una edad de “justo” 5 semanas.  

 

- Respecto a las tasas por la expedición de títulos y certificados y por la realización 

de pruebas en el ámbito de las enseñanzas no universitarias, se incorpora la 

denominación de los títulos de grado de las Enseñanzas Artísticas Superiores de 

Música, de Arte Dramático, de Artes Plásticas, de Diseño y de Conservación y 

Restauración de Bienes Culturales para adecuarla a lo establecido al efecto en el 

Capítulo VI, Título I de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, tras 
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su modificación por la Ley Orgánica 3/2020, que recoge la nueva denominación de 

Título de Grado en Enseñanzas Artísticas Superiores en las diferentes enseñanzas 

y sus especialidades. Asimismo, se modifica la denominación del Título de Máster 

para ajustarlo a la literalidad de la Orden ECD/766/2015, de 20 de abril, por la que 

se homologa el plan de estudios del Título de Máster en enseñanzas artísticas en 

Interpretación Musical del Conservatorio Superior de Música de Castilla y León 

(BOE 29/04/2015) y de la Orden EFP/1444/2018, de 19 de diciembre, por la que 

se homologa el plan de estudios del Título de Máster en Enseñanzas Artísticas: 

Pensamiento y Creación Escénica Contemporánea de la Escuela Superior de Arte 

Dramático de Castilla y León (BOE 02/01/2019). 

 

- Por último se modifica la disposición transitoria sexta de la Ley 12/2001, de 20 de 

diciembre, la cual recogía una reducción transitoria del 10% para el año 2015 en 

la tasa por licencias de caza de la clase A, pasando a regular la misma una 

bonificación en la tasa por la licencia anual de caza de la clase A y B y por la 

licencia anual de pesca, con vigencia para 2022, por importe del 95% sobre la 

cuota de la tasa y que concurrirá en aquellos casos en que no resulte de aplicación 

la exención recogida en los artículos 93 y 97 de la propia Ley 12/2001, de 20 de 

diciembre. 

 
 

  

Las medidas administrativas afectan a la actuación, gestión y organización 

de la Administración autonómica y su aprobación conviene no demorar en aras 

a la consecución de la máxima eficacia de la actuación administrativa. Este 

título contiene cuatro capítulos. 

 

En materia de empleo público:  

 

- Se elimina de entre los procedimientos administrativos en los que el silencio tiene 

efectos desestimatorios, el referido a la autorización para el desempeño de la 

jornada de trabajo no presencial mediante teletrabajo en la Administración de la 
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Comunidad de Castilla y León, con el objetivo de fomentar esta modalidad de 

prestación de servicios y considerando que la respuesta a la persona trabajadora 

que solicita el teletrabajo debe ser ágil y garantista. 

 

- Se incorpora una nueva disposición adicional decimoctava a la Ley 7/2005, 24 de 

mayo, relativa al nombramiento de personal interino para la ejecución de 

programas de carácter temporal, la cual se justifica por el objetivo de adecuar la 

normativa autonómica a lo previsto en el artículo 10.1 c)  del texto refundido de la 

Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. 

 

- Habida cuenta de la necesidad de armonizar la situación de la especialidad de 

pediatría con el resto de Servicios de Salud, en donde existe una doble categoría, 

y al objeto de hacer posible el ejercicio de los derechos de movilidad entre distintos 

Servicios de Salud, se procede a la creación de una doble categoría: por una parte, 

en el ámbito de primaria, se crea la categoría de “licenciado especialista en 

pediatría de atención primaria”, y por otra, en el ámbito de atención especializada 

(hospitalaria), se crea expresamente la categoría de “licenciado especialista en 

pediatría y sus áreas específicas”. Todo ello por entender que además esta nueva 

disociación de categorías creadas supondrá una mejora de tipo organizativo dentro 

del propio sistema autonómico de salud. 

 

En materia de sector público institucional autonómico: 

 

- Se incrementan las funciones generales del Ente Público Regional de la Energía 

de Castilla y León (EREN), así como de su Director, de acuerdo con las estrategias 

propias de la Administración de Castilla y León, que justifican la necesidad y 

oportunidad de ampliar las competencias  del EREN, para que de esta forma pueda 

instrumentar, gestionar y conceder subvenciones e incentivos a fondo perdido, 

además de gestionar los numerosos registros oficiales que se están creando en 

materia de eficiencia energética y de energías renovables que requieren de 

conocimientos especializados tanto para su gestión, como para su automatización. 
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- Se modifica la regulación de la «Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla 

y León», con dos objetivos. Por un lado disponer de un medio propio personificado 

para el apoyo a las actuaciones de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente 

en el ámbito de las TIC. Por otro lado se tiene en cuenta el proceso de transición 

energética actual derivado del cierre de explotaciones mineras y de centrales 

térmicas, lo que implica acciones de recuperación medioambiental de los espacios 

degradados por actividades extractivas, que puede conllevar el aprovechamiento 

de yacimientos de origen natural y no natural (escombreras) como fuente de 

dinamización de los territorios afectados dentro del marco de la estrategia de 

economía circular. 

 

- Por último se recoge la posibilidad expresa de aprobación por parte de la Junta de 

Castilla y León de programas, planes y directrices vinculantes para todas las 

empresas y fundaciones del sector público autonómico, a excepción de  las 

fundaciones de las universidades públicas, dado que  la actual normativa referida 

a planes, programas y directrices vinculantes, recogida en la ley 3/001, de 3 de 

julio, resulta de aplicación únicamente a la Administración de la Comunidad de 

Castilla y León, entendiendo por tal a la Administración General y a la 

Administración Institucional, integrada esta última por  los organismos autónomos 

y los entes públicos de derecho privado.   

 

 

Medidas referidas a determinados procedimientos que se tramitan por los 

distintos órganos de la Administración de Castilla y León y/o del sector púbico 

institucional autonómico: 

 

- Tramitación de las subvenciones. 

o Con el objetivo de atribuir un régimen especial a las subvenciones para la 

reactivación del comercio minorista de proximidad, dada la necesidad y la 

conveniencia de que, desde todas las instancias, locales, autonómicas y 

nacionales, se pongan en marcha medidas específicamente dirigidas a 
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reactivar el comercio minorista de proximidad y a mejorar su imagen de 

cara a sus clientes, considerándose imprescindible establecer una línea de 

ayudas específicamente dirigida a este fin, en concurrencia no competitiva, 

que sustituya al apoyo que puntualmente se ha venido prestado a este tipo 

de proyectos.  

o Se establece un especial régimen jurídico de las subvenciones en materia 

de cooperación para el desarrollo y  unas peculiaridades en cuanto a la 

forma de justificación de las subvenciones en materia de cooperación 

internacional para el desarrollo concedidas a Organizaciones 

Internacionales de derecho público creadas por tratado o acuerdo 

internacional; ello con el objetivo de hacer valer la acción exterior de la 

Comunidad y con ello, la cooperación al desarrollo, tomando para ello 

conciencia de las peculiaridades respecto a las subvenciones y ayudas en 

este ámbito, siendo por ello necesario articular un régimen especial basado 

en razones de eficacia, eficiencia, economía, simplificación administrativa 

y seguridad jurídica. 

o Se extiende la excepción de la no necesidad de informe de la Dirección 

General de Presupuestos para la concesión de anticipos prevista para las 

subvenciones concedidas directamente por razones que dificulten su 

convocatoria pública destinadas a las intervenciones para atender crisis 

humanitarias y de emergencia, a cualquier otra subvención en el marco de 

las modalidades de la cooperación internacional para el desarrollo definidas 

en el artículo 11 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación al 

Desarrollo; ello dada la inestabilidad de los contextos a los que se dirigen 

las intervenciones de cooperación para el desarrollo y su ejecución por 

actores especializados, en su mayoría ONGs, con dificultades de 

financiación por sí mismas.  

o Se recoge expresamente la posibilidad de que las fundaciones del sector 

público autonómico puedan conceder subvenciones, a los efectos de 

adaptar la normativa autonómica al respecto a lo dispuesto en la normativa 

estatal básica. 
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- Nulidad y declaración de lesividad de los actos de preparación y adjudicación de 

los contratos públicos en la Administración de la Comunidad de Castilla y León y 

en las empresas públicas y fundaciones públicas del sector público de la 

Comunidad de Castilla y León.  

o La Sentencia del Tribunal Constitucional nº 68/2021, de 18 de marzo, 

dictada en el recurso de inconstitucionalidad nº 4261/2018, interpreta el 

apartado 3 del artículo 41 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, en el sentido de que la única previsión de 

carácter básico y común para el conjunto de las Administraciones Públicas 

es el inciso que exige “atribuir esta competencia a un órgano cuyas 

resoluciones agoten la vía administrativa”. Es decir, las Comunidades 

Autónomas tienen competencia para regular quiénes son los órganos 

competentes para declarar la nulidad y lesividad de estos actos con el único 

límite de que esta competencia se atribuya a un órgano cuyas resoluciones 

agoten la vía administrativa. Conforme a ello, se recoge la mencionada 

exigencia prevista por la normativa estatal básica en esta materia, que 

consiste en atribuir en todo caso la competencia para declarar la nulidad o 

la lesividad a un órgano cuyas resoluciones agoten la vía administrativa. 

- Reconocimiento de obligaciones y anulación de créditos: 

o Se amplía el plazo de reconocimiento de obligaciones hasta el 20 de enero 

del año siguiente  siempre y cuando se trate de gastos realizados y 

devengados en el ejercicio presupuestario correspondiente. La realidad es 

que con motivo de la acumulación de expedientes en el cierre del ejercicio 

económico, hasta ahora muchas obligaciones económicas que 

corresponden a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones u otro tipo de 

gastos realizados dentro del ejercicio presupuestario no pueden ser 

imputados al mismo porque su reconocimiento se produce en el ejercicio 

siguiente. Teniendo en cuenta esta realidad, se realiza la citada 

modificación en concordancia con lo previsto en la Orden EYH/343/2018, 

de 4 de abril, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública 

de la Comunidad de Castilla y León , el cual prevé que las transacciones y 

otros hechos económicos deberán reconocerse en función de la corriente 
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real de bienes y servicios que los mismos representan, y no en el momento 

en que se produzca la corriente monetaria o financiera derivada de 

aquéllos. Esta orden establece además que  también se aplicarán los 

principios contables de carácter presupuestario recogidos en la normativa 

presupuestaria aplicable, y en particular determina que las obligaciones 

presupuestarias derivadas de adquisiciones, obras, servicios, prestaciones 

o gastos en general se imputarán al Presupuesto del ejercicio en que estos 

se realicen y con cargo a los respectivos créditos. 

En concordancia con esta nueva regulación se modifica el artículo de  la ley 

2/2006, de 3 de mayo, dedicado a la anulación de créditos. 

- Afectación, desafectación, adscripción y desadscripción de determinados bienes y 

derechos 

o Se modifica la Ley 11/2006, de 26 de octubre, del patrimonio de la 

Comunidad de Castilla y León, con el objetivo de regular una situación 

específica consistente en la afectación, desafectación, adscripción y 

desadscripción de bienes y derechos que no perteneciendo al patrimonio 

de la Comunidad de Castilla y León, se encuentren vinculados a un uso 

general o servicio público como consecuencia de la ejecución de un 

contrato administrativo. En este caso la competencia para dictar 

expresamente tales actos recaerá en la Consejería o entidad institucional 

competente en el contrato y no en la Consejería competente en materia de 

hacienda, en aras de una mayor operatividad y eficacia administrativa. 

- Contratos del Sector Público: 

o Se modifica la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 

Administrativas y Financieras. El motivo de esta modificación es la 

declaración de inconstitucionalidad por la sentencia del Tribunal 

Constitucional de 18 de marzo de 2021 del artículo 212.8 de la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el cual disponía que 

“los expedientes de resolución contractual deberán ser instruidos y 

resueltos en el plazo  máximo de ocho meses”. En el caso de la Castilla y 

León, la ley 1/2012, de 28 de febrero establece este mismo plazo de ocho 

meses para la resolución de contratos de la Administración General e 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

16 

 

Institucional de la Comunidad. Sin embargo en el caso de las corporaciones 

locales y sus entidades vinculadas no se establecía nada al respecto, por 

lo que resultaría de aplicación el plazo de resolución de tres meses 

establecido en  la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Dicho plazo resulta 

insuficiente en el mayor parte de supuestos para poder dictar y notificar la 

resolución en los procedimientos de resolución contractual. Por este motivo 

se considera oportuno extender la regulación contenida al respecto en la 

ley 1/2012, de 28 de febrero, también para las corporaciones locales y sus 

entidades vinculadas. 

 

 

Medidas referidas a materias que son competencia de varias de las 

consejerías en las que se organiza la Administración de la Comunidad.  

 

- Medidas que afectan a las competencias ejercidas por la Consejería de la 

Presidencia.  

o Se  modifica la Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las 

Apuestas de Castilla y León, incorporando una disposición adicional a 

través de la cual se establece la liberalización del mercado de máquinas de 

tipo “B”  

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León declara en su artículo 70.1.27 

que la Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva en materia de 

casinos, juegos y apuestas, excepto las loterías y apuestas del Estado y los 

juegos autorizados por el Estado en el territorio nacional a entidades sin 

ánimo de lucro, lo que la habilita para el ejercicio de facultades tanto 

legislativas como ejecutivas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 

149 de la Constitución.  

En el ejercicio de las competencias que el Estatuto de Autonomía atribuyó 

a la Comunidad, las Cortes de Castilla y León aprobaron la Ley 4/1998, de 

24 de junio, Reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León, 

que en su artículo 4.2, párrafo segundo dispone: “Si se limita el número de 
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autorizaciones a través de la correspondiente planificación se otorgarán por 

concurso público”. 

Por su parte, el artículo 9.c) Ley 4/1998, de 24 de junio, señala que 

corresponde a la Junta de Castilla y León: “c) La planificación de los Juegos 

y Apuestas de la Comunidad”. 

Mediante Decreto 40/2002, de 14 de marzo, de medidas transitorias 

relativas a las autorizaciones administrativas en materia de máquinas de 

juego, se paralizó temporalmente, hasta el 31 de diciembre de 2002, el 

otorgamiento de nuevas autorizaciones de explotación de máquinas tipo 

“B” que, en ese momento, sumaban la cifra de 17.108.  

Posteriormente, se aprueban los Decretos 127/2002, de 12 de diciembre, 

67/2003, de 12 de junio y 64/2004, de 24 de junio, que sucesivamente 

ampliaron el plazo previsto en el Decreto 40/2002, de 14 de marzo, hasta 

la entrada en vigor del Decreto por el que se aprobara el Reglamento 

regulador de las Máquinas de Juego y de los Salones de juego de la 

Comunidad de Castilla y León. 

El Reglamento regulador de las máquinas de juego y de los salones de 

juego de la Comunidad de Castilla y León se aprobó por Decreto 12/2005, 

de 3 de febrero. 

En su Disposición Final 3ª el Decreto 12/2005, de 3 de febrero, dispone: 

“Tercera. Desarrollo planificador. 

En el plazo máximo de un año de la entrada en vigor del presente 

Reglamento, la Junta de Castilla y León planificará, por períodos 

cuatrianuales, el número máximo de máquinas de tipo «B» o recreativas 

con premio que se pueden autorizar para su explotación en el ámbito 

territorial de la Comunidad de Castilla y León.” 

 

Por su parte, la Disposición Adicional del Decreto 12/2005, referida a las 

autorizaciones de explotación dispone: “A partir de la fecha de la entrada 

en vigor de este Decreto, y en tanto que de conformidad con lo previsto en 

su Disposición Final Tercera la Junta de Castilla y León no planifique el 

número de autorizaciones de explotación de máquinas de tipo «B» o 
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recreativas con premio, no se concederán nuevas autorizaciones de 

explotación en número superior al existente el día de entrada en vigor del 

Decreto 40/2002, de 14 de marzo, de medidas transitorias relativas a las 

autorizaciones administrativas en materia de máquinas de juego, salvo que 

se trate de un alta por sustitución de una máquina de las mismas 

características de instalación previsto en el artículo 35 del presente 

Reglamento, quedado limitado su número en 17.108 autorizaciones de 

explotación.” 

La planificación de las autorizaciones de explotación de las máquinas de 

tipo “B” se aprobó por Decreto 19/2006, de 6 de abril. En su artículo 2.1 

estableció que: “El plazo de duración de esta planificación es de 4 años,  

extendiendo su escenario temporal a los años 2005-2008”. 

En cumplimiento de esta planificación, se convocaron los siguientes  

concursos públicos: 

 Orden PAT/632/2006, de 17 de abril. Se resolvió por Orden 

PAT/1091/2006, de 29 de junio, adjudicándose las 123 

autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” convocadas, 

y dándose de alta 121 autorizaciones de explotación. 

 Orden PAT/1800/2006, de 10 de noviembre. Se resolvió, por Orden 

PAT/136/2007, de 29 de enero, adjudicándose las 134 

autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” convocadas 

y dándose de alta todas las autorizaciones de explotación.  

 Orden IYJ/1869/2007, de 16 de noviembre. Se resolvió por Orden 

IYJ/104/2008, de 23 de enero, adjudicándose las 135 

autorizaciones de explotación convocadas para el año 2008. Todas 

ellas fueron dadas de alta en 2008. 

El citado Decreto 19/2006, de 6 de abril, disponía en su artículo 2.2 que con 

anterioridad a la finalización de la planificación se aprobaría la disposición 

que regulara una nueva planificación o acordara la liberalización del 

mercado, en caso contrario, finalizada la planificación acordada, sería de 

aplicación la Disposición Adicional del Decreto 12/2005, de 3 de febrero, 
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que limitaba el número de autorizaciones de explotación de máquinas de 

tipo «B» o recreativas con premio en 17.108. 

En aplicación de lo dispuesto en la Disposición Adicional citada no se 

concedieron nuevas autorizaciones de explotación durante los años  2008, 

2009, 2010 y 2011, salvo las otorgadas por canje para sustituir otra 

máquina de las mismas características.  

Posteriormente, la Disposición Transitoria 2ª de la Ley 1/2012, de 28 de 

febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, referida a la 

habilitación a la consejería competente en materia de juego, dispone que: 

“Hasta que la Junta de Castilla y León pueda planificar los juegos y 

apuestas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.c) de la Ley 

4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla 

y León, la consejería competente en materia de juego podrá convocar 

anualmente concurso público para la adjudicación de autorizaciones de 

explotación de máquinas de tipo «B» hasta completar el número máximo 

fijado en la última planificación aprobada para estas autorizaciones.” 

Con esta habilitación se han convocado, con carácter anual, mediante las 

correspondientes Órdenes de la Consejería competente en materia de 

juego y apuestas, concursos públicos para la adjudicación de 

autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B”, o recreativas con 

premio, en la Comunidad de Castilla y León:  

 Mediante Orden PRE/386/2012, de 30 de mayo, se licitaron 1.391 

autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B”, de las que 

se adjudicaron, mediante Orden PRE/507/2012, de 26 de junio, las 

59 autorizaciones de explotación solicitadas y se dieron de alta 40 

autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/953/2013, de 25 de noviembre, se licitaron 

2.308 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B”, de las 

que, mediante Orden PRE/1064/2013, de 17 de diciembre, se 

adjudicaron las 175 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 131 autorizaciones de explotación.  
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 Mediante Orden PRE/984/2014, de 14 de noviembre, se licitaron 

2.800 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B”, de las 

que se adjudicaron, mediante Orden PRE/1127/2014, de 19 de 

diciembre, las 276 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 171 autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/937/2015, de 30 de octubre, se licitaron 2.797 

autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” de las que se 

adjudicaron, mediante Orden PRE/1097/2015, de 14 de diciembre, 

las 395 autorizaciones de explotación solicitadas y se dieron de alta 

137 autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/952/2016, de 10 de noviembre se licitaron 

2.918 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B”, de las 

que se adjudicaron, mediante Orden PRE/1074/2016, de 14 de 

diciembre, las 400 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 219 autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/1014/2017, de 8 de noviembre, se licitaron 

2.954 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” de las 

que se adjudicaron, mediante Orden PRE/1128/2017, de 18 de 

diciembre, las 416 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 303 autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/1229/2018, de 6 de noviembre, se licitaron 

2.873 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” de las 

que se adjudicaron, mediante Orden PRE/1381/2018, de 17 de 

diciembre, las 436 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 204 autorizaciones de explotación. 

 Mediante Orden PRE/1108/2019, de 15 de noviembre, se licitaron 

2.976 autorizaciones de explotación de máquinas de tipo “B” de las 

que se adjudicaron, mediante Orden PRE/1303/2019, de 17 de 

diciembre, las 184 autorizaciones de explotación solicitadas y se 

dieron de alta 70 autorizaciones de explotación. 
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La última de ellas ha sido la convocatoria para adjudicar 3.402 

autorizaciones de explotación, mediante Orden PRE/1203/2020, de 4 de 

noviembre. Se adjudicaron, mediante Orden PRE/1481/2020, de 9 de 

diciembre, las 35 autorizaciones de explotación solicitadas y se tramitaron, 

únicamente, 19 nuevas autorizaciones de explotación de máquinas de tipo 

“B”, conforme disponían las bases de la convocatoria. 

Del estudio de las convocatorias, adjudicaciones y de las altas de las 

autorizaciones de explotación que finalmente son tramitadas por las 

empresas operadoras adjudicatarias, se puede deducir que las empresas 

operadoras no están necesitando autorizaciones de explotación debido a la 

falta de demanda del mercado, por lo que en consecuencia, no es necesario 

mantener la limitación del número de autorizaciones de explotación en 

17.108, con el parque contingentado. 

Además, hay otros datos a tener en cuenta para la liberalización del 

mercado. 

En primer lugar los datos de los últimos años en materia de autorizaciones 

de explotación de máquinas de tipo “B” ponen de manifiesto una tendencia 

a la baja. En el año 2015, había 14.055 autorizaciones de explotación de 

máquinas de tipo “B”; en 2016, 13.938; en 2017, 13.932; en 2018, 13.928; 

en 2019, 13.644 y a 31 de diciembre de 2020, 12.688 autorizaciones de 

explotación de máquinas de tipo “B”. Apreciándose una tendencia  

mantenida a la baja de las autorizaciones de explotación por las empresas 

operadoras. 

No sólo no se ha incrementado el número de autorizaciones de explotación 

de máquinas de tipo “B”, sino al contrario, ha habido un continuo descenso 

de manera paulatina y continuada en el número de bajas de esas 

autorizaciones de explotación como hemos señalado. No debemos olvidar 

que en el año 2020 se han dado de baja 1.026 autorizaciones de 

explotación y solamente se han tramitado 19 nuevas autorizaciones de 

explotación en lo trascurrido del año 2021, de las 3.402 autorizaciones de 

explotación convocadas en el último concurso público. 
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En segundo lugar, en el año 2015 se produce un punto de inflexión en 

materia de juego y apuestas en la Comunidad de Castilla y León, con la 

entrada en vigor del Reglamento regulador de las Apuestas de la 

Comunidad de Castilla y León, aprobado por Decreto 53/2014, de 23 de 

octubre, se produce desde entonces, una proliferación de establecimientos 

específicos de juego y de apuestas.  

Las autorizaciones de instalación de salones de juego y de casas de 

apuestas pasaron de 47 salones de juego existentes en 2015 a 131 salones 

de juego a fecha actual, y de 3 casas de apuestas existentes en 2015 a 19 

casas de apuestas a fecha actual.  

El incremento habido en el número de establecimientos específicos de 

juego no ha supuesto el correlativo aumento de las autorizaciones de 

explotación de las máquinas de tipo “B” por parte de las empresas 

operadoras, como podría esperarse, hecho que viene a confirmar la 

tendencia a la baja de las autorizaciones de explotación. 

En tercer lugar en la liberalización del mercado de autorizaciones de 

explotación máquinas de tipo “B” hay que tener en cuenta el devengo de la 

tasa fiscal de las máquinas de juego que ha pasado de ser anual a 

trimestral, devengo que, a partir del 1 de enero de 2022, entrará en vigor 

conforme a lo dispuesto en artículo 32.3 del texto refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de 

tributos propios y cedidos, aprobado por Decreto Legislativo 1/2008, de 25 

de septiembre, en la redacción dada por el artículo 1.7 de la Ley 1/2021, de 

22 de febrero, de Medidas tributarias, financieras y administrativas. 

El devengo trimestral de la tasa fiscal sobre estas máquinas de juego no 

será operativo si no se libera el mercado con la supresión del límite actual, 

sin necesidad de convocar concurso público para nuevas altas de 

máquinas que demanden las empresas operadoras, permitiéndose, de este 

modo, una dinamización del mercado de máquinas, otorgando la 

posibilidad a las empresas operadoras de obtener las autorizaciones de 

explotación de nuevas máquinas de tipo “B” de manera flexible, cuando lo 

necesiten por la demanda del mercado a lo largo del año, sin correr el riesgo 
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de que la liberalización del mercado pueda suponer un incremento del 

número de autorización de explotación, como hemos señalado. 

o Se modifica el Punto 3 del artículo 7 de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, 

de Medidas Tributarias y de Financiación de las Entidades Locales 

vinculada a ingresos impositivos de la Comunidad de Castilla y León, con 

el objetivo de agilizar el pago que corresponde a todas las entidades locales 

del Fondo de Participación de las Entidades Locales en los ingresos 

impositivos propios de la Comunidad Autónoma, que configura el modelo 

de participación (PICA). Esta modificación pretende armonizar el régimen 

de pago para que sea igual para todas las entidades locales destinatarias 

del este Fondo (de una vez en el primer cuatrimestre). 

 

- Medidas que afectan a las competencias ejercidas por la Consejería de 

Transparencia, Ordenación del Territorio y Acción Exterior.  

o En lo relativo al Registro de Agentes de Cooperación para el Desarrollo, se 

busca la mayor profesionalidad posible de los inscritos, para lo cual se 

precisan y acotan las condiciones de inscripción de las entidades en el 

Registro, de manera que se garantice una implantación y un compromiso 

con el territorio de nuestra Comunidad. 

 

- Medidas que afectan a las competencias ejercidas por la Consejería de Agricultura, 

Ganadería y Desarrollo Rural. 

o  Se elimina para el ejercicio de la actividad de los mercados y mesas de 

precios de Castilla y León el requisito previo consistente en la inscripción 

en el Registro de Mercados de Productos Agrarios, dado que aquéllos ya 

estaban funcionado con anterioridad a la publicación de la Ley 1/2014, de 

19 de marzo y ésta no establecía ningún régimen transitorio para su 

inscripción en el citado registro. 

 

- Medidas que afectan a las competencias ejercidas por la Consejería de Fomento 

y Medio Ambiente.  

o En materia de urbanismo: 
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 Con el objetivo de facilitar el eventual acceso a la financiación 

europea de actuaciones de rehabilitación a nivel de barrio del 

componente 2 del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia, se elimina la obligatoriedad de ordenar su ámbito 

mediante un instrumento de planeamiento urbanístico y limitando la 

exigencia de convenio urbanístico con los residentes a los 

supuestos de demolición o sustitución de viviendas. 

 Se modifica  la disposición transitoria tercera de la Ley 7/2014, de 

12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración y 

renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y 

simplificación en materia de urbanismo , de forma que la limitación 

a ocho años para la aprobación de la ordenación detallada de los 

terrenos clasificados como suelo urbanizable, respecto a los 

terrenos clasificados como suelo urbanizable delimitado, se ciñe 

únicamente a los suelos urbanizables delimitados residenciales.  

Esta modificación se considera necesaria como apoyo a la 

dinamización de la actividad económica ante la perspectiva de un 

periodo de recuperación en el corto y medio plazo, y ello porque de 

no acomodar dicha disposición supondría que en breve un número 

importante de suelos urbanizables pasarían a ser suelos rústicos lo 

que afectaría al desarrollo e implantación de actividades productivas 

o dotacionales.  

o En materia de espectáculos públicos y actividades recreativas  

 Se modifica parcialmente la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de 

espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de 

Castilla y León, con el objetivo de adecuar la misma al marco 

normativo en materia de ruido, sustituyendo la redacción vigente por 

una referencia genérica en el límite máximo de decibelios según la 

normativa en materia de ruido que resulte de aplicación. La finalidad 

es dotar de claridad y coherencia el régimen de los espectáculos 

públicos y actividades recreativas con el régimen normativo en 

materia de ruido. 
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o En materia de montes: 

 Respecto a los aprovechamientos maderables y leñosos en montes 

con instrumento de ordenación forestal en vigor se adapta el 

régimen de la declaración responsable a la regulación contenida en 

el artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, eliminando 

la obligatoriedad de presentar la declaración responsable con, al 

menos, 15 días de antelación al inicio del aprovechamiento. 

 Se recoge una nueva regulación respecto a los aprovechamientos 

maderables y leñosos en montes sin instrumento de ordenación 

forestal en vigor, acorde a lo dispuesto en la Ley 43/2003, de 21 de 

noviembre, de Montes, concretamente a su artículo 37, que 

establece el régimen de intervención administrativa de los 

aprovechamientos maderables y leñosos en los montes no 

gestionados por el órgano forestal de la comunidad autónoma, en 

función de si disponen o no de instrumentos de ordenación forestal 

o si se trata de aprovechamientos maderables o leñosos a turno 

corto o domésticos de menor cuantía.  

 En concordancia con las anteriores modificaciones, se modifica 

igualmente la regulación de los aprovechamientos maderables y 

leñosos de turno corto o domésticos de menor cuantía. 

 Se recoge una regulación acerca de la contraprestación económica 

mínima en usos especiales y privativos del dominio público forestal, 

siendo ésta una cuestión técnica compleja, que requiere numerosas 

especificaciones y cuya ausencia ha sido motivo de múltiples 

recursos y procesos judiciales. 

 Se introduce una modificación en la regulación de las roturaciones 

en montes catalogados de utilidad pública, protectores y con 

régimen de protección especial: la roturación de terrenos forestales 

para su transformación en cultivos agrícolas, normalmente 

herbáceos, ha sido históricamente una de las causas principales de 

reducción de las superficies arboladas, lo que explica el carácter tan 
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restrictivo que la ley manifiesta con respecto a ellas en los montes 

más relevantes para el conjunto social. Sin embargo, la experiencia 

de las últimas décadas indica que en más casos de los previstos 

inicialmente tiene sentido articular excepciones a este principio 

general, en especial en el ámbito de la prevención de los montes 

frente a incendios forestales y para ofrecer oportunidades a 

emprendedores locales mediante el cultivo respetuoso de productos 

forestales. 

 Se acota el ámbito relacionado con los aprovechamientos 

agrosilvopastorales. 

 Se prevé la posibilidad de autorización de oficio para el 

levantamiento de la suspensión de aprovechamientos ganaderos y 

cinegéticos en pastizales herbáceos habitualmente destinados a 

actividades de pastoreo, en el caso de grandes incendios forestales 

o de incendios forestales de determinadas características. 

 Se regula la  promoción de los servicios ecosistémicos de los 

montes dada la necesidad de integrar la adaptación al cambio 

climático en la gestión forestal, para preservar adecuadamente 

nuestros bosques y permitir que sigan ofreciendo productos y 

recursos, siendo también relevante la necesidad de aprovechar 

todas las posibilidades de contribuir a la mitigación de ese cambio. 

 Se regula la obligación de restauración del monte dañado, 

articulando un modo de garantizar, al menos en los montes que 

gestiona la consejería competente, que esas labores de reparación 

realmente contribuyen a una restauración eficaz del monte dañado 

en la forma más adecuada, estableciendo, en aras al interés 

general, un procedimiento claro para que el responsable asuma su 

obligación.  

 En cuanto a la resolución anticipada de contratos de repoblación 

forestal, la norma establecía un procedimiento de resolución 

anticipada de convenios y consorcios para los montes que 

estuvieran catalogados de utilidad pública o bien declarados 
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protectores a la entrada en vigor de la misma, indicando que se 

seguiría el mismo procedimiento en el futuro para los que se 

catalogasen. Aunque la idea del legislador parece clara, de que a 

esta posibilidad pudieran acogerse todos los conjuntos de montes 

tan relevantes para el conjunto social que se declaren de utilidad 

pública (sin son públicos) o protectores (sin son privados), la 

redacción de la última frase del apartado que se ahora se modifica 

daba lugar a incertidumbre y por ello procede perfeccionarla, 

asimilándola a las disposiciones equivalentes en otras leyes 

forestales autonómicas. 

o En lo relativo a la normativa sobre Ruido de Castilla y León. 

 En el Anexo II de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla 

y León se adaptan los valores límite de los niveles sonoros 

ambientales de las áreas especialmente ruidosas a la modificación 

realizada en la normativa básica estatal, en concreto en el Real 

Decreto 1038/2012, de 6 de julio, por el que se modifica el Real 

Decreto 1367/2007, de 19 de octubre, por el que se desarrolla la 

Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, en lo referente a 

zonificación acústica, objetivos de calidad y emisiones acústicas. 

 Respecto a los aislamientos acústicos de actividades ruidosas, se 

busca evitar dudas interpretativas mejorando la redacción de las 

definiciones de los tipos de actividades del Anexo III.1. de la Ley 

5/2009, de 4 de junio, especificando que tanto las actividades 

sometidas al régimen de autorización ambiental, al de licencia 

ambiental, como las actividades sometidas al régimen de 

comunicación ambiental deben cumplir los requisitos establecidos 

en el Anexo III, esto es, disponer de los aislamientos acústicos 

adecuados para garantizar el cumplimiento de los valores límite 

establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio. 

 Se corrige la fórmula del valor de la aceleración de referencia en el 

Anexo IV, con el objetivo de subsanar un error que figuraba en el 

texto de la Ley, en concreto en el superíndice. Se establecen 
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algunas aclaraciones en lo concerniente a los métodos de 

evaluación del Anexo V lo cual mejora la seguridad jurídica, puesto 

que se mejora la certeza y claridad, lo que lleva tanto a una mayor 

eficiencia y eficacia en los órganos de la Administración de Castilla 

y León, como a una repercusión directa y positiva en la actividad 

empresarial, fundamentalmente en las empresas que realicen 

evaluaciones acústicas y en las que sean evaluadas. 

 En relación a las actividades que vayan a disponer de equipos de 

música o sistemas audiovisuales de formato superior a 42 pulgadas 

se armoniza el contenido del Anexo VII.2 de la Ley 5/2009, de 4 de 

junio, con la redacción de la disposición adicional novena de dicha 

norma realizada por la Disposición Final Decimosegunda de la Ley 

1/2021, de 22 de febrero, de Medidas Tributarias, Financieras y 

Administrativas.  

o En materia de caza y gestión sostenible de recursos cinegéticos: 

 La limitación de no cazar tres días consecutivos sobre las mismas 

especies, salvo que el plan cinegético lo contemple, se pasa a referir 

únicamente  a la caza menor. 

La entrada en vigor de la Ley 4/2021, de 1 de julio, de Caza y de 

Gestión Sostenible de los Recursos Cinegéticos de Castilla y León 

ha supuesto que, de acuerdo con el artículo 48.1 la caza solo se 

podrá efectuar durante los periodos y días hábiles establecidos en 

el Anexo II. El apartado 1 de este Anexo II contempla que en 

términos generales no se podrá cazar tres días consecutivos sobre 

las mismas especies, salvo que el plan cinegético lo contemple.  

Este nuevo marco normativo supone una limitación para la práctica 

de la caza de las especies de caza mayor, concretamente jabalí, 

ciervo y corzo, u otras especies de caza menor (palomas y zorzales 

en migración en pasos) dado que hasta ahora eran cazadas 

cualesquiera de los días del periodo hábil en virtud de lo 

contemplado en las antiguas órdenes anuales de caza o, más 

recientemente, según la Ley 9/2019, de 28 de marzo, de 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

29 

 

modificación de la Ley 4/1996, de 12 de julio, de Caza en la 

Comunidad Autónoma de Castilla y León, según lo estipulado en la 

aprobación de los correspondientes planes cinegéticos.  

Con la entrada en vigor de la nueva Ley, los titulares cinegéticos 

que deseen practicar la caza mayor tres o más días consecutivos 

se verán obligados a solicitar la modificación de los planes 

cinegéticos aprobados, de tal forma que tendrán que justificar 

técnicamente la medida pretendida (la justificación técnica es obvia 

y  ya está reconocida en la propia Exposición de motivos de la Ley 

4/2021, de 1 de julio,  que incide en que  las especies ligadas a los 

territorios forestales, principalmente las de caza mayor, han 

experimentado en general un notable incremento, en algunos casos 

de forma muy acentuada, provocando incluso situaciones no 

deseables de desequilibrio poblacional, de tal forma que a día de 

hoy es palmario el notable incremento de los daños a la agricultura 

producidos por algunas especies, como el caso del jabalí; o el 

elevado y preocupante aumento de los accidentes de tráfico 

provocados por la irrupción de ejemplares de caza mayor en las 

carreteras, que se han duplicado en los últimos 5 años, 

superándose actualmente la cifra de 8.000 accidentes al año, lo que 

equivale a 20 accidentes al día; o una mayor dificultad en el control 

de determinadas epizootias y zoonosis, que suponen un riesgo para 

la salud de los animales y también de las personas) 

En la práctica, previa solicitud de los interesados, la Administración 

tendría que dictar actos administrativos para modificar la 

planificación cinegética, permitiendo la posibilidad de cazar tres o 

más días consecutivos las especies de caza mayor, en 4.632 de los 

5.528 cotos existentes en Castilla y León (84 % de los cotos de 

caza): 
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PROVINCIA 
NO 
necesario 

Planes a 
modificar 

Total cotos 
con plan 
vigente 

ÁVILA 111 366 477 

BURGOS 7 809 816 

LEÓN 106 851 957 

PALENCIA 74 382 456 

SALAMANCA 172 813 985 

SEGOVIA 72 345 417 

SORIA 9 474 483 

VALLADOLID 204 188 392 

ZAMORA 141 404 545 

Total general 896 4632 5528 

 

Se entiende que la enmienda transaccionada por el Grupo 

Socialista, en lo referente a que no se podrá cazar tres días 

consecutivos sobre las mismas especies, salvo que el plan 

cinegético lo contemple y que fue sometida a debate suponía la 

introducción en el Proyecto de Ley de una medida de protección 

adicional para determinadas especies de caza menor en temporada 

general y media veda, de manera que de esta forma se modulase 

la presión cinegética sobre los ejemplares de un terreno cinegético. 

De esta forma se establecerían días de descanso para el 

reagrupamiento o recuperación de las poblaciones (clásicamente la 

legislación cinegética de Castilla y León ha venido estableciendo 

como días hábiles para la caza menor en media veda los martes, 

jueves, sábados, domingos y festivos, y para la temporada general 

los jueves, sábados, domingos y festivos, y así se ha conservado 

en la nueva Ley).  

No obstante, esta medida fue transcrita -creemos que fruto de un 

error material- en el apartado 1 de este Anexo (1. Temporada de 

caza) cuando tanto el espíritu de la medida como el acuerdo de los 

grupos parlamentarios sugerirían su encuadre dentro del apartado 

3 del referido Anexo (3. Días hábiles para la caza menor). 
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- Medidas que afectan a las competencias ejercidas por la Consejería de Familia e 

Igualdad de Oportunidades 

o Se modifica parcialmente la regulación en materia de infracciones prevista 

en la Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, atención y protección a la 

infancia en Castilla y León, en aras de dar cumplimento a su vez a lo 

recogido en el artículo 59.3 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, el 

cual establece que las comunidades autónomas establecerán mediante 

norma con rango de ley el régimen sancionador correspondiente al 

incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 57.1. El 

citado artículo establece el requisito para el acceso a profesiones, oficios y 

actividades que impliquen contacto habitual con personas menores de 

edad. 

 

 

 

En relación con la parte final del anteproyecto: 

 

- Se recoge una disposición adicional relativa al procedimiento para gestión y pago 

del bono social térmico en Castilla y León. El Real Decreto-ley 15/2018 proveía la 

cobertura legal necesaria para que las Comercializadoras de Referencia facilitaran 

datos personales de los beneficiarios del bono social de la electricidad al Gobierno 

de España, que a su vez los trasladaba a las Comunidades Autónomas. El Tribunal 

Constitucional declaró su inconstitucionalidad porque la información que se 

solicitaba a los Comercializadores de Referencia se hacía con el único fin de poder 

determinar el importe de la ayuda del bono social térmico y proceder a su pago, es 

decir, se vinculaba directamente a tareas de gestión que, como indicaba el Tribunal 

Constitucional, excedían de las facultades estatales. La declaración de 

inconstitucionalidad de estos preceptos dificulta el acceso a una serie de datos que 

están en poder de los Comercializadores de Referencia que son imprescindibles 

para la gestión y abono del bono social térmico, obligación que compete a las 
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Comunidades Autónomas. Esto motiva la regulación contenida en esta disposición 

adicional, la cual contempla que con el único fin de poder determinar el importe de 

la ayuda del Bono Social Térmico y proceder a su pago, los Comercializadores de 

Referencia deberán remitir a la Gerencia de Servicios Sociales, antes del 15 de 

enero de cada año, un listado de aquellos de sus clientes de Castilla y León que 

sean beneficiarios del Bono Social Eléctrico a 31 de diciembre del año anterior.  

 

- Se recoge una disposición transitoria relativa a la efectividad de la derogación de 

la Ley 6/2005 de 26 de mayo, de declaración de Proyecto Regional para la 

instalación de un Centro de Tratamiento de Residuos Urbanos para la provincia de 

Salamanca, en el término municipal de Gomecello (Salamanca), disponiéndose 

que la misma se producirá cuando tengan efectos las disposiciones o resoluciones 

que autoricen las instalaciones conforme a la normativa vigente, y en todo caso en 

un plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley. 

 
- Se derogan las siguientes disposiciones: 

 

o varios preceptos de la Ley 12/2001 de 20 de diciembre, que suponen la 

eliminación de varias tasas. En concreto: 

  la eliminación de la tasa por participación en el procedimiento para 

la evaluación y acreditación de las competencias profesionales 

adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales 

de formación, con el objetivo de favorecer la formación continua de 

los trabajadores tanto ocupados como desempleados con la 

eliminación de impedimentos económicos y administrativos. 

  la eliminación de la tasa por inscripción o actualización de datos en 

el Registro General de Cooperativas de Transportistas y 

Sociedades de Comercialización, al ser un concepto innecesario, ya 

que el Estado suprimió la inscripción en el Registro General de 

Cooperativas de Transportistas y Sociedades de Comercialización, 

y por lo tanto ha desaparecido el hecho imponible en relación con el 

mismo. 
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o Se deroga la Ley 6/2005, de 26 de mayo, de declaración de Proyecto 

Regional para la instalación de un Centro de Tratamiento de Residuos 

Urbanos para la provincia de Salamanca, en el término municipal de 

Gomecello (Salamanca). Ello teniendo en cuenta la actual jurisprudencia, 

conforme a la cual el hecho de que una ley singular declare una actuación 

como Proyecto Regional, por su singular interés para la Comunidad, 

supone una sustracción a la Administración de la función de aplicación de 

la norma al caso concreto que de otra manera le correspondería. Sin 

perjuicio de ello se prevé expresamente que la citada Ley 6/2005, de 26 de 

mayo, mantendrá su vigencia hasta que concurra lo dispuesto en la 

disposición transitoria.  

o Se deroga la disposición final segunda de la Ley 7/2006, de 2 de octubre, 

de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de 

Castilla y León que establecía que la modificación del Anexo de tal ley se 

debería hacer mediante Decreto. 

o Se deroga la regulación contenida en la Ley 3/2009, de 6 de abril, de 

Montes de Castilla y León referida a los aprovechamientos maderables y 

leñosos de turno corto o domésticos de menor cuantía, en coherencia con 

las modificaciones que se introducen en la propia Ley 3/2009, de 3 de abril. 

o Se deroga la disposición final segunda de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del 

Ruido de Castilla y León que establecía que la modificación del Anexo de 

tal ley se debería hacer mediante Decreto 

o Se deroga la disposición adicional única del Decreto legislativo 1/2013, de 

12 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de 

tributos propios y cedidos ya que el establecimiento de un sistema de 

ayudas directas y anuales por parte de la Consejería de Familia e Igualdad 

de Oportunidades por nacimiento o adopción, y por familia numerosa, y su 

incompatibilidad con las deducciones autonómicas hasta ahora existentes, 

hace que el sistema de solicitud del abono de las deducciones no aplicadas 

en el ejercicio en el que se genera el derecho ni en los tres ejercicios 

siguientes, deje de tener sentido. 
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- Las disposiciones finales recogen la habilitación para el desarrollo reglamentario 

de la ley, la habilitación para la tramitación de disposiciones o resoluciones para 

autorizar las instalaciones del centro de tratamiento de residuos urbanos para la 

provincia de Salamanca, en el término municipal de Gomecello,  y la entrada en 

vigor de la ley. 

 

3.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA. 

 

Se estructura en dos títulos, seis capítulos (dos en el Título I, y cuatro en el Título II), 

veinticinco artículos, una disposición adicional, una disposición transitoria, una 

disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 

 

TÍTULO I: MEDIDAS TRIBUTARIAS 

 

CAPÍTULO I: Tributos propios y cedidos 

 

o Artículo 1.- Modificación del texto refundido de las disposiciones legales de 

la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, 

aprobado por Decreto legislativo 1/2013, de 12 de septiembre 

 

CAPÍTULO II: Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León 

 

o Artículo 2.- Modificación de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y 

Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León. 

 

TÍTULO II: MEDIDAS ADMINISTRATIVAS 

 

CAPÍTULO I: Empleo Público 
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o Artículo 3.- Modificación de la Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas 

Económicas, Fiscales y Administrativas 

o Artículo 4.- Modificación de la Ley 7/2005, 24 de mayo, de la Función Pública 

de Castilla y León. 

o Artículo 5.- Modificación de la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto 

Jurídico del Personal Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León. 

 

CAPÍTULO II: Sector Púbico Institucional autonómico 

 

o Artículo 6.- Modificación de la Ley 7/1996, de 3 de diciembre, de creación del 

Ente Público Regional de la Energía de Castilla y León. 

o Artículo 7.- Modificación de la Ley 12/2006, de 26 de octubre, de creación de 

la empresa pública «Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla y 

León».  

o Artículo 8.- Programas, planes y directrices a empresas y fundaciones 

públicas 

 

CAPÍTULO III: Medidas referidas a determinados procedimientos administrativos 

 

Sección 1ª: De las subvenciones 

o Artículo 9.- Modificación de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas 

Financieras 

o Artículo 10.- Modificación de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de 

Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León. 

 

Sección 2ª: De la nulidad y declaración de lesividad de los actos de preparación y 

adjudicación de los contratos públicos. 

o Artículo 11.- Modificación de la Ley 3/2001 de 3 de julio, del Gobierno y de la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 

Sección 3ª: Del reconocimiento de obligaciones y anulación de créditos 
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o Artículo 12.- Modificación de la Ley 2/2006 de 3 de mayo, de la Hacienda y 

del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León 

 

Sección 4ª: De la afectación, desafectación, adscripción y desadscripción de 

determinados bienes y derechos. 

o Artículo 13.- Modificación,  en materia de afectación, desafectación, 

adscripción y desadscripción, de la Ley 11/2006, de 26 de octubre, del 

patrimonio de la Comunidad de Castilla y León 

 

Sección 5ª: De los contratos del Sector Público. 

o Artículo 14.- Modificación de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas 

Tributarias, Administrativas y Financieras 

 

CAPÍTULO IV.- Medidas Sectoriales 

Sección 1ª: De la Consejería de la Presidencia 

o Artículo 15.- Modificación de la Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del 

Juego y de las Apuestas de Castilla y León 

o Artículo 16.- Modificación de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, de 

Medidas Tributarias y de Financiación de las Entidades Locales vinculada 

a ingresos impositivos de la Comunidad de Castilla y León. 

 

Sección 2ª: De la Consejería de Transparencia, Ordenación del Territorio y Acción 

Exterior 

o Artículo 17.- Modificación de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación 

al Desarrollo. 

 

Sección 3ª: De la Consejería de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural 

o Artículo 18.- Modificación de la Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de 

Castilla y León 

 

Sección 4ª: De la Consejería de Fomento y Medio Ambiente 
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o Artículo 19.- Modificación de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 

Castilla y León. 

o Artículo 20.- Modificación de la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de 

espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de 

Castilla y León. 

o Artículo 21.- Modificación de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de 

Castilla y León. 

o Artículo 22.- Modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de 

Castilla y León 

o Artículo 23.- Modificación de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas 

sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre 

sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo. 

o Artículo 24.- Modificación de la Ley 4/2021, de 1 de julio, de Caza y de 

Gestión Sostenible de los Recursos Cinegéticos.  

 

Sección 5ª: De la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 

o Artículo 25.- Modificación de la Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción 

atención y protección a la infancia en Castilla y León 

 

 

DISPOSICIÓN ADICIONAL: relativa al procedimiento para gestión y pago del bono 

social térmico en Castilla y León 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA: relativa a la efectividad de la derogación de la Ley 

6/2005 de 26 de mayo, de declaración de Proyecto Regional para la instalación de un 

Centro de Tratamiento de Residuos Urbanos para la provincia de Salamanca, en el 

término municipal de Gomecello (Salamanca), 

 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA: deroga varios preceptos de la Ley 12/2001 de 20 de 

diciembre, que suponen la eliminación de varias tasas, la Ley 6/2005, de 26 de mayo, 

de declaración de Proyecto Regional para la instalación de un Centro de Tratamiento 

de Residuos Urbanos para la provincia de Salamanca, en el término municipal de 
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Gomecello (Salamanca), la disposición final segunda de la Ley 7/2006, de 2 de 

octubre, de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de 

Castilla y León,  la regulación contenida en la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de 

Castilla y León referida a los aprovechamientos maderables y leñosos de turno corto 

o domésticos de menor cuantía, en coherencia con las modificaciones que se 

introducen en la propia Ley 3/2009, de 3 de abril, la disposición final segunda de la Ley 

5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, y la disposición adicional única del 

Decreto legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, por el que se aprueba el texto 

refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia 

de tributos propios y cedidos 

 

 

DISPOSICIONES FINALES 

 

o Primera.- Habilitación para el desarrollo reglamentario 

o Segunda.- Habilitación para la tramitación de disposiciones o resoluciones 

para autorizar las instalaciones del centro de tratamiento de residuos 

urbanos para la provincia de Salamanca, en el término municipal de 

Gomecello 

o Tercera.- Entrada en vigor 

 

 

4.- ANÁLISIS DE IMPACTOS. 

4.1.- COSTE ECONÓMICO E IMPACTO PRESUPUESTARIO. 

Se acompaña a este documento la memoria de la Dirección General de Tributos 

y Financiación Autonómica, en la que se lleva a cabo un estudio sobre las repercusiones 

económicas de las modificaciones del Decreto legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad 
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de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos y de la Ley 12/2001, de 20 

de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León.  

El resto de las modificaciones y previsiones contenidas en esta ley podrán suponer 

un coste que en todo caso ya estará previsto en la propia ley de presupuestos para 2022 

a la cual acompaña esta ley de medidas. 

 

4.2.- EVALUACIÓN DEL IMPACTO DE GÉNERO. 

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 

hombres establece la consideración de la igualdad de trato y de oportunidades entre 

mujeres y hombres como un principio informador del ordenamiento jurídico. 

El Estatuto de Autonomía de Castilla y León y la Ley 1/2003, de 3 de marzo, de 

Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres en Castilla y León disponen que 

los poderes públicos de esta Comunidad garantizarán la aplicación de la perspectiva de 

género en las fases de planificación, ejecución y evaluación de las políticas llevadas a 

cabo por las distintas Administraciones Públicas. 

La Ley 1/2011, de 1 de marzo, de Evaluación del Impacto de Género en Castilla 

y León establece que debe evaluarse el impacto de género de todos los anteproyectos 

de ley, disposiciones administrativas de carácter general, así como planes que, por su 

especial relevancia económica y social, se sometan a informe del Consejo Económico 

y Social y cuya aprobación corresponda a la Junta de Castilla y León, concretándose 

dicha evaluación en la realización de un informe. 

Con fecha 22 de julio se recibe este informe de la Dirección General de  la Mujer. 

En dicho informe se  insiste en la necesidad de revisar el lenguaje no sexista en el 

anteproyecto. En este sentido se ha revisado el mismo, utilizándose términos neutros 

así como simultáneamente el masculino y femenino en todos aquellos supuestos en los 

que ello no suponga alterar el título de otras normas y no suponga romper una redacción 

coherente con el resto de los preceptos de las normas modificadas. 
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Por otro lado se insiste en la necesidad de identificar si la intervención pública 

prevista en pertinente la género. 

En este sentido conviene indicar lo siguiente: 

- Por las propias características de esta ley no se puede realizar un diagnóstico de la 

situación inicial en que se encuentra la mujer respecto de una determinada situación 

ya que la naturaleza de los preceptos modificados es heterogénea. 

- Sin perjuicio de ello se pueden afirmar en cuanto a su  pertinencia al género que el 

anteproyecto de forma indirecta generará previsiblemente un impacto positivo en la 

mujer. Sin perjuicio de que las medidas que se adoptan no tienen como objetivo 

principal reducir las desigualdades de género, bien es cierto que muchas de las 

medidas recogidas afectarán positivamente tanto a hombres como a mujeres. De 

forma específica esta situación favorable se refleja en los siguientes preceptos: 

o En materia tributaria se establece una regulación más favorable a 

determinados colectivos que va a suponer un beneficio para el conjunto de 

las familias, y por lo tanto a hombres y mujeres. 

o La eliminación de tasas tendrá efectos idénticos a los antes descritos. 

o En lo que se refiere a las medidas administrativas (Título II): 

 las medidas recogidas en el capítulo I relativas a empleo público 

redundarán en favor tanto de las empleadas como de los empleados 

púbicos. 

 lo mismo se puede predicar de la regulación contenida en materia de 

subvenciones en la sección 2ª del capítulo III del Título II. 

 

4.3.- EVALUACIÓN DEL IMPACTO NORMATIVO E IMPACTO ADMINISTRATIVO. 

La evaluación del impacto normativo prevista en el Decreto 43/2010, de 7 de 

octubre, por el que se aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad 

normativa de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, se entiende 

efectuada en el cuerpo de la presente memoria, en la que se refleja el marco normativo, 
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los motivos de necesidad y oportunidad, sus consecuencias jurídicas y económicas, la 

incidencia desde un punto de vista presupuestario y del impacto de género y un resumen 

de las aportaciones recibidas durante la tramitación. 

Esta ley se ha elaborado de acuerdo con los principios de calidad normativa 

establecidos en el artículo 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los 

Ciudadanos en su relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y 

León y de Gestión Pública y en su normas de desarrollo: “principio de necesidad”, ya 

que se pretende resolver aquellos problemas de gestión detectados por los 

departamentos responsables así como en la medida de lo posible satisfacer las 

necesidades de la ciudadanía, “principio de proporcionalidad”, al haberse optado por 

la solución que cada departamento responsable ha considerado más oportuna para 

conseguir el objetivo perseguido, “principio de transparencia”, con la participación a 

través de los órganos colegiados sectoriales oportunos en la elaboración del texto, 

“principio de coherencia de la nueva regulación con el resto de actuaciones y 

objetivos de las políticas públicas” , “principio de accesibilidad”, buscando en todo 

caso en la redacción de la norma un lenguaje comprensible para los destinatarios y  

finalmente “principio de responsabilidad”, al concretarse en la medida de lo posible 

los órganos responsables de la ejecución y del control de las medidas incluidas en la 

norma y “principio de seguridad jurídica” al quedar la regulación contenida en la ley 

engarzada con el resto del Ordenamiento jurídico, evitando en muchos casos dudas 

interpretativas y precisando conceptos jurídicos con el fin de asegurar una aplicación 

segura de la normativa. 

 

4.4.- INFORMES SOBRE REGÍMENES DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y 

AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS. 

Se modifica la Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Económicas, 

Fiscales y Administrativas, eliminándose de entre los procedimientos administrativos 

en los que el silencio tiene efectos desestimatorios el  referido a la autorización para 

el desempeño de la jornada de trabajo no presencial mediante teletrabajo en la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León, con el objetivo de fomentar esta 
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modalidad de prestación de servicios y considerando que la respuesta a la persona 

trabajadora que solicita el teletrabajo debe ser ágil y garantista. 

 

4.5.- IMPACTO EN LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA. 

El artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección 

jurídica del menor, de modificación del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

establece que “las memorias del análisis de impacto normativo que deben acompañar 

a los anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamentos incluirán el impacto de la 

normativa en la infancia y en la adolescencia”. 

Con fecha 23 de julio se recibe informe al respecto de la Dirección General de 

familias, Infancia y Atención al Ciudadano,  donde se indica: “Respecto al posible 

impacto del Anteproyecto de Ley en la infancia y en la adolescencia (artículo 22 

quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor) 

se informa que no se aprecia impacto.” 

Sin perjuicio de ello  sí se advierte respecto un impacto positivo en cuanto a la 

medida consistente en las nuevas infracciones recogidas en la Ley 14/2002, de 25 de 

julio, de promoción, atención y protección a la infancia en castilla y León. 

 

4.6.- IMPACTO EN LA FAMILIA. 

La disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 

Protección a las Familias Numerosas que establece que "las memorias del análisis de 

impacto normativo que deben acompañar a los anteproyectos de ley y a los proyectos 

de reglamentos incluirán el impacto de la normativa en la familia". 

Con fecha 23 de julio se recibe informe al respecto de la Dirección General de 

familias, Infancia y Atención al Ciudadano,  donde se indica: “de conformidad con lo 

establecido en la Disposición Adicional Décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, 

de Protección a las Familias Numerosas se informa que no tiene incidencia alguna sobre 
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la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas ni 

incidencia diferencial respecto al resto de población”.  

Del mismo modo y teniendo en cuenta su impacto en cualquier tipo de familia 

(no solo numerosa) las medidas recogidas son favorables , sobre todo para las familias 

en el entorno rural respecto a las cuales se recogen medidas fiscales beneficiosas 

 

4.7.- IMPACTO EN LA DISCAPACIDAD. 

El artículo 71 de la Ley 2/2013, de 15 de mayo, de Igualdad de Oportunidades 

para las Personas con Discapacidad dispone que “los anteproyectos de ley, los 

proyectos de disposiciones administrativas de carácter general y los planes que se 

sometan a la aprobación de la Junta de Castilla y León que afecten a las personas con 

discapacidad, deberán incorporar, por la Consejería competente en materia de servicios 

sociales, un informe sobre su impacto”. 

Con fecha 22 de julio se recibe este informe de la Dirección General de personas 

mayores, personas con discapacidad y atención a la dependencia. En dicho informe se  

indica que el anteproyecto “supone un impacto positivo al contemplar deducciones por 

inversión de adaptación a personas con discapacidad de la vivienda habitual.” 

 

4.8.- IMPACTO MEDIOAMBIENTAL. 

De acuerdo con el anexo II del Acuerdo 64/2016, de 13 de octubre, de la Junta 

de Castilla y León, por el que se aprueban medidas en materia de desarrollo sostenible 

en la Comunidad de Castilla y León, hay que indicar que la regulación que hace el 

anteproyecto  al respecto se encuentra en : 

 Las modificaciones a la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León. 

 Las modificaciones a la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León. 
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En relación con el resto del contenido, el anteproyecto tiene una nula influencia 

desde el punto de vista de su impacto medioambiental.  

 

5.- TRAMITACIÓN. 

5.1 CONSULTA PREVIA. 

El anteproyecto de ley de medidas no está sometido al trámite de consulta previa, 

al ser una norma que regula aspectos parciales e instrumentales; medidas algunas de 

ellas de carácter puramente ejecutivo y otras de carácter normativo, que por su 

naturaleza, deben adoptar rango de ley.  

En consecuencia se considera que concurre una de las circunstancias, previstas 

en el artículo 133.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, para prescindir de los trámites de consulta, 

información y audiencia públicas. 

 

5.2- COMUNICACIÓN A LA COMISIÓN DELEGADA PARA ASUNTOS 

ECONÓMICOS: 

El inicio de la tramitación del anteproyecto de ley fue comunicado el 17 de 

junio de 2021 a la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, de acuerdo con el 

artículo 5.1 c) del Decreto 37/2019, de 26 de septiembre, por el que se crea y regula la 

Comisión Delegada para Asuntos Económicos. 

 

5.3- TRAMITES DE GOBIERNO ABIERTO, AUDIENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA. 

El anteproyecto de ley de medidas no está sometido al trámite de participación 

ciudadana en el gobierno abierto.  
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El anteproyecto de ley regula aspectos parciales e instrumentales; medidas 

algunas de ellas de carácter puramente ejecutivo y otras de carácter normativo, que por 

su naturaleza, deben adoptar rango de ley. 

A su vez hay que tener en cuenta que el artículo 17.d) de la Ley 3/2015, de 4 

de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, establece 

que no serán objeto de la participación que se regula en su título III la ley de medidas 

tributarias, financieras y administrativas que acompañen a la ley de presupuestos 

generales de la Comunidad. 

 

5.4.- INFORMES DE CONSEJERÍAS. 

El anteproyecto de ley  se ha sometido al trámite de observaciones previsto 

en el artículo 75.6 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración 

de la Comunidad de Castilla y León. 

 De este modo se solicitaron observaciones el 8 de julio de 2021 tanto al resto 

de las Consejería como a los centros directivos de la Consejería de Economía y 

Hacienda, recibiéndose las siguientes observaciones al respecto: 

OBSERVACIONES DE CENTROS DIRECTIVOS DE LA CONSEJERIA DE ECONOMÍA 

Y HACIENDA: 

- Dirección General de Tributos y Financiación Autonómica: 

o Propone la modificación del artículo 4 del Texto Refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos, en lo referido a las deducciones por nacimiento o 

adopción, al estimar estima oportuno incrementar la deducción por 

nacimiento o adopción de hijos de contribuyentes residentes en municipios 

de menos de 5.000 habitantes, de forma que los importes de esta deducción 

se incrementen en más de un 40% con respecto de la deducción general por 
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nacimiento o adopción, y en más de un 5% con respecto de los importes que 

existen actualmente 

o Propone la modificación del artículo 10.3 c) del Texto Refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos, en lo referido a normas comunes en la aplicación 

de deducciones, como consecuencia de la creación de nuevas ayudas 

públicas por la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades por 

nacimiento o adopción, y por familia numerosa, lo que hace necesario 

modificar el apartado de dicho artículo al objeto de establecer la 

incompatibilidad de las deducciones por nacimiento/adopción y familia 

numerosa con dichas ayudas públicas, siendo la subvención preferente 

sobre sobre la deducción autonómica 

o Propone la modificación del artículo 25.6 del Texto Refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos, en lo referido a  tipos incrementados y reducidos 

en ITP, minorándose un punto más el tipo reducido aplicable a los supuestos 

de adquisición de inmuebles destinados a sede social o centro de trabajo en 

el medio rural, pasando del 3% al 2%. 

o Propone la modificación del artículo 25 del Texto Refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos, incorporando un nuevo apartado 7 referido a tipos 

incrementados y reducidos en ITP, aprobándose un tipo reducido que 

pretende mejorar aún más el régimen fiscal aplicable a la transmisión de las 

explotaciones agrarias, con el objetivo de reforzar la continuidad en el tiempo 

de las actividades agrarias en el medio rural, mejorar el tejido productivo y la 

competitividad en esas zonas, poner en valor que el futuro también está en 

el medio rural y como forma de ayudar a la permanencia de los jóvenes en 

el medio rural y la creación de empleo 

o Propone la incorporación de un nuevo artículo 27 bis al Texto Refundido de 

las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos, por el cual se aprueba una bonificación del 100% 

en el Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
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documentados, modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, aplicable 

al arrendamiento de fincas rústicas en los que el arrendatario sea un 

agricultor profesional, siempre que afecte las fincas arrendadas a una 

explotación agraria prioritaria; persiguiendo así un doble objetivo: en primer 

lugar, como medida de protección al sector agrario en el territorio de la 

Comunidad, y en segundo lugar, para equiparar la tributación de los 

arrendamientos de las fincas rústicas a la del arrendamiento de inmuebles 

urbano. 

o Propone la modificación de la tasa sobre los juegos de suerte, envite y azar 

como consecuencia fiscal de la medida recogida igualmente en esta ley 

relativa a la situación administrativa de baja temporal, por un periodo máximo 

de 12 meses, de la autorización de la explotación para las máquinas tipo “B”, 

haciéndola extensible además, a todos sus tipos, tanto a las máquinas de un 

solo jugador, de dos o más jugadores como a las máquinas que tienen el 

juego alojado en un servidor informático. 

o Propone la supresión de la disposición adicional  del  Texto Refundido de las 

disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de  

Tributos propios y cedidos (abono de deducciones no aplicadas en plazo) , 

ya que establecimiento de un sistema de ayudas directas y anuales, y su 

incompatibilidad con las deducciones autonómicas, hace que el sistema de 

solicitud del abono de las deducciones no aplicadas en el ejercicio en el que 

se genera el derecho ni en los tres ejercicios siguientes, deje de tener 

sentido, por lo que se procede a su supresión. 

o Propone la incorporación de una nueva disposición transitoria al Texto 

Refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León 

en materia de  Tributos propios y cedidos, que se refiere al abono de 

deducciones no aplicadas en plazo, de forma que se prevé un régimen 

transitorio para aquellos contribuyentes que generen el derecho en el 

ejercicio 2021, así como para aquellos que lo generaron en alguno de los 

tres ejercicios anteriores, para que puedan seguir aplicándolo y, en su caso 

(cuando no hubieran podido aplicarlo por insuficiencia de cuota) solicitar el 
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abono vía subvención, tal y como venía regulándose en la actualidad 

(modelo S08). 

 

TODAS LAS PROPUESTAS SON ACEPTADAS E INCORPORADAS  AL 

ANTEPROYECTO. 

  

 

A mayores en esta fase,  la Dirección General de Tributos y Financiación Autonómica  

aporta la Memoria relativa a las medidas tributarias contenidas en el anteproyecto. 

 

- Intervención General: 

o Propone la modificación de la letra b) del artículo 90 de la Ley 2/2006 de 3 

de mayo, en el sentido de ampliar el plazo de reconocimiento de obligaciones 

hasta el 20 de enero del año siguiente  siempre y cuando se trate de gastos 

realizados y devengados en el ejercicio presupuestario correspondiente.  

 

PROPUESTA ACEPTADA E INCORPORADA COMO SECCION CUARTA 

DEL CAPÍTULO III DEL TÍTULO II. 

 

- Secretaría General. 

o Se incorporan por parte del órgano impulsor del anteproyecto de ley, por 

cuestiones de oportunidad en aras de una mayor eficacia administrativa,  los 

artículos 10 (Programas, planes y directrices a empresas y fundaciones 

públicas) y 19 (Modificación,  en materia de afectación, desafectación, 

adscripción y desadscripción, de la Ley 11/2006, de 26 de octubre, del 

patrimonio de la Comunidad de Castilla y León). 

 

OBSERVACIONES DE OTRAS CONSEJERÍAS: 

- Consejería de la Presidencia: 
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o En relación a la modificación de la Ley 7/2005, 24 de mayo, de la Función 

Pública de Castilla y León: 

 1º Se solicita suprimir: 

 El apartado 1, relativo a la modificación del apartado 4 del 

artículo 32. 

 El apartado 2, relativo a la modificación del artículo 43. 

 El apartado 3, que incorporaba una disposición adicional 

decimoctava relativa al proceso extraordinario de 

estabilización de personal temporal. 

 2º Se solicita incorporar una nueva modificación normativa, que 

obedece al siguiente tenor: Añadir una nueva Disposición Adicional a 

la Ley 7/2005, 24 de mayo, de Función Pública de Castilla y León con 

la siguiente redacción: “El nombramiento de personal interino, con 

carácter temporal, para la ejecución de programas de carácter 

temporal, no podrá tener una duración superior a cuatro años.” 

o Se mantiene la propuesta recogida en el Artículo 3.- Modificación de la Ley 

14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Económicas, Fiscales y 

Administrativas. No obstante, por razones de claridad y simplicidad, no se 

considera adecuado reproducir todo el anexo, pues bastaría con establecer 

lo siguiente: Suprimir de los procedimientos previstos en el apartado 2 A del 

Anexo de la Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de Medidas Económicas, 

Fiscales y Administrativas el siguiente: “La autorización para el desempeño 

de la jornada de trabajo no presencial mediante teletrabajo en la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León”. 

o Se solicita que  se incorpore al texto definitivo la modificación del Punto 3 del 

artículo 7 de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, de Medidas Tributarias y 

de Financiación de las Entidades Locales vinculada a ingresos impositivos 

de la Comunidad de Castilla y León, que queda con la siguiente redacción: 

“Artículo 7 La participación en el Fondo. 3. Las transferencias de estos fondos 

se librarán de una vez en el primer cuatrimestre del año.” 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

50 

 

o Solicita modificar, con objetivo de clarificar el artículo relativo a la 

liberalización de las máquinas de juego tipo “B”. 

o Por última en la ficha que se adjunta de la Dirección General de Relaciones 

Institucionales se considera oportuno recoger la derogación del punto 2.º, del 

apartado 7, del artículo 30 de Texto refundido de las disposiciones legales 

de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, 

aprobado por Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre. 

TODAS LAS OBSERVACIONES PLANTEADAS POR LA CONSEJERÍA DE LA 

PRESIDENCIA SON INCORPORADAS AL TEXTO SALVO LA ÚLTIMA AL 

OPTAR POR LA NO DEROGACION  DEL PUNTO 2.º, DEL APARTADO 7, DEL 

ARTÍCULO 30 DE TEXTO REFUNDIDO SINO POR UNA NUEVA REDACCIÓN 

 

- Consejería de Transparencia, Ordenación del territorio y Acción Exterior. 

o Plantea observaciones de forma. 

TODAS LAS OBSERVACIONES  DE LA CONSEJERÍA DE TRANSPARENCIA, 

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y ACCIÓN EXTERIOR SON RECOGIDAS 

EN EL TEXTO DEL ANTEPROYECTO SALVO LA RELATIVA  AL USO DEL 

ENTRECOMILLADO Y LA CURSIVA PARA DIFERENCIAR 

TIPOGRÁFICAMENTE LOS NUEVOS TEXTOS DE REGULACIÓN RESPECTO 

DEL TEXTO MARCO, Y LA OMISIÓN DE UN SANGRADO ESPECIAL. EL 

MOTIVO ES POR CONSIDERAR QUE SE HA DE DEJAR CLARAMENTE 

DIFERENCIADO, CON EL USO DE LA CURSIVA, AMBOS TIPOS DE TEXTOS. 

o A mayores,  la Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno ha 

remitido informe relativo a la memoria del anteproyecto de ley de medidas 

tributarias y administrativas. En dicho informe , recibido el 27 de julio se 

indica: 
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 “Las leyes de medidas financieras (tributarias en este caso) 

constituyen un tipo especial de ley debido a su unión umbilical con la 

ley de presupuestos a la que acompañan y su función es 

complementaria de ella, este carácter especial es el que las exime de 

la tramitación y requisitos que se imponen a toda iniciativa legislativa 

ordinaria, sin embargo cuando su contenido va más allá de lo 

meramente tributario, como es el caso que nos ocupa, deberían 

ajustarse en la parte que exceda a los requisitos legales de 

tramitación de los anteproyectos de ley ordinarios…… “ “En su 

primera parte describe medidas tributarias y está por tanto excluida 

de la evaluación de impacto normativo y de la elaboración del 

consiguiente informe sobre su memoria por nuestra parte, en la 

segunda, contiene medidas administrativas respecto de las que, 

como ya hemos anticipado,  la memoria debería reflejar los requisitos 

y condiciones que se deben cumplir en cualquier anteproyecto de ley 

ordinario”. 

Al respecto de lo indicado el citado informe, arriba parcialmente 

reproducido, se emite en a base a una peculiar interpretación de la 

norma respecto a  la necesidad del citado informe respecto  a una 

parte de la ley de medidas pudiéndose establecer, según el informe, 

unas exigencias de tramitación diferentes a cada parte de la ley. 

Por parte del órgano impulsor del anteproyecto sin embargo se 

considera que una ley de acompañamiento en cuanto a su  

tramitación,  no puede ser objeto de una división artificial, exigiéndose 

para determinados preceptos una tramitación y para otros otra 

tramitación diferente. De hecho, a título de ejemplo y en aras de 

apoyar esta afirmación podemos acudir a lo que se indica en el 

artículo 17.d) de la propia Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 

Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, el cual 

establece que no serán objeto de la participación que se regula en su 

título III,  la ley de medidas tributarias, financieras y administrativas 

que acompañen a la ley de presupuestos generales de la Comunidad, 
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no estableciendo en ese precepto, como no puede ser de otro modo, 

unos requisitos diferentes en función de qué parte del contenido de 

la ley se trate. 

 Sin perjuicio del criterio manifestado anteriormente, en la presente 

memoria se ha realizado un trabajo concienzudo a los efectos de que 

la misma contengan gran parte del contenido indicado en el informe 

emitido por la Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno: 

 El informe indica que “ la memoria que acompaña al 

anteproyecto de ley de medidas tributarias y administrativas 

en lo que se refiere a las medidas administrativas y de 

acuerdo con la normativa aplicable debería contener: el marco 

normativo en el que pretende incorporarse, la motivación 

sobre su necesidad y oportunidad, un estudio económico con 

referencia al coste al que dará lugar, en su caso, así como a 

su financiación, un resumen de las principales aportaciones 

recibidas durante la tramitación y cualquier otro aspecto que 

exija una norma con rango de ley o que se determine 

reglamentariamente y siendo esta memoria sobre la que se 

elabora  nuestro informe preceptivo”. 

Pues bien, en la memoria se incluye el citado contenido , 

exponiéndose además la necesidad oportunidad no solo de 

las medidas administrativas sino también de las tributarias, al 

considerar , como se ha indicado antes, que una ley es una 

texto único respecto del cual no caben divisiones a los efectos 

de aplicar unas exigencias de tramitación distintas en cada 

caso. 

 El informe indica que “La memoria de tramitación del 

anteproyecto de Ley que nos ocupa, se limita a desarrollar en 

mayor o menor medida el contenido de la ley sin realizar, un 

estudio de los distintos principios a cumplir: principios de 

necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica (este 
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de especial importancia en anteproyectos como el que nos 

ocupa que por su variado contenido exceden de los que son 

estrictamente medidas tributarias), transparencia, y eficiencia 

además de los de accesibilidad, coherencia y 

responsabilidad).”. 

A este respecto conviene decir que en la exposición de 

motivos del anteproyecto en la versión remitida a las 

Consejerías  ya se indicaba el cumplimiento de estos 

principios y porque se considera que los mismos se cumplían. 

No obstante dada la importancia que el centro directivo 

informante manifiesta al respecto,  en la presente memoria en 

su última versión  se vuelve a indicar y se añade el 

cumplimiento del principio de seguridad y el por qué se 

considera cumplido éste y el resto de principios. 

 El informe indica que “Tampoco profundiza en las diferentes 

evaluaciones de impacto que resultan preceptivas, especialmente 

relevantes en materia de impactos económico y presupuestos, 

impacto administrativo o el sentido del silencio. Tampoco se describe 

el impacto en algún ODS que tras la asunción de los compromisos de 

la Agenda 2030 es de obligatoria reflexión. 

Por lo que se refiere a la evaluación del impacto económico y 

presupuestario exigible por el artículo 75 de la Ley 3/2001 de 3 de 

julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla 

y León y debemos señalar que no resulta completo en la memoria 

analizada ni en la parte del coste económico que la sociedad va a 

soportar como consecuencia de las nuevas exigencias normativas ni 

en la parte presupuestaria tanto de esta Administración como de las 

Entidades Locales. Esta cuestión es especialmente relevante en 

materias como juego o montes que regula el anteproyecto de ley 

entre las medidas administrativas. 

Otro tanto sucede con la evaluación impacto administrativo de los 

nuevos procedimientos o de los procedimientos modificados y sería 
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positivo descender a la unidad que lo regula, las previsiones de 

expedientes/año, y los recursos humanos previsibles con los que se 

cuenta. 

Igualmente, en relación con la reducción de cargas administrativas y 

simplificación de procedimientos, el anteproyecto regula 

determinados regímenes de intervención (por ejemplo, en materia de 

juego y montes) que deberían encontrarse en consonancia con los 

principios de necesidad y de proporcionalidad.”. 

A este respecto procede indicar, sin perjuicio de que, como ya se ha 

indicado, se considera que el informe objeto de contestación, no 

procede en absoluto al tratarse de una ley de acompañamiento de 

presupuestos que todos los impactos a los que se refiere el informe 

sí que son objeto de análisis en la presente memoria: 

En materia de impacto económico la memoria se acompaña de la 

memoria de la Dirección General de Tributos en la que se analiza 

como afecta en cuanto a los ingresos de la Comunidad las 

medidas tributarias incorporadas en el anteproyecto. Bien es 

cierto que se trata de medidas tributarias, respecto de las cuales 

según el informe analizado no procedería justificación alguna, si 

bien, por las razones ya indicadas antes,  se ha considerado 

oportuno realizar un análisis de todas las medidas previstas en el 

anteproyecto con independencia del contenido de las mismas. 

Respecto al resto de medidas, éstas no suponen un coste a 

mayores, tal y como se indica en la propia Memoria. Ello sin 

perjuicio de esta cuestión  será analizada con mayor fundamento 

por la Dirección General de Presupuestos y Estadística de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 

de mayo. 

 

En materia de impacto administrativo o sentido del silencio, en la 

memoria sí se indica cuáles son las medidas que en materia de 

silencio, concretamente en el artículo 3 del anteproyecto,  se 
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incorporan y en todo caso  no se recogen supuestos de silencio 

negativo sino que al contrario se prevén dos supuestos en los que  

hasta ahora el silencio era negativo y ahora pasa a ser positivo 

 

En cuanto a la simplificación de procedimientos, tampoco se crea 

como tales procedimientos nuevos. Es más se simplifican algunos 

de los ya existentes y se clarifican varios en aras de garantizar 

una mejor regulación de los mismos; especialmente en la sección 

del capítulo III del título II, dedicada a procedimientos 

administrativos  

Únicamente se puede considerar que se establecen  requisitos 

nuevos o una carga nueva para los administrados en el artículo 

en 22 de la ley, incorporado a instancia  de la Consejería de 

Transparencia, Ordenación del Territorio y Acción Exterior 

(Modificación de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación 

al Desarrollo) al exigirse en lo relativo al Registro de Agentes de 

Cooperación para el Desarrollo, una  mayor profesionalidad 

posible de los inscritos, para lo cual se precisan y acotan las 

condiciones de inscripción de las entidades en el Registro, de 

manera que se garantice una implantación y un compromiso con 

el territorio de nuestra Comunidad. En este sentido se ha 

reproducido la motivación dada por la propia Consejería 

proponente considerándose la misma suficiente. 

 

Por último en cuanto al impacto respecto a los ODS previsto en la 

Agenda 2030, efectivamente no se analizó el  mismo al considerar 

que no existía precepto legal que lo exigiera. Sin perjuicio de ello 

se considera que el texto del anteproyecto no tiene impacto directo 

en ninguno de los 17 ODS existentes. De forma indirecta algunas 

de las medidas, concretamente las relativa al empleo público y  las 

relativa a montes y ruidos, si inciden indirectamente en los ODS 

“igualdad de género” y “vida de ecosistemas terrestres”. 
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- Consejería de Empleo e Industria: 

o Se propone la eliminación transitoria de la Tasa por expedición de 

certificados de profesionalidad, acreditaciones parciales acumulables y 

expedición de duplicados (Cod. 307.2), Capítulo XLII, prevista en la Ley 

12/2001, de 20 de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad 

de Castilla y León, recuperándola cuando finalice la financiación prevista 

para los procedimientos para la evaluación y acreditación de las 

competencias profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o 

de vías no formales de formación. Para ello, se propone modificar la 

disposición derogatoria del Proyecto de Ley de Medidas Tributarias y 

Administrativas. 

OBSERVACIÓN NO ATENDIDA POR NO SER INFORMADA 

FAVORABLEMENTE DE FORMA EXPRESA POR LA DIRECCIÓN GENERAL 

DE TRIBUTOS 

 

- Consejería de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural: 

o Propone la exencionen para 2022 de la cuota tributaria de la tasa por 

prestación de servicios veterinarios. 

OBSERVACIÓN NO ATENDIDA POR NO SER INFORMADA 

FAVORABLEMENTE DE FORMA EXPRESA POR LA DIRECCIÓN GENERAL 

DE TRIBUTOS 

 

- Consejería de Fomento y Medio Ambiente: 

o Se propone la modificación del artículo 2 apartado 1 de la Ley 12/2006, de 

26 de octubre, de creación de la empresa pública «Sociedad Pública de 

Medio Ambiente de Castilla y León», teniendo en cuenta el proceso de 

transición energética actual derivado del cierre de explotaciones mineras y 
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de centrales térmicas, lo que implica acciones de recuperación 

medioambiental de los espacios degradados por actividades extractivas, que 

puede conllevar el aprovechamiento de yacimientos de origen natural y no 

natural (escombreras) como fuente de dinamización de los territorios 

afectados dentro del marco de la estrategia de economía circular. 

o Se propone la modificación del artículo 24 de  la Ley 7/2006, de 2 de octubre, 

de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de 

Castilla y León, con el fin de adecuar la Ley 7/2006 al marco normativo en 

materia de ruido, sustituyendo la redacción vigente por una referencia 

genérica en el límite máximo de decibelios según la normativa en materia de 

ruido que resulte de aplicación. La finalidad es dotar de claridad y coherencia 

el régimen de los espectáculos públicos y actividades recreativas con el 

régimen normativo en materia de ruido. 

o Se propone la modificación de la disposición transitoria tercera de la Ley 

7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración 

y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en 

materia de urbanismo, dado que la limitación a ocho años para la aprobación 

de la ordenación detallada de los terrenos clasificados como suelo 

urbanizable, respecto a los terrenos clasificados como suelo urbanizable 

delimitado, se ciña únicamente a los suelos urbanizables delimitados 

residenciales.  Esta modificación se considera necesaria como apoyo a la 

dinamización de la actividad económica ante la perspectiva de un periodo de 

recuperación en el corto y medio plazo, y ello porque de no acomodar dicha 

disposición supondría que en breve un número importante de suelos 

urbanizables pasarían a ser suelos rústicos lo que afectaría al desarrollo e 

implantación de actividades productivas o dotacionales. 

o Se propone añadir en la exposición de motivos en relación a la modificación 

del artículo 20 de la Ley 71999, de 8 de abril la concreción “limitando la 

exigencia de convenio urbanístico con los residentes a los supuestos de 

demolición o sustitución  de viviendas” 
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o Proponen en lo referente a la modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, 

que se indiquen correctamente las formulas en materia de ruido y que se 

utilice siempre la misma forma al referirse a los Anexos. 

o Proponen matizaciones en relación a la modificación planteada respecto al 

artículo 69, 124 y disposición adicional primera de la Ley 3/2009, de 6 de 

abril. 

o Por último pone de manifiesto la existencia de erratas al referirse a la Ley 

3/2009, de 6 de abril. 

TODAS LAS OBSERVACIONES PLANTEADAS POR LA CONSEJERÍA DE 

FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE SON INCORPORADAS AL TEXTO DEL 

ANTEPROYECTO 

 

- Consejería de Sanidad 

o No plantea observaciones 

 

- Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 

o Se propone la modificación parcial de la regulación en materia de 

infracciones prevista en la Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, 

atención y protección a la infancia en Castilla y León, para así dar 

cumplimento a su vez a lo recogido en el artículo 59.3 de la Ley Orgánica 

8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia 

frente a la violencia, el cual establece que las comunidades autónomas 

establecerán mediante norma con rango de ley el régimen sancionador 

correspondiente al incumplimiento de las obligaciones establecidas en el 

artículo 57.1. 

o Se propone la modificación de la Ley 14/2001, de 28 de diciembre, de 

Medidas Económicas, Fiscales y Administrativas, eliminándose de entre los 

procedimientos administrativos en los que el silencio tiene efectos 

desestimatorios  el referido a la asimilación a efectos de provisión de puestos 

de trabajo a los Cuerpos o Escalas en los que se ordena la Función Pública 
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de Castilla y León, dado que el Decreto 35/2018, de 13 de septiembre, 

derogó la Disposición Adicional Tercera del Decreto 285/1994, de 23 de 

diciembre, que contemplaba dicha asimilación 

o Se propone la modificación del art 23 de  la Ley 7/2005, 24 de mayo, de la 

Función Pública de Castilla y León, en lo relativo a los supuestos en los que 

el requisito de figurar en las relaciones de puestos de trabajo no será preciso, 

con el objetivo de incluir a mayores al personal funcionario en la realización 

de tareas de carácter no permanente, dada la posibilidad de ser nombrado 

fuera de las relaciones de puestos de trabajo que se recoge en el artículo 10 

del Estatuto Básico de Empleado Público,  si bien su nombramiento parece 

prohibirse sin embargo en la Ley 7/2005, de 24 de mayo. 

o Propone la supresión de la modificación de la Ley 5/2008, de 25 de 

septiembre, de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León, a los 

efectos de adaptarla a lo dispuesto en la normativa estatal básica, en cuanto 

a la posibilidad de que as Fundaciones públicas puedan conceder 

subvenciones y no concedan ya entregas dinerarias sin contraprestación. 

o Por último remiten informe sobre el impacto de discapacidad y el impacto de 

género. 

TODAS LAS OBSERVACIONES PLANTEADAS POR LA CONSEJERÍA DE 

FAMILIA E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES SON INCORPORADAS AL 

TEXTO SALVO LA REFERIDA A LA POSIBILIDAD DE CONCEDER 

SUBVENCIONES POR LAS FUNDACIONES PÚBLICAS POR CONSIDERAR 

QUE EL QUE ÉSTAS PUEDAN YA CONCEDER SUBVENCIONES Y NO 

ENTREGAS SIN CONTRAPRESTACIÓN NO PERJUDICA A LAS 

FUNDACIONES. 

 

- Consejería de Educación 

o No plantea observaciones 
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- Consejería de Cultura y Turismo. 

o No plantea observaciones 

 

5.5.- INFORME DE PRESUPUESTOS.  

El artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector 

Público de la Comunidad de Castilla y León, dispone que la tramitación por la 

Administración de la Comunidad, entre otros, de anteproyectos de ley requerirá la 

elaboración de un estudio sobre su repercusión y efectos en los presupuestos generales 

de la Comunidad y de las previsiones de financiación y gastos que se estimen 

necesarios, que se someterá al informe de la consejería competente en materia de 

hacienda. 

En cumplimiento de tal precepto se ha sometido el anteproyecto de ley junto a la 

memoria y a la memoria tributaria al informe de órgano competente en materia de 

presupuestos. Con fecha 23 de agosto se ha emitido el citado informe el cual dispone 

lo siguiente: “…esta Dirección General considera que el impacto derivado de las 

medidas tributarias y de modificaciones del marco regulatorio administrativo previstas 

en el anteproyecto de ley, ya han sido consideradas en la elaboración de los estados de 

ingresos y gastos del proyecto de ley presupuestaria para 2022; en particular, las 

variaciones en los beneficios fiscales de determinadas figuras impositivas, vinculadas 

en su mayoría a la revitalización de la actividad económica en el mundo rural, las 

modificaciones en algunas tasas, y las reorganizaciones y revisión de funciones de 

algunas entidades del sector público institucional autonómico.” 

 

5.6.- INFORME DE LOS SERVICIOS JURÍDICOS. 

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 75 de la Ley 3/2001, de 3 de 

julio, el anteproyecto de ley se ha sometido a informe de los servicios jurídicos. 
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Tal informe se solicitó el 11 de agosto y se emitió el 31 de agosto 

 

En el informe jurídico se realizan las siguientes consideraciones: 

 

-  En relación al artículo 1.9 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: 

“Habrá de tenerse en cuenta sobre la disposición transitoria que se incorpora al Texto 

Refundido en cuestión, relativa al abono de deducciones autonómicas de la Comunidad 

de Castilla y León generadas en el IRPF y no aplicadas, lo siguiente 

1.- Debería el apartado 1 cambiar la referencia al “ejercicio 2021” por la 

referencia al “periodo impositivo 2021”, para evitar confusiones sobre si es periodo 

impositivo o año de presentación de la declaración. De igual forma, debería especificar 

qué es el “importe generado”, y que podría subsanarse añadiendo “por las 

correspondientes deducciones”, a fin de resultar un literal más claro. 

2.- La disposición carece de reglas para aplicar estas deducciones de modo 

diferido, es decir, no aparece condicionamiento alguno sobre si la aplicación ha de 

hacerse en la primera anualidad en que exista cuota íntegra suficiente o, a voluntad del 

contribuyente, se puede elegir la anualidad para aplicarla entre las varias previstas, 

siempre que exista en ellas esta suficiente cuota íntegra. 

3.- Finalmente, el apartado 3 de la disposición transitoria prevé que pueda 

pedirse un abono de la cantidad que reste de aplicar según los párrafos anteriores. Si 

bien es cierto que la disposición adicional única del Decreto Legislativo, que ahora 

asimismo se suprime en la derogatoria de este anteproyecto, habla del “abono de la 

cantidad que reste por aplicar”, de esto resulta, no una deducción tributaria en el sentido 

antes expresado, sino el otorgamiento de una subvención o ayuda por esas cantidades, 

quedando en la mayor indeterminación el precepto al no calificar la actuación como tal, 

ni contemplar ni quien ni cómo ha de instrumentarse su concesión”. 
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ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA PARCIALMENTE:  

Por un lado en relación a la primera de las observaciones se modifica la 

referencia a “ejercicios” y se sustituye por la de “periodos impositivos”. Del mismo modo 

se concreta que el “importe generado” se refiere a las “citadas deducciones”. 

En relación a la observación segunda, respecto a la falta de concreción de en 

qué anualidad se aplica la deducción, si en la primera que exista cuota suficiente ó se 

deja a voluntad del contribuyente, conviene indicar que tampoco existía en la 

Disposición Adicional a la que sustituye la propuesta Disposición Transitoria, por lo que 

si ahora se concreta esta cuestión se podrían alterar las reglas por las que se venían 

rigiendo los contribuyentes que hubieran generado el derecho a la deducción en los 

ejercicios 2.018, 2019 y 2.020. Se considera por ello más adecuado no hacer ninguna 

modificación al respecto y mantener la redacción. 

En relaciona la tercera observación, relativa a la falta de calificación del derecho 

al abono de las cantidades que resten por aplicar, la Disposición Transitoria propuesta 

no ha alterado su naturaleza, siendo la misma que la establecida en  la Disposición 

Adicional que se suprime   por la derogatoria del anteproyecto de esta ley, por lo que se 

considera no se debe hacer ninguna modificación al respecto. 

En relación a la instrumentación de la concesión, el procedimiento se establece 

en virtud de la habilitación conferida al Consejero en la Disposición Final Tercera 3, 

apartado 8, que deja de tener sentido porque hace referencia a la Disposición Adicional 

que ahora se deroga, por lo que se propone modificar este apartado para que se 

refiera  a la Disposición Transitoria que se introduce en el anteproyecto de la Ley de 

Medidas. Posteriormente se modificaría, en su caso, la Orden vigente del Consejero que 

regula el procedimiento de abono, para adaptarla a los cambios introducidos.  

 

- En relación al artículo 4 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “… el 

anteproyecto sólo podría establecer la prohibición de portar armas de fuego para todos 

los “agentes” de policía local que realicen las funciones relacionadas en dicho artículo 
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28 bis 5), sin hacer distinción por su condición de funcionario de carrera o interino. En 

caso de mantenerse la regulación como se propone, se daría la circunstancia de que 

los agentes de policía local que hubiesen accedido por un sistema ordinario de provisión 

de puestos y se limitasen a realizar las funciones relacionadas en dicho apartado, sí 

deberían portar armas de fuego, y sin embargo los internos no, realizando las mismas 

funciones. Esto es, la norma puede establecer particularidades por las propias funciones 

a realizar, pero no por la forma de acceso o nombramiento del personal que las haya de 

llevar a cabo” 

ESTA OBSERVACIÓN  ES ATENDIDA EN SU INTEGRIDAD: se elimina en su 

totalidad el artículo 4 del anteproyecto y no solo el aparatado 5 de tal artículo que fue 

objeto de la observación por el informe jurídico. 

 

- En relación al artículo 7.3 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente:”… 

no puede obviarse que la situación administrativa de servicios especiales solamente 

cabe en los supuestos que recoge el artículo 87 del Texto Refundido de la Ley del 

Estatuto Básico del Empleado Público aprobado mediante Real Decreto Legislativo 

5/2015, de 30 de octubre y 90 de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública 

de Castilla y León” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se elimina del 

anteproyecto el apartado 3 del artículo 7 que establecía un régimen especial para los 

funcionarios que al ser contratados por el EREN pasasen a situación administrativa de 

servicios especiales. 

 

- En relación al artículo 7.3 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: ”El 

artículo 9 contiene una modificación de la Ley 19/2010, de 22 de diciembre, de Medidas 

Financieras y de creación del Ente Público Agencia de Innovación y Financiación 
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Empresarial de Castilla y León, para incorporar un nuevo artículo, el 38 bis, relativo a 

las denominadas unidades Superiores de Gestión. 

Sobre esto ha de indicarse que tales unidades no son órganos rectores del organismo 

de los previstos en el artículo 38 de su Ley de creación. Por lo tanto, carente la 

regulación legal de previsiones acerca de órganos que no son rectores, el adecuado 

encaje de esta previsión debe ser la norma reglamentaria sobre organización y 

funcionamiento de la entidad (estructura organizativa), y no un texto con rango de ley”. 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se elimina el artículo 

9 del anteproyecto, y su contenido se incluirá en una futura modificación del Reglamento 

del ICE 

 

- En relación al artículo 16.2 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “En 

la modificación del artículo 39.1 de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones 

de Castilla y León se ha de tener en cuenta que en los  generales términos del actual 

tenor del precepto ya podrían entenderse incluidas las posibilidades que ahora pretende 

la modificación, salvo que lo que se quiera es incluir otro tipo de “crisis” diferentes a la 

humanitaria y de emergencia, resultando, en este caso, este término “crisis” un concepto 

jurídico indeterminado del cual debe huir la regulación normativa. Del mismo modo 

parece sobrar la referencia a las modalidades de cooperación al desarrollo previstas en 

el artículo 11 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, puesto, que, a los efectos de esa Ley, 

tales modalidades son la únicas que permiten sostener que un tipo de actividad se 

encuadra dentro de una política de cooperación al desarrollo.” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA PARCIALMENTE: se elimina la 

referencia a “cualquier otra” (crisis) para evitar usar el concepto de crisis como un 

concepto indeterminado. Lo que se hace es extender el régimen previsto  para las 

subvenciones dirigidas a crisis humanitarias y de emergencia, a todas la subvenciones 

que financien cualquier intervención en el marco de las modalidades de cooperación 

internacional del artículo 11 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre. 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

65 

 

 

- En relación al artículo 18 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “…el 

articulo 18 contiene una modificación de la Ley 2/2006, de 3 de mayo de la Hacienda y 

del Sector Público de la Comunidad para determinar la imputación al ejercicio 

presupuestario de las obligaciones económicas reconocidas hasta el 20 de enero del 

ejercicio siguiente. 

Respecto de esto puede indicarse que, de un lado, esta modificación resulta 

concorde con lo dispuesto en la Orden EYH/343/2018, de 4 de abril, por la que se 

aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Comunidad de Castilla y León, 

la cual prevé que las transacciones y otros hechos económicos deberán reconocerse en 

función de la corriente real de bienes y servicios que los mismos representan, y no en 

el momento en que se produzca la corriente monetaria o financiera derivada de aquellos, 

previendo además que las obligaciones presupuestarias derivadas de adquisición, 

obras, servicios, prestaciones o gastos en general se imputaran al presupuesto del 

ejercicio en que estos se realicen y con cargo a los respectivos créditos. 

Así lo entienden también otros ordenamientos autonómicos; valga por todos el 

artículo 37 de la Ley 11/2006, de 11 de diciembre, de la Hacienda Pública Canaria. 

No obstante lo anterior, la postura de entender que con posteridad al 31 de 

diciembre no cabe ningún acuerdo de autorización y compromiso de gasto ni 

reconocimiento de obligaciones puede resultar fundada en el hecho de que la liquidación 

del presupuesto se produce el 31 de diciembre, a tenor de lo que dispone el artículo 165 

de la Ley de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad, y es en esta liquidación 

donde ha de ponerse de manifiesto no solamente el estado de ejecución de los 

presupuestos sino los derechos pendientes de cobro y las obligaciones pendientes de 

pago. 

En el ámbito estatal, el hoy derogado Texto Refundido de la Ley General 

Presupuestaria de 1988 permitió, durante algún tiempo, que se pudieran reconocer 

obligaciones hasta el fin del mes de enero siguiente. No obstante, la Ley 53/2002, de 30 

de diciembre, de medidas fiscales administrativas y de orden social, modificó la norma 

presupuestaria para establecer que las obligaciones reconocidas deben serlo hasta el 

fin del mes de diciembre. De igual modo, derogado el Texto Refundido de la Ley General 
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Presupuestaria de 1988 por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 

Presupuestaria, ésta ya no contempla dicha posibilidad”. 

RESPECTO A ESTAS CONSIDERACIONES, TRAS SU ANÁLISIS, SE OPTA 

POR MANTENER LA REDACCIÓN ORIGINARIA DEL ARTÍCULO 18: 

independientemente de su implantación en la legislación estatal procede insistir en las 

ventajas y en la coherencia de la propuesta de modificación presentada. Hay que 

recordar que esta previsión tal como recuerda el informe jurídico está recogida en la 

normativa de varias Comunidades Autónomas. 

Cabe recordar que según el artículo 10 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 

Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, las entidades 

integrantes del sector público de la Comunidad están sometidas al régimen de 

contabilidad tanto para reflejar toda clase de operaciones, costes y resultados de su 

actividad, como para facilitar información económica en general que sea necesaria para 

el desarrollo de sus funciones. 

Desde esta perspectiva el régimen de contabilidad se establece a través de la 

ORDEN EYH/434/2018, de 4 de abril, por la que se aprueba el Plan General de 

Contabilidad Pública de la Comunidad de Castilla y León y consagra, en su marco 

conceptual el principio de imagen fiel que debe proporcionar la información contable y 

el principio de devengo, según el cual las transacciones y otros hechos económicos 

deberán reconocerse en función de la corriente real de bienes y servicios que los 

mismos representan, y no en el momento en que se produzca la corriente monetaria o 

financiera derivada de aquéllos.   

El cumplimiento de estos principios requiere el desarrollo de distintas 

actuaciones de carácter tecnológico y contable que se deben realizar al cierre de la 

contabilidad de cada ejercicio, precisando una modificación del plazo que permita que 

en el ejercicio presupuestario se puedan imputar obligaciones económicas reconocidas 

hasta el 20 de enero del ejercicio siguiente. 
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Este nuevo plazo se considera que no contraviene de ninguna manera el artículo 

165 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 

Comunidad de Castilla y León, el cual establece: 

“1. Los presupuestos de la Administración General de la Comunidad, de sus 

organismos autónomos, entes públicos de derecho privado y de aquellas otras 

entidades con presupuesto limitativo se liquidarán, en cuanto a la recaudación de 

derechos y al pago de obligaciones, el 31 de diciembre del año natural correspondiente.” 

Como se puede observar liquidación del presupuesto contiene exclusivamente 

pagos satisfechos hasta el 31 de diciembre del año natural correspondiente. Esto ha 

sido así en el pasado y lo sería en un futuro. De hecho en la actualidad hay obligaciones 

reconocidas hasta 31 de Diciembre que son pagadas en el ejercicio siguiente. Por eso 

el apartado 2 del citado artículo 165 establece en su punto 2 lo siguiente: 

“2. La liquidación de los presupuestos pondrá de manifiesto: 

a) El estado de ejecución de los mismos. 

b) Los derechos pendientes de cobro y las obligaciones pendientes de pago. 

c) El resultado presupuestario del ejercicio.” 

La modificación pues del artículo 90, letra b) de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 

la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, no afecta en nada 

a la vigencia del artículo 165 y permitirá poner de manifiesto, con mayor rigurosidad, la 

ejecución del presupuesto, las obligaciones pendientes de pago y el resultado 

presupuestario del ejercicio corriente, según los principios contables antes apuntados. 

A su vez teniendo en cuenta lo indicado por los servicios jurídicos se ha 

analizado en qué medida la modificación del art artículo 90, letra b) de la Ley 2/2006, de 

3 de mayo, afecta a otros preceptos de la propia ley 2/2006. En este sentido se advierte 

la necesidad de modificar el artículo 121 de la ley, referido a la anulación de créditos en 

aras de evitar contradicciones con la nueva redacción del artículo 90. Por este motivo 
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se modifica el nombre de la sección, pasando a llamarse “del reconocimiento de 

obligaciones y anulación de créditos”. Este cambio se introduce a raíz de la 

consideración de los servicios jurídicos y tras un nuevo y profundo análisis de lo que 

supone la modificación del régimen de reconocimiento de obligaciones,  introduciéndose 

este cambio con posterioridad a la emisión del informe del CES e inmediatamente antes 

de la solicitud de informe al Consejo Consultivo. 

 

- En relación al artículo 18 del anteproyecto (liberalización del mercado de máquinas de 

juego tipo “B”,  el informe jurídico indica lo siguiente: “…no procede la aprobación de 

una previsión de esta naturaleza del apartado 1, dando por finalizada la contingentación 

de máquinas de juego de tipo B, en una norma con rango legal, sino que precisa su 

previsión en una norma reglamentaria, con su correspondiente tramitación, como de 

forma expresa se contempla en el Decreto 19/2006. 

 Además, los apartados 2 y 3 establecen normas de derecho sustantivo en 

materia de juego de carácter permanente, sobre la baja temporal administrativa de 

máquinas de juego de tipo B, su duración y consecuencias, así como la forma de 

gestionarse, en un artículo del anteproyecto que no se inserta dentro del contenido de 

la Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León 

que disciplina esta materia.” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA: se encaja dentro del cuerpo normativo 

que constituye la ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del juego y de las apuestas de 

Castilla y León, recogiéndose como disposición adicional sexta dentro de la misma. Se 

entiende a su vez que no existe impedimento para que la previsión referida a la 

liberalización de este tipo de máquinas se recoja en una ley, sin perjuicio de un posible 

desarrollo reglamentario. 

 

-  En relación al artículo 24.2 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: 

“…el artículo 24.2 del anteproyecto modifica el primer párrafo del artículo 156 de la Ley 
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5/1999, de 8 de abril, y después de indicar que las actuaciones de rehabilitación, 

regeneración y renovación urbana se planificarán mediante el instrumento de 

planeamiento general o mediante un plan de ordenación especial de reforma interior, 

aplicando los criterios y reglas previstos en el título II, se añade ahora “salvo que no 

comporten modificaciones de ordenación general o detallada (…)”. La salvedad 

introducida determina que cuando no se den tales modificaciones, no existirán criterios 

de planificación aplicables a las actuaciones. Se considera necesario establecer los 

criterios o pautas de planificación que se hayan de seguir en tales casos, teniendo en 

cuenta además que el propio título del artículo hace referencia a su contenido “Criterios 

y reglas para la planificación de las actuaciones de rehabilitación, regeneración y 

renovación urbana·” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se modifica la 

redacción y se concreta que en los citados casos los criterios de planificación serán los 

fijados en las Memorias-Programa o documentos equivalentes. 

 

- En relación al artículo 25 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: ” Ley 

7/2006, de 2 de octubre, en su disposición final segunda determina en la actualidad que 

“corresponde a la Junta de Castilla y León establecer, mediante Decreto, las 

modificaciones y desarrollo del Catálogo establecido en el Anexo de esta ley”. Si esto 

es así, lo que en su día se produjo fue una deslegalización a favor de la Junta de Castilla 

y León para modificar este catálogo. Lo que ahora se pretende en el artículo 25 iría en 

contra de las previsiones de la citada disposición final, puesto que el cambio pretendido 

ya no se lleva a cabo por el órgano competente -Junta de Castilla y León- sino a través 

de una modificación legislativa. Si ello se quiere así, solución que es más acorde con lo 

fijado en diversas resoluciones juridiciales del TSJ de Castilla y León nº 576 de 11 de 

abril de 2019 y nº 340 de 25 de marzo de 2021, debería derogarse también y a la vez el 

régimen de la disposición final en cuestión –atributiva de la competencia de la Junta de 

Castilla y León- en la derogatoria de este anteproyecto.  

Hay que recordar que ya por Sentencia del TSJ de CyL citada se anuló el artículo 

2 del Decreto 38/2019, de 3 de octubre, por el que se modifican los Anexos II, III, IV, V 
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y VII de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León y el Anexo de la Ley 

7/2006, de 2 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la 

Comunidad de Castilla y León, en los términos de su Anejo 2. 

No se pueden tener ni utilizar indistintamente dos caminos normativos diferentes 

para conseguir una misma finalidad.”  

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se mantiene la 

redacción de este precepto y a mayores en la disposición derogatoria se deroga la 

disposición final segunda de la Ley 7/2006, de 3 de octubre. 

   

- En relación al artículo 26 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: ” En 

tercer lugar, se modifica la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León. 

Se modifica el apartado 1 del artículo 56 de dicha ley, que en su frase final determina 

que “la declaración responsable se presentará en el modelo normalizado que estará 

disponible en la sede electrónica de la Administración de Castilla y León”.  

Sin perjuicio de la posibilidad de establecer modelos normalizados de presentación de 

la declaración responsable a que se refiere el artículo, su disponibilidad no ha de 

circunscribirse a la sede electrónica de la Administración de la Comunidad, en la medida 

en que pueden existir sujetos no obligados a relacionarse electrónicamente con la 

administración de acuerdo con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

procedimiento administrativo común, respecto de los cuales tales modelos normalizados 

habrán de estar disponibles en las oficinas de asistencia en materia de registros (a 

ambas formas de puesta a disposición se refiere respecto de las solicitudes el art. 66.4 

de la Ley 39/2015). 

Se modifica el artículo 57 referido a los aprovechamientos maderables y leñosos en 

montes sin instrumento de ordenación forestal en vigor. El apartado 3 de este artículo 

indica que “la solicitud se formalizará en el modelo normalizado que estará disponible 

en la sede electrónica (…)”. Reiteramos la consideración que se acaba de realizar al 

artículo anterior.  
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Se incorpora un nuevo apartado 6 al artículo 61, referido a “compatibilidad y clases de 

usos” en los montes catalogados de utilidad pública. 

Se califican de mejoras forestales las “dotaciones de elementos” al monte por la entidad 

propietaria o por la consejería competente en materia de montes. Debe acomodarse el 

concepto de mejoras forestales a las características ya empleadas en el artículo 107 de 

la propia ley. Además, estas dotaciones de elementos ahora reguladas en el 

anteproyecto no se hallarán anudadas al Fondo de Mejoras del artículo 108. 

En segundo lugar, dado que las ocupaciones de esta clase de elementos (mejoras 

forestales) puede promoverse indistintamente por la entidad propietaria o por la 

consejería, no será preciso el acuerdo entre ambas para la posterior eventual utilización 

de tales dotaciones por terceros, cuando se hayan promovido por una u otra 

indistintamente, puesto que en ese caso sólo hay una parte interviniente. 

Por último, cuando finalice su utilización, como quedan a beneficio del monte sin ser 

utilizados por terceros, serán mejoras forestales, pero desde el momento en el que se 

pretendan utilizar por terceros, habrá de efectuarse una “concesión” de uso privativo del 

artículo 65 de la ley, o seguirse los requisitos del aprovechamiento de montes, de 

acuerdo con el artículo 36 de la Ley 43/2003 estatal y el Título IV de la Ley 3/2009 

autonómica.  

Se modifica el artículo 69, relativo al régimen económico. Se dispone en el apartado 2 

que la consejería competente en materia de montes establecerá reglamentariamente el 

procedimiento para el cálculo de la contraprestación mínima. El anteproyecto en este 

artículo desciende al detalle, quizá abarcando contenido propiamente reglamentario (lo 

define de cuestión técnica compleja la propia memoria). Si se va a regular 

reglamentariamente un procedimiento, quizá fuese en esa regulación, y no en la norma 

con rango de ley, donde se debería descender más al detalle. 

Se incorpora un artículo 104 bis, relativo a la promoción de los servicios ecosistémicos 

de los montes por parte de la consejería competente en materia de montes, con una 

redacción muy compleja y bastante incomprensible.  

El apartado 2 enumera una serie de externalidades o funciones que se consideran 

servicios esenciales de los ecosistemas forestales, a los que luego se refieren el resto 

de apartados.  
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Así, el apartado 4 determina que la consejería “promoverá el cálculo, la contabilidad y 

la puesta en valor de los servicios ecosistémicos de los montes”. No se comprende el 

significado de “promover” su cálculo y contabilidad, por lo que debe indicarse 

“establecerá”. Se indica que cuando tengan valor de mercado se les aplicará el régimen 

general de los aprovechamientos forestales de los artículo 42 a 44 de la ley, de forma 

subordinada a lo dispuesto en el presente artículo, lo que determina su régimen 

normativo.  

El artículo 42.2 de la Ley otorga la condición de aprovechamientos forestales a  los 

maderables y leñosos, incluida la biomasa forestal, los de pastos, la resina, la actividad 

cinegética, los frutos, los hongos, el corcho, las plantas aromáticas, medicinales y 

melíferas y los demás productos y servicios con valor de mercado característicos de los 

montes. Si los servicios ecosistémicos con valor de mercado a que se refiere el 

anteproyecto coinciden con la definición de aprovechamientos forestales, su régimen 

normativo será el previsto en dichos artículos 42 a 44 de manera principal y no 

subsidiaria. Se hace preciso que el anteproyecto establezca una distinción clara de los 

conceptos, porque lo que no puede la ley es ofrecer regímenes jurídicos diferentes para 

los mismos conceptos, y menos aún tratar al mismo producto o servicio de modo 

diferente en la propia norma.  

El apartado 5 se refiere a la posible cesión o enajenación por las entidades titulares de 

montes públicos de los derechos en los casos en que la provisión de los servicios 

ecosistémicos tenga un valor de mercado. No se establece régimen aplicable a tales 

cesiones o enajenaciones que, sin embargo, parece aludir de nuevo al régimen de los 

aprovechamientos forestales. Falta al respecto una previsión más clara -no confusa- y 

el régimen aplicable, pues como se ha indicado anteriormente éste que se contempla 

es el que pretende regular la materia con carácter principal, cuando no lo hace. 

A continuación este apartado hace referencia a la posibilidad de que las entidades 

titulares de los montes públicos puedan establecer convenios con partes interesadas 

(…) cuya firma también podrá someterse a concurrencia si existe una pluralidad de 

interesados. El régimen jurídico de los convenios que se suscriban por tales entidades 

se encuentra en los artículos 47 y ss. de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen 

jurídico del sector público, con carácter básico, donde no se contempla que su firma 

pueda abrirse a concurrencia, y tampoco, como hace a continuación el anteproyecto, 
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establecer un plazo de vigencia diferente al previsto en el artículo 49 h) de la Ley 

40/2015. Por ello, tales previsiones relativas a los convenios exceden de la posible 

regulación que se contempla en la legislación básica en materia de convenios.  

Por último, en este apartado se hace referencia al plazo en los supuestos de cesión o 

enajenación, por remisión a los criterios que establece el precepto respecto de los 

convenios. No puede considerarse tampoco correcta tal remisión, dado la regulación de 

la vigencia de los convenios es contraria a lo previsto en la Ley 40/2015 y, por tanto, la 

remisión a los criterios para su determinación también lo es.  

El apartado 6 se refiere a los montes catalogados, exigiendo para la suscripción de los 

convenios a suscribir por la entidad propietaria o por la consejería competente en 

materia de montes, la conformidad de la otra parte respectivamente. Reiteramos las 

consideraciones hechas al apartado anterior en relación con la propia posibilidad de 

suscribir esta clase de convenios. Añade el apartado que todos estos convenios serán 

objeto de control por la consejería competente. No se determina cómo se ejerce dicho 

“control” y, por último, se establece que en caso de enajenación de derechos en estos 

montes se aplicará lo dispuesto en el artículo 108 y ss sobre el fondo de mejoras. No se 

compadece la regulación del Fondo de Mejoras con las previsiones de este artículo, en 

la medida en que el artículo 108 no se está refiriendo a los propios servicios 

ecosistémicos, sino a otros supuestos en los que se deben destinar determinadas 

cantidades al fondo de mejoras.  

Por último, el apartado 7 se refiere a las inversiones que realice la consejería 

competente en materia de montes, las cuales, si generan servicios ecosistémicos con 

valor de mercado, puede titularizar, así como enajenar su valor, en este caso conforme 

al art. 47 de la propia ley. No se alcanza a comprender este apartado. Por un lado, al 

ser inversiones que no generan aprovechamientos forestales -cuya titularidad 

corresponde al titular del monte-, puede la consejería hacerse titular de los servicios 

ecosistémicos, pero sin embargo acude a la posible enajenación de su valor de acuerdo 

con el artículo 47 de la ley, que se refiere a la agilización de los procedimientos de 

enajenación de productos forestales. Se utiliza el concepto y el régimen jurídico de unos 

y otros, servicios ecosistémicos y aprovechamientos forestales, para confluir en lo que 

conviene.” 
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ESTA OBSERVACIÓN SE ATIENDE PARCIALMENTE EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS: 

- Por un lado se modifica en los términos indicados en el informe jurídico la redacción 

referida a la modificación del apartado 1 del artículo 56, del artículo 57 de la ley 

3/2009, de 6 de abril. Asimismo, valorado el informe jurídico al respecto del nuevo 

apartado 6 del artículo 61 de la ley 3/2009, de 6 de abril se procede a eliminar dicho 

nuevo apartado. 

- Respecto a la modificación del artículo 69 de la ley 3/2009, de 6 de abril, se acepta 

parcialmente la observación contenida en el informe jurídico, toda vez que se 

considera que la regulación propuesta tiene entidad suficiente para tener rango de 

Ley, a pesar de que pueda resultar detallada, y de hecho así aparece en otras 

legislaciones análogas, que de hecho resultan aún más detalladas (Ley 2/2013, de 

29 de mayo, de protección y uso sostenible del litoral y de modificación de la Ley 

22/1988, de 28 de julio, de Costas, Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas, o incluso Real Decreto 

Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 

Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana). No obstante se ha tratado de atender la 

observación de los servicios jurídicos reduciendo y simplificando el contenido 

propuesto en la medida de lo posible y, en consecuencia, se da nueva redacción. 

- Respecto al nuevo artículo 104 bis que se quiere incorporar a la ley 3/2009, de 6 de 

abril, se aceptan parcialmente las observaciones planteadas en el informe jurídico, 

simplificándose la redacción y modificándose la misma para hacerla más clara y 

comprensible. Se han evitado además las referencias que a juicio de los servicios 

jurídicos resultaban confusas sobre la aplicación subsidiaria o no del régimen 

jurídico de los aprovechamientos forestales. No  se atienden sin embargo las 

observaciones referidas al régimen jurídico de los convenios, sobre todo en dos 

cuestiones básicas: su plazo de vigencia y la posibilidad de articular un proceso de 

concurrencia previo. Respecto a estas observaciones se discrepa con el informe 

jurídico, cuando se indica que el régimen jurídico de los convenios que se suscriban 

por tales entidades se encuentra en los artículos 47 y ss. de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de régimen jurídico del sector público, con carácter básico, donde no se 
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contempla que su firma pueda abrirse a concurrencia, y tampoco, como hace a 

continuación el anteproyecto, establecer un plazo de vigencia diferente al previsto 

en el artículo 49 h) de la Ley 40/2015. Respecto a lo segundo la redacción del 

artículo invocado es, literalmente: “Los convenios deberán tener una duración 

determinada, que no podrá ser superior a cuatro años, salvo que normativamente 

se prevea un plazo superior”. Precisamente eso es lo que se pretende hacer en este 

nuevo artículo 104 bis, es decir prever ese plazo superior, considerándose que ello 

es perfectamente posible de acuerdo con la propia Ley 40/2015, y de hecho 

coherente también con su espíritu y las referencias que ella misma indica a la 

necesaria sostenibilidad financiera de los convenios. En cuanto a la posibilidad de 

concurrencia previa, si bien es cierto que no está expresamente recogida con 

carácter general, tampoco está vetada, entendiendo por ello que nada impide que 

puede producirse ni hacerse mención expresa a esta posibilidad en una regulación 

sectorial como la que nos ocupa. 

  

- En relación al artículo 27 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “en 

lo que se refiere a la modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla 

y León, prevista en el artículo 27, han de hacerse las mismas indicaciones que respecto 

de la anterior Ley 7/2006, de 2 de octubre, y así la disposición final segunda de la Ley 

5/2009, de 4 de junio, establece que la Junta de Castilla y León podrá modificar los 

anexos de esta Ley para adaptarlos a los requerimientos de carácter medioambiental 

que así lo justifiquen.  

Lo que ahora se pretende en el iría en contra de las previsiones de la citada disposición 

final, puesto que el cambio pretendido ya no se lleva a cabo por el órgano competente -

Junta de Castilla y León- sino a través de una modificación legislativa. Si ello se quiere 

así, solución que es más acorde con lo fijado en diversas resoluciones juridiciales del 

TSJ de Castilla y León nº 576 de 11 de abril de 2019 y nº 340 de 25 de marzo de 2021, 

debería derogarse también y a la vez el régimen de la disposición final en cuestión –

atributiva de la competencia de la Junta de Castilla y León- en la derogatoria de este 

anteproyecto. 
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Hay que recordar que ya por Sentencia del TSJ de CyL citada se anuló el artículo 1 del 

Decreto 38/2019, de 3 de octubre, por el que se modifican los Anexos II, III, IV, V y VII 

de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León y el Anexo de la Ley 7/2006, 

de 2 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la Comunidad 

de Castilla y León, en los términos de su Anejo 1. 

No se pueden tener ni utilizar indistintamente dos caminos normativos diferentes para 

conseguir una misma finalidad”. 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se mantiene la 

redacción de este precepto y a mayores en la disposición derogatoria se deroga la 

disposición final segunda de la Ley 5/2009, de 4 de junio. 

 

- En relación al artículo 29 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “se 

contiene también una modificación de la Ley 9/2018, de 20 de diciembre, de transporte 

público de viajeros por carretera de Castilla y León en el artículo 29. En la misma se 

establecen reglas para la participación de uniones temporales de empresarios, lo que 

convierte a la norma en una norma de contratos, que podría exponerse en el 

correspondiente pliego, pero no en una norma con rango de ley como ésta (que limita 

así el futuro derecho de impugnación jurisdiccional de los posibles licitadores), y todo 

ello como requisito de capacidad, solvencia o habilitación profesional para llevar a cabo 

el servicio de transporte por el adjudicatario vinculado por un contrato”. 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: conforme las 

observaciones planteadas, se elimina este precepto. 

 

- En relación al artículo 30 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente: “el 

articulo 30 modifica las letras e) y f) del artículo 142 de la Ley 14/2002, de 25 de julio, 

de promoción, atención y protección a la infancia en Castilla y León. 

Esto parece fundamentarse en la remisión a las oportunas normas con rango de ley de 

las Comunidades Autónomas para establecer un régimen sancionador frente el 

incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica 
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8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, contenida en el artículo 59.3 de dicha Ley. 

Es correcta la tipificación como infracción, a través de esta norma con rango de ley, del 

incumplimiento de las obligaciones señaladas en la letra f) del precepto que ahora se 

modifica. 

 Sin embargo, respecto a la tipificación de la letra e), que trata de contemplar el 

incumplimiento de las obligaciones de las empresas y entidades previstas en el apartado 

3 del artículo 57 de la Ley Orgánica, ya se encuentra tipificado en el artículo 8.19 del 

Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 

por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, norma de directa aplicación, que 

en el caso de ser reproducido en normativa autonómica debe respetar su exacto tenor 

literal.”. 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: en la letra e) se 

reproduce literalmente el artículo 8.19 del Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones 

y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 

agosto 

 

- En relación al artículo 31 del anteproyecto,  el informe jurídico indica lo siguiente:  

“- Una de las modificaciones que se proponen en el artículo 31, referido al artículo 15.4 

de la Ley 2/2014, de 28 de marzo, parte del hecho de que los centros de interpretación 

el patrimonio cultural cuando no custodien bienes culturales, en aplicación de la 

conocida como “Directiva de Servicios”, no ha de quedar sujeta a autorización sino a la 

presentación de una declaración responsable en los términos del artículo 69 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, a fin de que puedan crearse y ejercer su actividad. 

Por ello, no se entiende el tenor de la modificación que se pretende del artículo 3.c), al 

establecer la competencia de la Comunidad Autónoma para “reconocer” aquellos 

centros de interpretación del patrimonio cultural que no custodien bienes culturales.  

La presentación de la declaración responsable constituye un requisito para el inicio de 

la actividad, mientras lo que aquí se prevé en la modificación del artículo 3 de la ley es 

la existencia de un pronunciamiento expreso de la Administración de la Comunidad 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

78 

 

reconociendo este tipo de centros museísticos que en modo alguno exige esta 

presentación de declaración responsable, lo que no es coherente y debe subsanarse. 

- De otro lado, la modificación relativa al apartado 4 del artículo 16 de la Ley puede 

resultar en gran parte reiterativa respecto de lo que dispone la modificación del apartado 

4 del artículo 15, por lo que en el artículo 16.4 debería señalarse sencillamente que “En 

el caso … bienes culturales, en la declaración deberá manifestarse el cumplimiento de 

los requisitos establecidos en el artículo 8 de esta Ley”. 

- También, debe observarse de cara a la modificación de la letra h) de este mismo 

artículo 17 que el artículo que prevé el procedimiento para la creación de centros 

museísticos que no sean titularidad de la Comunidad de Castilla y León no es el 15 sino 

el 16. 

- La modificación de la denominación del Capítulo III del Título I de la Ley 2/2014, de 28 

de marzo, parece que debería anteponerse para situarla en el lugar adecuado a la hora 

de modificar la Ley.” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se modifica la 

redacción de este artículo en los términos propuestos por el informe jurídico 

  

- Respecto a la disposición derogatoria y la disposición final en relación a la derogación 

y su entrada en vigor de la Ley 6/2005, de 26 de mayo, de declaración de Proyecto 

Regional para la instalación de un Centro de Tratamiento de Residuos Urbanos para la 

provincia de Salamanca, en el término municipal de Gomecello (Salamanca) , el informe 

jurídico indica lo siguiente:  

“respecto a la disposición derogatoria, hemos de señalar la absoluta falta de 

comprensión de su previsión respecto a la Ley 6/2005, de 26 de mayo, de declaración 

de Proyecto Regional para la instalación de un Centro de Tratamiento de Residuos 

Urbanos para la provincia de Salamanca, en el término municipal de Gomecello 

(Salamanca), sin más referencia a lo largo del anteproyecto que el diferimiento de tal 

derogatoria respecto a la autorización ambiental al 1 de enero de 2023 en la disposición 

final segunda… 



 
Consejería de Economía y Hacienda 

 

79 

 

…Si lo que se pretende es la modificación o sustitución del régimen jurídico que lo 

disciplina –por una necesidad de ampliación del CTR-, hemos de realizar una serie de 

observaciones sobre las posibilidades existentes, dentro de la dificultad jurídica que 

supone que dicho Centro fuera declarado como Proyecto Regional directamente por una 

norma con rango de ley, donde además se contempló, en su anexo, el otorgamiento de 

la autorización ambiental correspondiente, y la concurrencia de declaraciones de 

inconstitucionalidad que sobre dichos textos legales ha sido generalizada para otros 

casos… 

… La solución que parece más correcta desde un punto de vista jurídico para su 

modificación, dado que ha transitado por la vía judicial con pronunciamientos 

aclaratorios para la Administración Autonómica, sería la misma que se dió al Centro de 

tratamiento de Santovenia de Pisuerga -Valladolid-… 

… la derogación debería hacerse a la totalidad de la Ley, si bien sujeta a término, para 

no dejar desamparado de régimen jurídico el funcionamiento de las instalaciones, en 

tanto se aprueba la disposición y acto que precisa la continuación del ejercicio de su 

actividad. Es decir, ha de hacerse coincidir la pérdida de la vigencia de la Ley 6/2005 

con que previamente haya adquirido vigencia la nueva declaración de proyecto regional 

y adquirido eficacia la modificación sustancial de la autorización ambiental…. 

… Por lo expuesto, respecto a la disposición derogatoria y final segunda del 

anteproyecto sometido a informe en lo relativo a la Ley 6/2005, de 26 de mayo, se 

propone su sustitución por las siguientes disposiciones complementarias, redactadas en 

los siguientes términos o similares: 

Disposición transitoria. 

“La efectividad de lo dispuesto en la disposición derogatoria de la presente ley respecto 

de la Ley 6/2005 de 26 de mayo, de declaración de proyecto regional para la instalación 

de un centro de tratamiento de residuos urbanos para la provincia de Salamanca, en el 

término municipal de Gomecello, se producirá en el momento en el que entre en vigor 

la disposición que declare nuevo proyecto regional, así como tenga eficacia la 

correspondiente autorización ambiental y, en todo caso, en el plazo máximo de (dos 

años) desde la entrada en vigor de la presente ley”. 

Disposición derogatoria: 
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“Queda derogada la Ley 6/2005 de 26 de mayo, de declaración de proyecto regional 

para la instalación de un centro de tratamiento de residuos urbanos para la provincia de 

Salamanca, en el término municipal de Gomecello. 

Hasta que concurra lo dispuesto en la disposición transitoria, se mantendrá en vigor la 

citada Ley 6/2005, de 26 de mayo.”  

Disposición final: 

“Por la Junta de Castilla y León y por la Consejería competente en materia de medio 

ambiente se tramitará y aprobará, en el plazo máximo de (dos años), conforme a la 

normativa vigente que haya de regir, el correspondiente proyecto regional y la 

autorización ambiental para el centro de tratamiento de residuos urbanos para la 

provincia de Salamanca, en el término municipal de Gomecello”” 

ESTA OBSERVACIÓN ES ATENDIDA INTEGRAMENTE: se da nueva 

redacción a la disposición derogatoria en relación a la Ley 6/2005, de 26 de mayo, se 

incluye una nueva disposición transitoria y una nueva disposición final con una redacción 

prácticamente idéntica a la propuesta por los servicios jurídicos. 

  

Con fecha 26 de octubre se solicita informe complementario respecto a dos 

medidas propuesta por la Consejería de Fomento y Medio Ambiente y que se recogen 

en el apartado 5 del artículo 25 del anteproyecto (modifica el apartado 1 del artículo 92 

de la Ley 3/2009, de 6 de abril) y en el artículo 28 del anteproyecto (modifica el Anexo 

II  de la Ley 4/2021, de 1 de julio). El informe complementario se emite el día 27 de 

octubre, resultando favorable si bien advierte la conveniencia de determinar el 

significado de la locución “zonas de baja recurrencia”. 

 

5.7.- CONSULTAS A ÓRGANOS COLEGIADOS SECTORIALES 

Algunas de las medidas han sido informadas por parte de órganos colegiados de 

carácter sectorial. En concreto: 
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- Modificación del Punto 3 del artículo 7 de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, de 

Medidas Tributarias y de Financiación de las Entidades Locales vinculada a ingresos 

impositivos de la Comunidad de Castilla y León: informada el 22 de julio por el 

CONSEJO DE COOPERACIÓN LOCAL DE CASTILLA Y LEÓN. 

 

- Eliminación de inciso introducido por la Ley 1/2012 a la letra A del apartado 2 del 

Anexo Ley 14/2001. Fomento del teletrabajo: informada el 14 de julio por la MESA 

GENERAL DE NEGOCIACIÓN DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 

 

 

- Modificación de la Ley 7/2005, Función Pública. Nueva disposición adicional: 

Personal interino: informada el 14 de julio por la MESA GENERAL DE 

NEGOCIACIÓN DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 

 

- Modificación del artículo 23 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, de Cooperación al 

Desarrollo: informada el 9 de julio por el CONSEJO DE COOPERACIÓN AL 

DESARROLLO. 

 
- Nueva disposición adicional a la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones 

de la Comunidad de Castilla y León, referida a la modulación del régimen jurídico de 

las subvenciones en materia de cooperación para el desarrollo: informada el 9 de 

julio por el CONSEJO DE COOPERACIÓN AL DESARROLLO.  

 
 

- Modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León: informada 

el 24 de junio por el CONSEJO REGIONAL DE MEDIO AMBIENTE DE CASTILLA 

Y LEÓN 

 

- Modificación de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León: informada 

el 24 de junio por el CONSEJO REGIONAL DE MEDIO AMBIENTE DE CASTILLA 

Y LEÓN 
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- Modificación del artículo 24 de  la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos 

públicos y actividades recreativas de la Comunidad de Castilla y León: Informada el 

22 de julio por la COMISIÓN DE  ESPECTACULOS PÚBLICOS Y ACTIVIDADES 

RECREATIVAS DE CASTILLA Y LEÓN 

 

- Modificación de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 

Administrativas y Financieras (apartado 2 de la Disposición Adicional Primera): 

informada el 19 de octubre por el CONSEJO DE COOPERACIÓN LOCAL DE 

CASTILLA Y LEÓN 

 
- Modificación de la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del Personal 

Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León (incorporación de una nueva 

disposición final séptima a la Ley 2/2007, de 7 de marzo y modificación del Anexo 

de la Ley 2/2007, de 7 de marzo, respecto a las categorías y a la descripción de las 

funciones de los “Licenciados o licenciadas con título de especialista en Ciencias de 

la Salud”): informada el 30 de junio de 2021 por la MESA SECTORIAL DEL 

PERSONAL AL SERVICIO DE LAS INSTITUCIONES SANITARIAS PÚBLICAS. 

 
- Modificación de la Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las 

Apuestas de Castilla y León (incorporación de una nueva disposición adicional sexta 

a la Ley 4/1998, de 24 de junio): informada el 22 de octubre por la COMISIÓN DEL 

JUEGO Y DE LAS APUESTAS DE CASTILLA Y LEÓN. 

 
- Eliminación de inciso introducido por la Ley 1/2012 a la letra A del apartado 2 del 

Anexo Ley 14/2001. Fomento del teletrabajo: informada el  26 de octubre por el  

CONSEJO DE FUNCIÓN PÚBLICA  

 
- Modificación de la Ley 7/2005, Función Pública. Nueva disposición adicional: 

Personal interino: informada el  26 de octubre por el  CONSEJO DE FUNCIÓN 

PÚBLICA 
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- Modificación del artículo 92.1 la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y 

León: informada el 27 de octubre por el CONSEJO REGIONAL DE MEDIO 

AMBIENTE DE CASTILLA Y LEÓN. 

 
 

- Modificación de la Ley 4/2021, de 1 de julio, de Caza y de Gestión Sostenible de los 

Recursos Cinegéticos: informada el 27 de octubre por el CONSEJO REGIONAL DE 

MEDIO AMBIENTE DE CASTILLA Y LEÓN 

 

5.8.- INFORME DEL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL DE CASTILLA Y LEÓN. 

El anteproyecto de ley se ha de someter al informe del Consejo Económico y 

Social de Castilla y León de acuerdo con el artículo 3.1.a) de la Ley 13/1990, de 28 de 

noviembre, del Consejo Económico y Social. 

Con fecha 3 de septiembre se solicitó con carácter urgente el informe al Consejo 

Económico y Social. 

Con fecha 5 de octubre de 2021 se emitió el informe, en el cual se realizan la 

siguientes observaciones/recomendaciones: 

- observa el CES que se opta de nuevo por la inclusión de un elevado número de 

materias no tributarias, lo que no considera apropiado, puesto que, según el CES, en un 

Anteproyecto de Ley de estas características se deberían incluirse casi exclusivamente 

medidas de naturaleza tributaria que afecten a los ingresos y gastos de la Comunidad. 

A este respecto conviene indicar, lo dispuesto en la propia exposición de motivos del 

anteproyecto: de acuerdo con el Tribunal Constitucional este tipo de normas son leyes 

ordinarias cuyo contenido está plenamente amparado por la libertad de configuración 

normativa de que goza el legislador y que permiten una mejor y más eficaz ejecución 

del programa del Gobierno en los distintos ámbitos en que desarrolla su acción. Desde 

esta perspectiva, la presente ley recoge una serie de medidas referentes a aspectos 

tributarios, de gestión administrativa y de carácter organizativo. 
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- En relación al artículo 3.2 el CES considera que sería deseable la eliminación de la 

tasa por la por la expedición de títulos y certificados y por la realización de pruebas en 

el ámbito de las enseñanzas no universitarias. No obstante, en el caso de mantenerse 

esta tasa estima que las cuotas deberían ser homogéneas, ya que llama la atención que 

exista tanta diferencia entre la cuota de la tasa por expedición de títulos, que es de 

143,50 euros por el Título de Grado en Enseñanzas Artísticas Superiores de Música, de 

Arte Dramático, de Artes Plásticas, de Diseño, o de Conservación y Restauración de 

Bienes Culturales, Título Superior de Música, de Arte Dramático, de Artes Plásticas 

(Vidrio y Cerámica), de Diseño, o de Conservación y Restauración de Bienes Culturales, 

y título de Máster en Enseñanzas Artísticas, mientras para el Título de Técnico de 

Formación Profesional, de Artes Plásticas y Diseño, de Técnico Deportivo, por ejemplo, 

es de 21,65 euros. 

Asimismo, considera  el CES que debieran ampliarse los colectivos con bonificación o 

exención de esta tasa. Por otro lado, estima que lo deseable es avanzar en la 

digitalización de la expedición de títulos y certificados en el ámbito de las enseñanzas 

no universitarias, a fin de así minimizar la cuantía de esta tasa. 

Se trata de una observación de oportunidad que será valorada en el futuro por el órgano 

competente de la Administración de Castilla y León,  si bien no se refiere a una 

observación del estricto contenido del artículo 3.2, el cual se limita únicamente a la 

adecuación de la denominación de los títulos de acuerdo con lo establecido en el 

Capítulo VI, Título I de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, tras su 

modificación por la Ley Orgánica 3/2020, que recoge la nueva denominación del Título 

de Grado en Enseñanzas Artísticas Superiores 

 

- En relación al artículo 5, el cual modifica la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto 

Jurídico del Personal Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León, para 

armonizar la situación de la especialidad de pediatría con el resto de Servicios de Salud, 
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en donde existe una doble categoría, el CES considera que las alusiones a la 

denominación de las titulaciones deberían adecuarse a las establecidas por el Marco 

Español de Cualificaciones para la Educación Superior (MECES). 

A este respecto, conviene indicar que el sentido de la propuesta es crear dentro de los 

“licenciados con título de especialista en ciencias de la salud”, dos nuevas categorías, 

la de Licenciado especialista en pediatría de atención primaria, y la de licenciado 

especialista en pediatría y sus áreas específicas (para la atención hospitalaria, siguiendo 

así la terminología contenida en el catálogo de equivalencias regulado mediante Real 

Decreto 184/2015, de 13 de marzo. Regulándose igualmente en el apartado 

“DESCRIPCIÓN DE LAS FUNCIONES MÁS RELEVANTES DE LAS DISTINTAS 

CATEGORÍAS DE PERSONAL ESTATUTARIO SANITARIO” incluido en el Anexo las 

funciones atribuidas a las dos categorías creadas. 

El uso del término  “Licenciado Especialista” se refiere a la categoría profesional, no a 

la titulación requerida para acceder a la categoría que, efectivamente, ya no es 

licenciatura sino grado. Por lo tanto, el término de “Licenciado Especialista” como 

categoría profesional es correcto, teniendo en cuenta la nomenclatura de las categorías 

profesionales que figura en la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del 

Personal Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León y en sus Anexos. 

 

- En relación al artículo 6, respecto a la modificación del apartado 2 del artículo 12 de la 

ley 7/1996, de 3 de diciembre, se indica que se hace referencia no solo al “Director” del 

Ente sino también, en su caso a la “Directora”, lo cual, a juicio del CES, llevaría a 

modificar todo el artículo 12, pues carecería de sentido, que en el apartado 1 del mismo 

artículo 12 sólo se hiciera referencia al “Director” (como así sucedería con la redacción 

propuesta por el Anteproyecto de Ley). 

A este respecto se atiende esta observación, de tal modo que en concordancia con el 

resto del artículo 12 de la ley 7/1996, se habla también en el apartado 2 de tal precepto 

solo de “Director”. 
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- en relación con el artículo 7, el CES indica que considera que la modificación planteada 

resulta adecuada siempre que la ampliación del objeto social de SOMACYL obedezca 

a la próxima recepción de Fondos Europeos procedentes del Mecanismo Next 

Generation EU de los Fondos Estructurales y Programas Europeos, y sirva para dar una 

mayor agilidad y simplificación a la gestión de la contratación pública, y un impulso 

decidido a la colaboración público-privada mediante un aumento sustancial de las 

licitaciones públicas y aquellas otras figuras jurídicas que también vienen a intensificar 

y fortalecer dicha colaboración. 

En cualquier caso entiende  que la realización de cualquier actividad relativa a esta 

nueva letra b) del artículo 2.1 de la Ley 12/2006 que propone el Anteproyecto, tendrá un 

carácter puntual e instrumental que no supondrá menoscabo de las funciones de los 

empleado públicos. 

Así mismo el CES entiende que esta modificación debe tener una limitación temporal, 

al estar vinculada a la ejecución de los nuevos Fondos Europeos para el Plan de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

A este respecto , indicar que con la  ampliación del objeto social de SOMACYL se 

pretende brindar apoyo a la Dirección General de Telecomunicaciones y Transformación 

Digital en el ejercicio de sus competencias, que, según lo establecido en el decreto y en 

la orden de estructura orgánica de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, abarcan 

todos los aspectos de las llamadas Tecnologías de la Información y la Comunicación 

(TIC), es decir: infraestructuras de telecomunicaciones, promoción del uso de las TIC 

en la sociedad y capacitación de la ciudadanía en competencias digitales, servicios 

corporativos de comunicaciones, servicios corporativos informáticos, ciberseguridad y 

medios audiovisuales. 

En concreto, se pretende contar con la posibilidad de encomendar a SOMACYL trabajos 

puntuales e instrumentales que den soporte a ciertas actuaciones imprevisibles y 

urgentes de las que dependen, por ejemplo, la estabilidad de las infraestructuras 

informáticas, la operatividad de los sistemas de información y de la plataforma de 

administración electrónica, y la seguridad de los datos manejados por esta 

Administración, en especial de los datos de carácter personal. En ocasiones también 
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será necesario contar con el apoyo de SOMACYL para la gestión de ciertos proyectos 

y la realización de determinados estudios técnicos para los que la Dirección General no 

cuenta con personal especializado.  

La encomienda de actividades de este tipo a SOMACYL en ningún caso redundará en 

perjuicio de la iniciativa privada ni de los intereses del sector TIC. Por un lado, esta 

modificación del objeto social no supone en absoluto dotar a SOMACYL de la condición 

de operador público de telecomunicaciones, por lo que no tendrá intervención alguna en 

este mercado. Por otra parte, y puesto que los futuros encargos implicarán en muchos 

casos la celebración de contratos por parte de SOMACYL con empresas del sector 

(conforme a lo previsto por el apartado 4 del artículo 48 ter de la Ley 3/2001, de 3 de 

julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León), se 

considera que este cambio beneficiará a las empresas del ámbito tecnológico. 

A su vez, las encomiendas a realizar tendrán un carácter puntual e instrumental, sin 

menoscabo de las funciones de los diferentes cuerpos de funcionarios y personal laboral 

que prestan servicio en la Dirección General de Telecomunicaciones y Transformación 

Digital, y en todo caso siempre se justificará debidamente la insuficiencia de medios en 

la administración para llevar a cabo las tareas encomendadas. 

 

-  en relación al artículo 8  que recoge la posibilidad expresa de aprobación por parte de 

la Junta de Castilla y León de programas, planes y directrices vinculantes para todas las 

empresas y fundaciones del sector público autonómico, a excepción de las fundaciones 

de las universidades pública, el CES considera que, de recogerse expresamente esta 

cuestión en el Anteproyecto, resultaría preferible efectuar una modificación de la Ley 

3/2001  para, de esta manera, no contar con una duplicidad legislativa. 

El motivo de no proceder a una modificación en la ley 3/2001, es debido a que tal ley 

tienen por objeto la regulación de la organización y funcionamiento del Gobierno y de la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León. A efectos de tal ley la Administración 

de la Comunidad se integra por la Administración General y la Administración 

Institucional (organismos autónomos y entes públicos de derecho privado). Por ello, 
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partiendo del ámbito de aplicación de esta ley, no cabe modificación de la misma  al 

referirse a entidades que no pertenecen a la Administración de la Comunidad. 

 

- en relación al artículo 7, referido a la modificación de la ley 12/2006, de 26 de octubre, 

el CES considera que la ampliación del objeto social de SOMACYL en lo referente a los 

“yacimientos minerales y recursos geológicos” (letras a) e i) del artículo 2.1 de la Ley 

12/2006) responde a la naturaleza de esta Sociedad y a los aspectos ya recogidos en 

su objeto social, pero que la nueva letra b) [referente a Tecnologías de la Información y 

Comunicación] constituye una ampliación del objeto social que debería justificarse más 

en la Exposición de Motivos y en la Memoria, salvo que esta nueva letra b) se refiera a 

Infraestructuras de Comunicación. 

A este respecto, indicar que  con la citada ampliación del objeto social de SOMACYL se 

pretende brindar apoyo a la Dirección General de Telecomunicaciones y Transformación 

Digital en el ejercicio de sus competencias, que, según lo establecido en el decreto y en 

la orden de estructura orgánica de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, abarcan 

todos los aspectos de las llamadas Tecnologías de la Información y la Comunicación 

(TIC), es decir: infraestructuras de telecomunicaciones, promoción del uso de las TIC 

en la sociedad y capacitación de la ciudadanía en competencias digitales, servicios 

corporativos de comunicaciones, servicios corporativos informáticos, ciberseguridad y 

medios audiovisuales. 

En concreto, se pretende contar con la posibilidad de encomendar a SOMACYL trabajos 

puntuales e instrumentales que den soporte a ciertas actuaciones imprevisibles y 

urgentes de las que dependen, por ejemplo, la estabilidad de las infraestructuras 

informáticas, la operatividad de los sistemas de información y de la plataforma de 

administración electrónica, y la seguridad de los datos manejados por esta 

Administración, en especial de los datos de carácter personal. En ocasiones también 

será necesario contar con el apoyo de SOMACYL para la gestión de ciertos proyectos 

y la realización de determinados estudios técnicos para los que la Dirección General no 

cuenta con personal especializado.  
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La encomienda de actividades de este tipo a SOMACYL en ningún caso redundará en 

perjuicio de la iniciativa privada ni de los intereses del sector TIC. Por un lado, esta 

modificación del objeto social no supone en absoluto dotar a SOMACYL de la condición 

de operador público de telecomunicaciones, por lo que no tendrá intervención alguna en 

este mercado. Por otra parte, y puesto que los futuros encargos implicarán en muchos 

casos la celebración de contratos por parte de SOMACYL con empresas del sector 

(conforme a lo previsto por el apartado 4 del artículo 48 ter de la Ley 3/2001, de 3 de 

julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León), se 

considera que este cambio beneficiará a las empresas del ámbito tecnológico. 

 

- respecto al artículo 10, en relación a la regulación de las transacciones judiciales que 

afecten a derechos, obligaciones, acciones o patrimonio de cuantía o valor inferior en 

su conjunto a 50.000 euros, que requieren de la autorización del titular de la Dirección 

de los Servicios Jurídicos “en los términos y de acuerdo con el procedimiento que 

reglamentariamente se determine”,  el CES considera que sería preferible que la 

regulación completa relativa a este supuesto se contuviera en el rango legal y no 

remitirla al rango reglamentario. 

A este respecto se considera más adecuada la opción elegida de remitir a una norma 

reglamentaria en aras de mayor flexibilidad normativa  

 

-  en relación al artículo 15, referido a la declaración de nulidad y declaración de lesividad 

de los actos de preparación y adjudicación de los contratos, el CES considera que se 

aborda la regulación de esta cuestión en el presente momento una vez pronunciada la 

Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno) 68/2021, de 18 de marzo (BOE de 23 de 

abril de 2021: https://bit.ly/3llKv58 ) que declara que el citado artículo 41.3 de la Ley 

9/2017, de la que deriva la modificación que ahora se efectúa sobre nuestra Ley 3/2001, 

es conforme con el orden constitucional de competencias y, de ser esta la razón de la 

https://bit.ly/3llKv58
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regulación, debería contenerse y explicarse adecuadamente tanto en la Exposición de 

Motivos como en la Memoria que acompaña al Anteproyecto 

 Se añade esta justificación tanto en la exposición del anteproyecto como en la memoria 

 

- El artículo 21 modifica la Ley 1/2014, de 19 de marzo, Agraria de Castilla y León en su 

artículo 157, referido al Registro de Mercados de Productos Agrarios de Castilla y León 

y de Mesas de Precios de Castilla y León de forma que se elimina el apartado 2 de dicho 

artículo, que establecía que el ejercicio de la actividad por parte de los mercados de 

productos agrarios y mesas de precios requería inscripción previa en el citado Registro 

y establecía la obligación de comunicar cualquier modificación de los datos que figuren 

en el mismo. Este punto se sustituye por la siguiente redacción: “Será obligación de sus 

titulares comunicar cualquier modificación de los datos que figuren en el citado registro”.  

De esta forma se elimina el requisito de inscripción previa de los mercados y mesas de 

precios en el Registro para el ejercicio de la actividad.  El CES advierte que sin embargo 

el reciente Decreto 19/2021, de 9 de septiembre, sobre mercados de productos agrarios 

en origen, lonjas y mesas de precios de Castilla y León, publicado en BOCyL el 13 de 

septiembre de 2021, establece en su artículo 7 las condiciones para el reconocimiento 

como mercados de productos agrarios en origen de referencia de Castilla y León por la 

consejería competente en materia agraria que será, entre otros requisitos, estar inscritos 

en el Registro de Mercados de Productos Agrarios de Castilla y León y de Mesas de 

Precios de Castilla y León. Asimismo, se establece en el artículo 10 el mismo requisito 

para el reconocimiento como lonjas de referencia de Castilla y León. 

Procede aclarar que lo que se pretende en el mencionado artículo 21 es la eliminación 

del “carácter previo” de la inscripción en el Registro de Mercados de Productos Agrarios 

y Mesas de Precios de Castilla y León para llevar a cabo la actividad por parte de los 

mencionados mercados y mesas de precios, pero no se elimina la inscripción en el 

registro, la cual ya viene exigida por el apartado 1 del artículo 157. 
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Con lo que a partir de la entrada en vigor de la ley de medidas de 2022, lo que se 

eliminará es la obligatoriedad de esta inscripción en el registro con carácter previo al 

ejercicio de la actividad. Y ello por entender que no concurren las condiciones que 

excepcionalmente pueden motivar el régimen de autorización para el acceso a una 

actividad de servicios o del ejercicio de la misma, conforme al artículo 5 de la ley 

17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicio y su 

ejercicio. 

- El apartado 1 del artículo 22 del Anteproyecto modifica el apartado 4 del artículo 152 

(“Actuaciones de regeneración urbana”) de la Ley 5/1999 por el que la declaración de 

«área de regeneración urbana integrada» por la Administración de la Comunidad 

requerirá la formulación de un convenio urbanístico con participación de los residentes 

únicamente “en los casos en que haya demolición o sustitución de viviendas” mientras 

que el apartado 2 del mismo artículo 22 modifica el artículo 156 (“Criterios y reglas para 

la planificación de las actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana”) 

para que cuando tales actuaciones no comporten modificaciones de ordenación general 

o detallada no deban efectuase aplicando los criterios y reglas del Título II 

(“Planeamiento urbanístico”) de la Ley 5/1999, bastando para ello con las Memorias-

Programa previstas en los planes de vivienda y rehabilitación. 

Respecto a estas modificaciones, que suponen una menor rigidez para desarrollar 

actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, tienen por finalidad 

“facilitar el eventual acceso a la financiación europea de actuaciones de rehabilitación a 

nivel de barrio del componente 2 (Implementación de la Agenda Urbana española: Plan 

de rehabilitación y regeneración urbana) del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia”)  el CES las valora favorablemente, pero estima que debería contenerse 

una mayor y mejor explicación, particularmente en la Memoria que acompaña al 

Anteproyecto. 

A este respecto convienen indicar que la nueva redacción del apartado 4 del artículo 

152 de la norma agilizará la tramitación de los expedientes que pretendan acceder a la 

financiación pública sin menoscabo de los derechos de los residentes, habida cuenta 
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que no hay en estas actuaciones procesos de equidistribución de beneficios y cargas ni 

tampoco, salvo de forma excepcional, demoliciones ni realojos que sí hacen conveniente 

el convenir o acordar con los residentes. 

Por otra parte, el alcance de las intervenciones en que se formalizan las actuaciones de 

rehabilitación, regeneración y renovación urbana no necesariamente incide o afecta a 

los sistemas locales o generales del ámbito sobre el que se interviene o de las piezas 

urbanas o barrios colindantes.  

El cambio en el artículo 156 lo que habilita o posibilita es la rehabilitación, regeneración 

o renovación sistemática en inmuebles y espacios públicos de forma directa, sin la 

obligación de redactar un instrumento de planeamiento, en aquellos supuestos en que 

no se modifiquen, con la intervención, determinaciones de ordenación general o 

detallada.  

En conclusión, constatado por la práctica administrativa generada desde que en 2014 

se incluyeran estas previsiones, que en las actuaciones de regeneración solo de forma 

muy excepcional puede surgir la necesidad de redistribuir beneficios y cargas entre los 

residentes se elimina la hasta ahora universal exigencia de un convenio urbanístico con 

ellos, que solo resultará, a partir de ahora, justificable y, por tanto, exigible, si se da esa 

necesidad de redistribuir, necesidad que concurrirá en los supuestos en que la 

operación prevea demoliciones y sustituciones de viviendas y sus consiguiente realojos. 

De igual forma, como quiera que se ha podido comprobar que prácticamente en ninguna 

de estas tres actuaciones -en las de rehabilitación por su propio y limitado alcance, pero 

tampoco en las de la regeneración y renovación- la intervención llega a afectar a 

determinaciones propias del planeamiento, ni de ordenación general (clasificación, 

sistemas generales, catálogo, delimitación de sectores, etc.), ni de ordenación detallada 

(uso, intensidad de uso, tipología edificatoria, sistemas locales), se elimina la hasta 

ahora también universal exigencia de ordenarlas o planificarlas previamente mediante 

un instrumento de planeamiento urbanístico. Esa exigencia, la de ordenar previamente 

a nivel de planeamiento urbanístico, queda circunscrita, en lo sucesivo, para los 

supuestos en que la afección a dichas determinaciones concurra. 
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- En relación a la modificación efectuada respecto a la Ley 3/2009 de Montes de Castilla 

y León por el artículo 24 del Anteproyecto, el CES manifiesta lo siguiente: 

- se valora favorablemente las modificaciones de los artículos 56 

(Aprovechamientos maderables y leñosos en montes con instrumento de 

ordenación forestal en vigor) y 57 (Aprovechamientos maderables y leñosos 

en montes sin instrumento de ordenación forestal en vigor). Si bien estiman 

en cualquier caso que, a la luz de estas modificaciones, resulta necesario 

revisar y en su caso adaptar la regulación del Decreto 1/2012, de 12 de 

enero, por el que se regulan los aprovechamientos maderables y leñosos en 

montes y otras zonas arboladas no gestionados por la Junta de Castilla y 

León. 

Por parte de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente se está tramitando 

un proyecto de decreto, ya sometido a los trámites de información pública, 

audiencia a los interesados y gobierno abierto, que regula los 

aprovechamientos forestales con carácter general y, en particular, los 

maderables y leñosos, adaptado a la modificación que ahora se efectúa de 

los artículos 56 y 57 de la Ley de Montes. 

- La contraprestación económica que el concesionario o titular de la 

autorización debe abonar al propietario del monte catalogado de utilidad 

pública (modificación del régimen económico del artículo 69) se recoge, a 

juicio del CES, de manera demasiado detallada, pareciendo conveniente 

destinar muchos de estos aspectos (como por ejemplo el tipo anual o las 

reducciones aplicar a los mecanismos de cálculo de la contraprestación 

mínima) al rango reglamentario. 

Estas cuestiones, con independencia de su grado de detalle, se entienden 

de suficiente entidad como para tener rango de Ley. De hecho así aparecen 

en otras legislaciones análogas sobre otros dominios públicos análogos, que 

incluso resultan aún mucho más detalladas como se puede comprobar 

fácilmente incluyendo por supuesto los tipos de gravamen a aplicar (artículo 
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84 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, artículo 112 del Real Decreto 

Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de 

la Ley de Aguas), así como, en cuanto a la metodología de valoración, en el 

Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (artículos 34 y 

ss).  

- en el caso concreto de las autorizaciones para evitar la propagación de 

incendios forestales el CES manifiesta dudas sobre el uso de la expresión 

“…en enclaves estratégicos”. Estima necesario concretar el concepto de 

enclaves estratégicos incluyendo en la Exposición de Motivos la pertinente 

explicación. 

La redacción actual de este apartado es simplemente “Para evitar la 

propagación de incendios forestales.” La redacción resulta excesivamente 

laxa sujeta a diversas interpretaciones, tanto en el sentido restrictivo (en 

sentido más estricto, nada puede evitar la propagación de un incendio salvo 

la erradicación absoluta de vegetación en unas dimensiones casi 

kilométricas) como en el más generoso (cualquier actuación en cualquier sitio 

podría justificarse porque de alguna forma puede dificultar en un momento 

dado esa propagación). Resulta un tema de vital importancia y parece por 

ello oportuno concretar más esta disposición, de ahí la motivación de la 

modificación propuesta.  

Respecto de la apreciación sobre enclaves estratégicos, la introducción del 

término parte de la consideración de que, dentro de la excepcionalidad que 

en todo caso ampara este tipo de autorizaciones (ya que con carácter 

general, de acuerdo con el apartado precedente, están prohibidas), se trata 

de áreas que resulten estratégicas por ayudar de forma significativa a la 

estrategia de prevención y extinción de incendios forestales, ya sea por su 

ubicación (por ejemplo entorno de vías de comunicación, infraestructuras o 

núcleos habitados), por su situación topográfica o ecológica especialmente 

favorable a la ralentización de las llamas o a un cambio de tendencia en su 

avance que facilite la extinción (por ejemplo divisorias de aguas, zonas 
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húmedas, altozanos, cambios de pendiente a media ladera,…) o por su 

efecto (bordes e masas forestales especialmente valiosas, franjas para 

compartimentalizar territorios arbolados muy extensos y continuos). Como 

puede verse en esta somera relación, la casuística es sumamente variada lo 

que dificulta sobremanera una definición concreta de “enclaves estratégicos”, 

pero la mera introducción de esta alusión permite introducir este tipo de 

justificación en las resoluciones de autorización en un sentido o en otro, 

permitiendo que éste sea más coherente con el espíritu de la ley y más 

conforme a la solución real de los problemas que se pretenden abordar.  

Se considera que no es oportuno el incluir una definición de “enclaves 

estratégicos” en la exposición por la dificultad, indicada anteriormente, de dar 

una definición concreta a dicho término. 

- En cuanto a la incorporación del nuevo artículo 104 bis sobre “Promoción de 

los servicios ecosistémicos de los montes” la Exposición de Motivos la 

justifica en “… la necesidad de integrar la adaptación al cambio climático en 

la gestión forestal, para preservar adecuadamente nuestros bosques y 

permitir que sigan ofreciendo productos y recursos, siendo también relevante 

la necesidad de aprovechar todas las posibilidades de contribuir a la 

mitigación de ese cambio” y, desde esta perspectiva, el CES valora 

favorablemente esta nueva previsión. 

No obstante  plantea la oportunidad de una regulación más detallada (o 

realizarse una remisión a los restantes artículos de esta Ley 3/2009 que 

pudieran resultar de aplicación) en lo relativo al supuesto del apartado 4 de 

este nuevo artículo 104 o justificación de la oportunidad de no hacerse 

Sobre este aspecto, la redacción originalmente propuesta era más 

detallada  y contenía remisión a otros artículos, en concreto a los que detallan 

el régimen de los aprovechamientos forestales. Sin embargo, estas 

referencias se eliminaron y se simplificó la redacción del apartado a 

consecuencia del informe de la Dirección General de los Servicios Jurídicos. 

En concreto, la propuesta previa indicaba que se les aplicaría el régimen 

general de los aprovechamientos forestales contenido en los artículos 42 a 
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44 de la presente ley, de forma subordinada a lo dispuesto en el presente 

artículo. Si los servicios ecosistémicos con valor de mercado a que se refiere 

el anteproyecto coinciden con la definición de aprovechamientos forestales, 

su régimen normativo será el previsto en dichos artículos 42 a 44 de manera 

principal y no subsidiaria. De hecho debemos entender que si coinciden con 

esa definición (en tanto son servicios con valor de mercado característicos 

de los montes, expresión que forma parte de la propia definición de 

aprovechamientos forestales) les es de aplicación ese régimen sin necesidad 

de que se indique expresamente en la ley. 

 

- El artículo 25 del Anteproyecto de Ley introduce varias modificaciones a los anexos de 

la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León. 

El CES considera  que la mayor parte de las modificaciones de la Ley 5/2009, de 4 de 

junio, del Ruido de Castilla y León, son de carácter técnico que no es apropiado realizar 

en un Anteproyecto de estas características que debería ser un “Anteproyecto de Ley 

de acompañamiento” del Anteproyecto de Ley de Presupuestos Generales y por tanto 

de naturaleza primordialmente tributaria. 

Las propuestas de modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y 

León son acordes a lo fijado en diversas resoluciones juridiciales del Tribunal Superior 

de Justicia de Castilla y León de 11 de abril y 21 de mayo de 2019 y se proponen 

atendiendo a la sentencia nº 340 de 25 de marzo de 2021, respecto a la necesidad de 

modificación de los anexos por ley. 

Hay que recordar que por la Sentencia del TSJ de CyL citada se anuló el artículo 1 del 

Decreto 38/2019, de 3 de octubre, por el que se modifican los Anexos II, III, IV, V y VII 

de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León y el Anexo de la Ley 7/2006, 

de 2 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de la Comunidad 

de Castilla y León, en los términos de su Anejo 1. 
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Las propuestas de modificación de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y 

León se consideran necesarias, se basan en razones de seguridad jurídica y coherencia 

normativa y pretenden armonizar el contenido de la Ley 5/2009, de 4 de junio, tras su 

modificación por la Disposición Final Decimosegunda de la Ley 1/2021, de 22 de febrero, 

de Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas. 

Todo ello, en sintonía con las directrices de la Comunidad de Castilla y León orientadas 

a la mejora regulatoria, en cuanto que las propuestas de modificación garantizan la 

seguridad jurídica, puesto que mejora la certeza y claridad del texto normativo. Siendo 

esto así, las medidas que se proponen conllevarán una mayor eficiencia y eficacia en 

los órganos de la Administración de Castilla y León y, además, tendrán una repercusión 

directa y positiva en la actividad empresarial, fundamentalmente, en las empresas que 

realicen evaluaciones acústicas y en las que sean evaluadas; en consecuencia, 

contribuirá a fomentar la dinamización empresarial en la Comunidad Autónoma 

- El artículo 27 del Anteproyecto de Ley incorpora dos nuevas letras, e) y f), al artículo 

142 de la Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, atención y protección a la infancia 

en Castilla y León, incluyendo como infracciones muy graves incumplir las obligaciones 

establecidas en el artículo 57.3 de la Ley Orgánica de Protección Integral de la Infancia 

y la Adolescencia frente a la Violencia; y no comunicar a la empresa o entidad donde 

desarrolla su profesión, oficio o actividad los cambios que se produzcan en relación a 

los antecedentes en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de Seres 

Humanos. 

Respecto a la tipificación de la letra e), que trata de contemplar el incumplimiento de las 

obligaciones previstas en el artículo 57.3 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, ya se encuentra 

tipificado en el artículo 8.19 del Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y 

Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 

agosto, por lo que se procede a reproducir su exacto tenor literal, sin ser necesario, a  

juicio del CES,  repetir en una norma autonómica el contenido exacto de una norma de 

directa aplicación. 
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Por lo que se refiere a las competencias de la Consejería de Familia e Igualdad de 

Oportunidades, la modificación de las letras e) y f) del artículo 142 de la Ley 14/2002, 

de 25 de julio, de promoción, atención y protección a la infancia en Castilla y León, se 

fundamenta en la remisión contenida en el artículo 59.3 en la Ley Orgánica 8/2021, de 

4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, a 

las oportunas normas con rango de ley de las Comunidades Autónomas para establecer 

un régimen sancionador frente el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el 

artículo 57.1 de dicha Ley Orgánica 8/2021.  

Por ello se tipifica como infracción, el incumplimiento de las obligaciones señaladas en 

la letra f) del artículo 142 . 

Respecto a la tipificación de la letra e) “Incumplir las obligaciones establecidas en el 

artículo 57.3 de la Ley Orgánica de Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia 

frente a la Violencia.” Este apartado contempla el incumplimiento de las obligaciones 

fijadas para las empresas y entidades, previstas en el apartado 3 del artículo 57 de la 

citada Ley Orgánica 8/2021, y siendo cierto como se indica por el CES que ya se 

encuentra tipificado en el artículo 8.19 del Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones 

y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 

agosto, se debe tener presente que este apartado 8.19 se ha introducido ex novo hace 

unos meses precisamente por la Ley Orgánica 8/2021, por lo que, atendiendo al 

mandato establecido en la Ley orgánica 8/2021 a las CCAA,  se ha considerado la 

oportunidad, para dar máxima difusión a esta sensible cuestión, de recoger también en 

la propia ley autonómica de protección a la infancia, por la trascendencia social en este 

ámbito de las posibles consecuencias derivadas de los incumplimientos por parte de las 

empresas de estas concretas obligaciones y sin perjuicio todo ello, de aplicar también 

la Ley sobre Infracciones y sanciones en el orden Social 

Por ende, la modificación propuesta ni altera, ni desplaza lo dispuesto en la normativa 

estatal, su objetivo es reforzar el conocimiento, en el ámbito de protección a la infancia, 

lo que la normativa estatal recoge desde hace unos meses de forma general.   
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- por último el CES considera más adecuado que la eliminación de la tasa por 

participación en el procedimiento para la evaluación y acreditación de las competencias 

profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales de 

formación no fuese temporal, sino que esta tasa fuera suprimida de forma definitiva, 

para así cumplir la finalidad de favorecer la formación continua de las personas 

trabajadoras, tanto ocupadas como desempleadas en nuestra Comunidad. 

Se trata de una observación de oportunidad que será valorada en el futuro por el órgano 

competente de la Administración de Castilla y León 

 

5.9 -INFORME DEL CONSEJO CONSULTIVO DE CASTILLA Y LEÓN. 

Previamente a la solicitud del informe al Consejo Consultivo y después de 

haber recibido el informe del CES, con fecha 6 de octubre se ha recibido en la Consejería 

de Economía y Hacienda certificado de la moción acordada por el Pleno del Consejo 

Consultivo en su reunión de 30 de septiembre, en relación con los procedimientos de 

resolución contractual tramitados por las corporaciones locales y las entidades 

vinculadas, para su inclusión en el anteproyecto de ley de medidas. Analizada dicha 

moción se ha incorporado una nueva sección sexta con el nombre “De los contratos del 

Sector Público”, dentro del Capítulo III (“Medidas referentes a determinados 

Procedimientos Administrativos”). Tal sección sexta cuenta con un solo artículo, 18, con 

el siguiente tenor literal: “Artículo 18. Modificación de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 

de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 

Se solicita con carácter de “urgente” informe del Consejo Consultivo de Castilla 

y León conforme al artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 

Consultivo de Castilla y León. 

Con fecha 19 de octubre el Consejo Consultivo formula requerimiento a la 

Consejería de Economía y Hacienda en el sentido de que se complete el expediente, 
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incorporando la documentación acreditativa de la participación de algunos órganos 

colegiados adscritos a las Consejerías cuya intervención es preceptiva en la tramitación 

del anteproyecto. 

A raíz de este requerimiento se atiende el mismo remitiendo al Consejo 

Consultivo la siguiente documentación: 

- Se remite certificado del Acuerdo de la Mesa Sectorial del Personal al 

Servicio de las Instituciones Sanitarias celebrada el 30 de junio, respecto 

a la propuesta contenida en el artículo 5 del anteproyecto. 

- Se remite certificado del Consejo de Cooperación Local  celebrado el 19 

de octubre, respecto de la propuesta contenida en el artículo 18 del 

anteproyecto. 

- Se remite certificado de la Comisión del Juego y Apuestas de Castilla y 

León, celebrada el 22 de octubre, respecto de la propuesta contenida en 

el artículo 19 del anteproyecto. 

- Se remite nueva versión del anteproyecto de ley, en la cual se elimina 

parte del artículo 3 y parte del artículo 4, al no haberse sometido las 

propuestas contenidas en los mismos a la Mesa General de Negociación 

de los Empleados Públicos. Además en dicha nueva versión se modifica 

el artículo 18 al haberse advertido un error en su redacción en la cual se 

invocaba la derogada ley 30/1992 en lugar de la vigente ley 39/2015. 

- Se remite nueva versión de la memoria donde se recoge la participación  

del Consejo de Cooperación Local  celebrado el 19 de octubre, de la 

Mesa Sectorial del Personal al Servicio de las Instituciones Sanitarias 

celebrada el 30 de junio y de la Comisión del Juego y Apuestas de Castilla 

y León, celebrada el 22 de octubre. Y además se eliminan las referencias 

a los apartados eliminados de los artículos 3 y 4 del anteproyecto 

 

Inmediatamente antes de recibir el informe, se remitió documentación 

complementaria a los efectos de que se informará sobre tres propuestas incorporadas 

con posterioridad a la solicitud del informe. En concreto: 
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- Respecto al apartado 5 del artículo 25 del anteproyecto que modifica el 

apartado 1 del artículo 92 de la Ley 3/2009, de 6 de abril. 

- Respecto al artículo 28 del anteproyecto que modifica el Anexo II  de la 

Ley 4/2021, de 1 de julio. 

- Respecto al apartado 4 del artículo 2 del anteproyecto, ya que se amplía  

la bonificación en la tasa por la licencia anual de caza clase A y por la 

licencia anual de pesca, también a la licencia anual de caza clase B, y se 

incrementa tal bonificación hasta el 95%. 

- Asimismo se remite justificante el Acuerdo alcanzado por el Consejo de 

Función Pública en relación al artículo 4 del anteproyecto, así como 

certificados de Acuerdos del  Consejo Regional de Medio Ambiente de 

27 de octubre e informe jurídico complementario en relación a las 

modificaciones del artículo 92 de la Ley 3/2009, de 6 de abril y del Anexo 

II  de la Ley 4/2021, de 1 de julio. 

 

El Consejo Consultivo emitió informe el 27 de octubre, formulando las 

observaciones que se indican a continuación, junto con la modificación que tales 

observaciones han supuesto al texto del anteproyecto o, en su caso, con la indicación 

del motivo por el cual no se han atendido en determinados casos algunas de las 

observaciones contenidas en el informe: 

OBSERVACIONES SUSTANTIVAS. 

- “El Consejo de Cooperación al Desarrollo ha informado la modificación 

del artículo 23 de la Ley 9/2006, de 10 de octubre, incluida en el 

anteproyecto de ley, de acuerdo con el artículo 3.d) de esa Ley. Dicho 

precepto establece que corresponde al Consejo “Informar previamente 

los anteproyectos de leyes y demás disposiciones generales 

relacionadas con la materia de cooperación para el desarrollo”. Ahora 

bien, la literalidad del precepto lleva a este Consejo a considerar que la 

adición de un nuevo apartado 2 al artículo 41 y de una nueva disposición 
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adicional octava la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de Subvenciones 

de Castilla y León -relativas a subvenciones en materia de cooperación 

para el desarrollo-, habría requerido, no solo la “información previa” a ese 

órgano, que “se entiende cumplido con la lectura detallada de los 

términos previstos de las modificaciones propuestas” (justificación en la 

página 7 del acta), sino que dicho órgano informara tal modificación 

(circunstancia esta que no se ha producido, pese a que así se indica en 

la página 79 de la memoria) 

Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 

dictamen del Consejo Consultivo”.” 

Tal como se recoge en el acta de la sesión del Consejo, en la misma se 

explicó y argumentó, los cambios que se pretendían introducir y nadie se 

manifiesto en contra del contenido, sino de la forma de informar.  

Por otro lado con posterioridad a dicha sesión pero en el mismo día se 

remitió a todos los miembros el texto abriendo un plazo para 

aportaciones, tal como se recoge en el propio Consejo (pagina 12 del 

acta), no habiéndose recibido ninguna manifestación al respecto. 

Por ello se entiende que se puede haber producido un defecto en la 

forma, pero que el trámite está cumplido ya que se ha dado la posibilidad 

de manifestarse en contra y no se ha hecho ni presentado ninguna 

alegación. Teniendo en cuenta la dificultad para reunir el Consejo, que 

no se haya recibido manifestación en contra de ninguno de sus vocales 

es equivalente a que la propuesta se ha informado por el Consejo. El 

Consultivo no hace una propuesta de redacción sino pone en evidencia 

un defecto de forma, considerándose por los motivos expuestos 

mantener la medida  con la misma redacción.  

 

 

- Respecto a la modificación de la Ley 2/2014, de 28 de marzo, de Centros 

Museísticos de Castilla y León “Ha intervenido también la Comisión 
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Sectorial de Museos, que ha aprobado la propuesta de modificación de 

la Ley 2/2014, de 28 de marzo, de Centros Museísticos de Castilla y León. 

Según los artículos 9 y 3.e) del Decreto 18/2014, de 24 de abril, por el 

que se crea y regula el Consejo de Archivos, Bibliotecas y Centros 

Museísticos de Castilla y León, corresponde al Pleno del Consejo la 

competencia para “Estudiar y proponer las iniciativas normativas de la 

Administración autonómica, en materia de archivos y patrimonio 

documental, bibliotecas, fomento de la lectura y patrimonio bibliográfico, 

y centros museísticos de Castilla y León”, y no consta en el expediente 

remitido que tal competencia se haya delegado por el Pleno en la 

Comisión Sectorial de Museos; Y tampoco se advierte que se trate de 

alguna de las funciones que le atribuye a esta Comisión el artículo 12.3 

de dicho Decreto. (En la página 5 del acta de la reunión se indica que “El 

Jefe de Servicio de Museos explica que es preceptivo que el Consejo de 

Archivos, Bibliotecas y Centros Museísticos sea informado sobre estas 

propuestas de modificación de la Ley de Centros Museísticos”, no 

obstante lo cual se añade que “es el motivo fundamental para la 

convocatoria de esta sesión ordinaria de la Comisión Sectorial de 

Museos”). 

Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 

dictamen del Consejo Consultivo”. 

De acuerdo con la observación planteada se elimina la modificación de 

la Ley 2/2014, de 28 de marzo, de Centros Museísticos de Castilla y León 

al no haber sido informada por el órganos sectorial correcto. 

 

 

- “Teniendo en cuenta el contenido del anteproyecto de ley se considera 

justificada la no realización del trámite de consulta previa (al regular 

aspectos parciales de materias). Sin embargo, en lo concerniente a la 

participación, deberá justificarse en la memoria y en la exposición de 
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motivos, con el suficiente detalle (por concurrir las circunstancias 

determinadas en el artículo 133.4 de la LPAC), la no realización de los 

trámites de audiencia e información pública en aquellas materias cuya 

modificación carece de relación con la ley de presupuestos. (Algunas de 

sus disposiciones no parecen guardar relación alguna, ni ser 

complementarias, con la ley de presupuestos, y así lo ha apreciado 

también la Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno en su 

informe sobre la evaluación de impacto normativo, en el que afirma que 

el contenido del anteproyecto “va más allá de lo meramente tributario”). 

Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 

dictamen del Consejo Consultivo”. 

A este respecto convine indicar que expresamente el artículo 17 d) de la 

ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana 

de Castilla y León establece que no serán objeto de participación “los 

anteproyectos de ley de medidas tributarias, financieras y 

administrativas” no diferenciando los posibles bloques de este tipo de 

leyes. Además en todo caso se considera que las medidas recogidas de 

un modo u otro guardan relación con la ley de presupuestos ya sea por 

su incidencia en los ingresos (medidas tributarias) como por cuestiones 

referidas al modo de ejercicio de las competencias por parte de la 

Administración Autonómica. A su vez conviene indicar que en anteriores 

leyes de medidas se ha omitido igualmente el trámite de audiencia y de 

información pública sin que el consejo consultivo haya indicado nada al 

respecto. No obstante, dada la imposibilidad de subsanar la circunstancia 

indicada teniendo en cuenta el estado de tramitación del anteproyecto, 

resulta imposible atender esta observación, por lo que no se puede 

considerar que el anteproyecto es conforme al dictamen.  
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OBSERVACIONES NO SUSTANTIVAS. 

- “Se considera que las apreciaciones sobre los impactos preceptivos que 

constan en la memoria no responden con suficiencia a las exigencias del 

Decreto 43/2010, de 7 de octubre, citado, ni a la normativa sectorial que 

establece su obligatoriedad.” 

Se incide en la presente memoria en el análisis de algunos de los citados 

impactos dentro de las posibilidades de acuerdo con la naturaleza de las 

medidas contenidas en el anteproyecto 

 

- “Se sugiere suprimir las referencias contenidas en la página 80 a la 

intervención de órganos colegiados relativas a la modificación tanto del 

artículo 21 de la Ley 9/2018, de 20 de diciembre, de transporte público 

de viajeros por carretera de Castilla y León, como de la Ley 9/2003, de 8 

de abril, de coordinación de Policías Locales de Castilla y León, puesto 

que dichas modificaciones no forman parte ya del anteproyecto de ley (al 

haberse eliminado tras el informe de la Dirección de los Servicios 

Jurídicos).” 

Se atiende esta observación en sus términos 

  

- “La motivación de las últimas modificaciones remitidas a este Consejo el 

26 de octubre de 2021, deben incorporarse no solo en la memoria 

justificativa del anteproyecto, sino también en la memoria de las 

propuestas en materia tributaria para el anteproyecto de ley de medidas 

2021” 

Se encuentran incorporadas como adenda de la memoria en materia 

tributaria 

 

- “No consta que se haya dado cumplimiento a lo previsto en la Resolución 

de 20 de octubre de 2020, de la Dirección General de Transparencia y 
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Buen Gobierno, por la que se concretan las condiciones para la 

publicación de la huella normativa, dado que en la página web de la Junta 

de Castilla y León solo consta la comunicación previa a la Comisión 

Delegada para Asuntos Económicos. Circunstancia esta que, si bien no 

afecta a la validez del procedimiento, deberá subsanarse.” 

Se subsanará esta deficiencia tras la remisión del texto al Consejo de 

Gobierno 

 

- Respecto a la exposición de motivos, “relación con la modificación del 

artículo 18 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 

Administrativas y Financieras, de la literalidad del texto de la página 14 

parece desprenderse que la Sentencia del Tribunal Constitucional nº 

68/2021, de 18 de marzo de 2021, ha anulado el artículo 212.8 de la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (así se 

señala: “el cual disponía que”). Sin embargo, la sentencia ha declarado 

que el artículo es contrario al orden constitucional de competencias, por 

no considerarse básico, y que la consecuencia es que dicho precepto no 

es aplicable a los procedimientos de resolución contractual que tramiten 

las comunidades autónomas, las entidades locales y las entidades 

vinculadas a unas y otras. Debe, por tanto, rectificarse dicho párrafo y 

precisarse este extremo 

Se atiende esta observación y se modifica la exposición de motivos en el 

sentido indicado 

 
 

- “la expresión “de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo de 

Castilla y León” contenida en el último párrafo de la exposición de 

motivos, debe figurar en el proyecto de ley que se apruebe por la Junta 

de Castilla y León solo si se atienden las observaciones sustantivas 

formuladas” 
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Se atiende esta observación y no se incluye en el proyecto la expresión 

“de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León” . 

 

- Respecto al artículo 1 del anteproyecto “La condición establecida en la 

modificación del artículo 7.1.c) del texto refundido, para el acceso a las 

deducciones por adquisición o rehabilitación de vivienda por jóvenes en 

el medio rural, puede resultar discriminatoria para aquellos cuya vivienda 

esté ubicada en una entidad de población que, formando parte 

claramente diferenciada de un término municipal, no tenga carácter de 

entidad local menor pero reúna las mismas características de definición 

de la ruralidad que aquí se establecen: tener menos de 10.000 habitantes 

con carácter general o de 3.000 habitantes si dista menos de 30 km de la 

capital de provincia. 

Ha de señalarse a este respecto que la ruralidad, sea cual sea la 

definición que la configure, viene determinada por la unidad local de 

convivencia, no por su estatus administrativo. A este efecto cabe señalar 

que, tras la modificación efectuada por Ley 27/2013, de 27 de diciembre, 

las entidades de ámbito territorial inferior al municipio –entidades locales 

menores, en la denominación tradicional recuperada por la Ley 1/1998, 

de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León- dejaron de 

considerarse entidades locales territoriales por la legislación básica 

(artículo 3 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases del 

Régimen Local). El artículo 24 bis de la misma Ley establece que en la 

regulación que puedan hacer las leyes de las Comunidades Autónomas 

sobre los entes de ámbito territorial inferior al municipio, estos carecerán 

de personalidad jurídica. No por ello se han modificado sus 

características socioeconómicas. Cabe considerar igualmente si la 

discriminación positiva que se establece respecto a los municipios o 

entidades locales menores que disten menos de 30 km. de un municipio 
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no capital, pero con mayor número de habitantes que varias capitales de 

provincia, responde a criterios de equidad no motivados en la memoria. 

Lo mismo puede argumentarse respecto a los artículos 7.5 

(arrendamiento de vivienda habitual por jóvenes en el medio rural) y 25.6 

(transmisión de inmuebles que vayan a constituir la sede social o centro 

de trabajo de empresas o negocios profesionales). 

Un análisis detallado del mapa local y de la estructura del poblamiento de 

la Comunidad contribuiría a evitar que la regulación que se propone 

pueda ser fuente de discriminaciones no justificadas en relación con los 

objetivos que se persiguen, en los términos señalados.” 

La redacción de la modificación del texto refundido de las disposiciones 

legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios 

y cedidos que se ha propuesto en el anteproyecto de Ley de Medidas no 

supone una modificación real del régimen jurídico que resulta de 

aplicación a las deducciones autonómicas en materia de vivienda, pues 

en realidad se mantiene la situación existente en la actualidad (antes de 

la modificación). En este sentido y dado que no se introduce ninguna 

modificación sustantiva en la regulación no se puede decir que la norma 

dé lugar a posibles perjuicios o agravios comparativos. 

La nueva redacción de la norma persigue fundamentalmente dotar de 

mayor claridad al contenido del artículo y utilizar una sistemática que 

visualice nítidamente los distintos epígrafes que componen la deducción, 

mediante un antetítulo de cada apartado. 

Debe además señalarse que la actual caracterización de la ruralidad que 

se contiene en la norma ha sido objeto de cambio en la última 

modificación del texto refundido, mediante Ley 1/2021, de 22 de febrero, 

de Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas, en vigor desde el 

día 26 de febrero de 2021, y por tanto tiene menos de un año de vigencia. 

Esta norma precisamente vino a modificar el concepto anterior, pues en 

la anterior redacción de la norma se decía que el beneficio se podía 

aplicar a “viviendas situadas en poblaciones de la Comunidad de Castilla 
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y León que en el momento de la adquisición o rehabilitación no exceda 

de 10.000 habitantes, con carácter general, o de 3.000 habitantes, si dista 

menos de 30 kilómetros de la capital de la provincia…”, y aquélla 

redacción se modificó porque la experiencia demostró que el beneficio 

fiscal se podía aplicar a núcleos poblacionales situados en los 

extrarradios de las capitales de provincia, que no participaban del 

carácter de población rural. 

 

- “La modificación propuesta (en el artículo 4 del anteproyecto) consiste en 

añadir a la citada Ley una nueva disposición adicional decimoctava, 

titulada “Nombramiento de personal interino para la ejecución de 

programas de carácter temporal”, con el siguiente tenor literal: “El 

nombramiento de personal interino, con carácter temporal, para la 

ejecución de programas de carácter temporal, no podrá tener una 

duración superior a cuatro años.”. 

Tal disposición responde a la previsión contenida en el artículo 10.1.c) 

del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, que 

establece que “1. Son funcionarios interinos los que, por razones 

expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados 

como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones 

propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna de las siguientes 

circunstancias: (…)»c) La ejecución de programas de carácter temporal, 

que no podrán tener una duración superior a tres años, ampliable hasta 

doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en 

desarrollo de este Estatuto. 

La memoria justifica la inclusión de la nueva disposición adicional de la 

siguiente manera: “Se incorpora una nueva disposición adicional 

decimoctava a la Ley 7/2005, 24 de mayo, relativa al nombramiento de 

personal interino para la ejecución de programas de carácter temporal, la 
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cual se justifica por la nueva regulación del Real Decreto Ley 14/2021, de 

6 de julio, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en 

el empleo público, el cual establece en su artículo 1. Uno, nueva 

redacción al artículo 10 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 

del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, 

de 30 de octubre, `Funcionarios Interinos´”. 

Sin embargo, se advierte que el artículo 10.1.c), del que parece derivar 

la nueva disposición adicional, no ha variado de contenido tras el Real 

Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, sino que mantiene la redacción original 

de la norma. Por ello, deberá revisarse la justificación contenida en la 

memoria para insertar la nueva disposición adicional decimoctava.” 

Se atiende la observación en los términos planteados, modificándose en 

este sentido la memoria y la exposición de motivos del anteproyecto 

 

 

- Respecto al artículo 6 del anteproyecto “en relación a la modificación del 

artículo 12.2 de la Ley 7/1996, de 3 de diciembre “no se alcanza a 

comprender la necesidad de prevé de forma expresa la función recogida 

en la letra a), es decir dictar los acuerdos y resoluciones que le 

competan”…. “por ello se sugiere la conveniencia de suprimir tal 

previsión”. 

Se atiende la observación en los términos planteados 

 

- Respecto al artículo 8 del anteproyecto “La previsión se considera, desde 

el punto de vista de su contenido, correcta. No obstante, se considera 

que la técnica normativa utilizada para regular esta cuestión conlleva una 

dispersión normativa nada deseable, dado que se trata del único artículo 

del anteproyecto que no modifica otra norma, y que, en puridad, podría 

perfectamente incluirse en la Ley 3/2001, de 3 de julio: bien, modificando 

la atribución de la Junta de Castilla y León prevista en su artículo 16.j) 
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(“Aprobar programas, planes y directrices vinculantes para todos los 

órganos de la Administración de la Comunidad”) o bien, incluyendo una 

disposición adicional en dicha Ley. Y ello con el fin de lograr unidad 

normativa y garantizar el adecuado conocimiento y aplicación de la norma 

y la consiguiente seguridad jurídica. 

Se mantiene la redacción del artículo 8 del anteproyecto puesto el objeto 

de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 

Comunidad que se sugiere modificar para incluir el mismo texto, tiene por 

objeto la regulación del Gobierno y la Administración General e 

Institucional (artículo 2) y aquí estamos alterando el régimen jurídico de 

las empresas y fundaciones del sector público, entidades estas que no 

forman parte de esta Administración general e institucional y además las 

segundas ni siquiera aparecen referidas en la propia Ley del Gobierno y 

Administración de la Comunidad. 

 

 

- Respecto a la sección 1ª (De las transacciones judiciales) del capítulo III 

del título II, “se considera que la regulación de la transacción judicial 

remitida (incluida en los artículos 9, 10, 11 y 12 del anteproyecto de ley) 

no responde a las exigencias de solemnidad procedimental en su 

aprobación y garantía del interés público que debe presidir dicha 

actuación, y que, además, la regulación de su contenido u objeto excede 

de los límites a que debe acomodarse la transacción acordada por la 

Administración. Por ello, este Consejo considera que tal regulación 

debería ser suprimida del anteproyecto de ley. 

Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 

dictamen del Consejo Consultivo” 

El informe del Consejo Consultivo sobre el anteproyecto de ley de 

referencia, pese a citar, con base en el articulo 1.812 del Código Civil, 

que la facultad de transigir de los entes públicos se sujeta a la forma y 
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requisitos que establezca su propia legislación, de lo cual la presente es 

norma hábil para ello, no consigue citar un solo precepto vulnerado por 

la  regulación que se propone, más allá de oponer los argumentos de la 

doctrina de diversos órganos consultivos, doctrina que por otra parte ha 

sido superada por diversas normas sobre el mismo asunto como la 

regulación contenida, valga por todas, en la Ley 2/2021, de 21 de mayo, 

de defensa, asistencia jurídica y comparecencia en juicio de la 

Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

De otro lado, la indisponibilidad de las deudas tributarias en la transacción 

sugerida podría fácilmente subsanarse estableciendo una excepción 

para las mismas en cuanto al contenido de la transacción, si bien no 

podemos dejar de observar que esta indisponibilidad esta referida a 

condonaciones generales, pero no a supuestos concretos sometidos a 

conocimiento judicial y remitidos a la transacción posible en el pleito. 

 

Dicho todo ello, no obstante, y de acuerdo con la opinión del propio 

órgano consultivo debe eliminarse la propuesta de redacción respecto de 

los artículos  9,  10, 11 y 12 del texto sometido a su informe. 

 

- Respecto al artículo 13 del anteproyecto “El precepto incorpora un nuevo 

artículo 52 bis a la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, relativo a las 

“Subvenciones para la reactivación del comercio minorista de 

proximidad”. 

Por razones de homogeneidad en la redacción y en los conceptos 

utilizados en los preceptos que le anteceden y suceden, debe procurarse 

el uso de la misma estructura y terminología en todos ellos. Así, la 

expresión “se resolverán por el orden de presentación una vez verificado 

el cumplimiento de los requisitos establecidos” (propuesta en el 

anteproyecto de ley) no concuerda con otras empleadas en preceptos 

anteriores y posteriores de la misma Ley 13/2005, de27 de diciembre, 
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como la de “se resolverán por el orden de presentación en función del 

cumplimiento de los requisitos establecidos” o la de “las solicitudes se 

resolverán por orden de entrada desde que el expediente esté completo”; 

lo que puede suscitar dudas sobre el momento a tener en cuenta para 

fijar el orden de concesión de las subvenciones. Por ello, se sugiere la 

conveniencia de aclarar y precisar tal extremo. 

Se atiende la observación en los términos planteados 

 

- Respecto al artículo 15 del anteproyecto, “la referencia, en el apartado 

1.b) de la disposición, al “presidente o presidenta del órgano superior de 

dirección de la entidad” puede no responder adecuadamente a la 

estructura y organización de todas las entidades de la Administración 

institucional autonómica. Así, por ejemplo, en el Decreto 42/2016, de 10 

de noviembre, por el que se establece la organización y funcionamiento 

de la Gerencia Regional de Salud, el presidente es, por sí mismo, “el 

órgano de superior dirección” del organismo autónomo, no el presidente 

de dicho órgano. 

Debe, pues, precisarse la redacción de tal apartado” 

Se atiende la observación y se modifica el precepto  

 

- Respecto al artículo 23 del anteproyecto en cuanto a la modificación del 

artículo 152.4 de la Ley 5/1999, de 8 de abril,  “La redacción propuesta 

parece vincular la existencia del convenio con la habilitación para recibir 

financiación pública preferente, cuando lo cierto es que tal financiación 

está vinculada a la declaración (como actualmente está previsto). 

Por ello, se sugiere clarificar la redacción en los siguientes o similares 

términos: “Las actuaciones de regeneración urbana podrán ser 

declaradas «área de regeneración urbana integrada» por la 

Administración de la Comunidad, cuando articulen medidas sociales, 

ambientales y económicas que estén enmarcadas en una estrategia 

administrativa global y unitaria. La declaración tendrá como efecto la 
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habilitación para recibir financiación pública preferente, y requerirá la 

formulación de un convenio urbanístico con participación de los 

residentes tan solo en los casos en que haya demolición o sustitución de 

viviendas” 

SE ACEPTA la observación y se da al precepto la redacción propuesta 

por el Consejo Consultivo 

 

- Respecto al artículo 24  del anteproyecto “Se expone en la memoria que 

la modificación de esta Ley deriva de la anulación del Decreto 38/2019, 

de 3 de octubre, por el que se modifican los Anexos II, III, IV, V y VII de 

la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León y el Anexo de 

la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de Espectáculos Públicos y Actividades 

Recreativas de la Comunidad de Castilla y León. El Tribunal Superior de 

Justicia anuló dicho decreto en la Sentencia nº 340, de 25 de marzo de 

2021. Argumenta, por un lado, que dichos anexos, que forman parte de 

una ley, no pueden ser modificados por una norma reglamentaria y que 

no puede entenderse que la mera habilitación a la Junta de Castilla y 

León contenida en las disposiciones finales “faculte “-en contra de los 

principios propio de la relación Ley-norma reglamentaria- a la posibilidad 

de modificar "sine die", a través de un Decreto de la Junta de Castilla y 

León, el contenido de la propia Ley”. Por otro lado, señala que “Tampoco 

puede entenderse que la Ley haya degradado el rango el contenido de la 

regulación de los anexos, y se haya deslegalizado la materia pasando ya 

a ser una norma reglamentaria los reiterados anexos, pues forman parte 

de textos con rango de Ley formal, y este rango ha sido congelado por 

las propias Leyes, de forma que la modificación de la Ley solo puede 

realizarse a través con normas con dicho rango de Ley formal, o a través 

de la habilitación para formular textos articulados o refundidos, de forma 

expresa, para materia concreta y con fijación de plazo para su ejercicio, 

como deriva del citado artículo 25 del Estatuto de Autonomía de Castilla 

y León”. En consonancia con ello, como apuntado la Dirección de los 
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Servicios Jurídicos, debería, por razones de seguridad jurídica, 

derogarse la disposición final segunda de la Ley 9/2006, de 2 de octubre 

(“Catálogo”), que establece que “Corresponderá a la Junta de Castilla y 

León establecer mediante Decreto las modificaciones y desarrollo del 

Catálogo establecido en el Anexo de esta Ley”. 

La derogación apuntada por el Consejo Consultivo  de la disposición final 

segunda de la Ley 7/2006, de 2 de octubre, ya está incluida en el 

anteproyecto sometido a dictamen, como consecuencia de la 

observación formulada al respecto por la Dirección de los Servicios 

Jurídicos 

 

- Respecto al artículo 25.3 del anteproyecto, la regulación introducida en 

los nuevos apartados 2 a 4 del artículo 69 de la ley 3/2009, de 6 de abril, 

de Montes de Castilla y León “resulta más propia de una norma 

reglamentaria que de una ley”. 

Se considera que estas cuestiones, con independencia de su grado de 

detalle, se entienden de suficiente entidad como para tener rango de Ley 

 

- Respecto al artículo 25.5 del anteproyecto, “La modificación se considera 

adecuada, si bien debe precisarse lo que debe entenderse por “zonas de 

baja recurrencia””. 

SE ACEPTA, y ante la dificultad técnica para una mayor precisión con 

suficiente seguridad jurídica, se suprime el inciso “en zonas de baja 

recurrencia”. Pese a ello, la modificación propuesta sigue siendo 

conforme con la legislación básica en materia de montes, quedando 

redactado el párrafo segundo del art. 92, en los siguientes términos: 

“En el caso de grandes incendios forestales, que superen las 500 

hectáreas de superficie forestal, o en aquellos otros incendios forestales 

que afecten de forma significativa a la viabilidad de las explotaciones 

ganaderas por extenderse el incendio a más de la mitad de la superficie 

pastable de la explotación, dicha consejería podrá autorizar de oficio el 
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citado levantamiento en pastizales herbáceos habitualmente destinados 

a actividades de pastoreo” 

 

 

- Respecto al artículo 26 del anteproyecto “Debe reiterarse, en este 

momento la observación formulada anteriormente en relación con la 

modificación de los anexos contenidos en la Ley 9/2006, de 2 de octubre.” 

“En consonancia con ello, como apuntado la Dirección de los Servicios 

Jurídicos, debería, por razones de seguridad jurídica, derogarse la 

disposición final segunda de la Ley 9/2006, de 2 de octubre (“Modificación 

de los anexos”), que establece que “La Junta de Castilla y León podrá 

modificar los anexos de esta ley para adaptarlos a los requerimientos de 

carácter medioambiental o técnico que así lo justifiquen” 

La derogación apuntada por el Consejo Consultivo  de la disposición final 

segunda de la Ley 5/2009, de 4 de junio, ya está incluida en el 

anteproyecto sometido a dictamen, como consecuencia de la 

observación formulada al respecto por la Dirección de los Servicios 

Jurídicos 

 

- Respecto al artículo 28 del anteproyecto “por tratarse de una cuestión 

técnica, la modificación propuesta debe estar adecuadamente justificada 

en la memoria con los datos e informaciones técnicas que sean precisas 

para garantizar la adecuación de la medida propuesta” 

Se atiende esta observación, incluyéndose en la memoria tales datos en 

la página 29 y siguientes. 

 

- Respecto al artículo 28 (sic) referido a la modificación de la ley 14/2002, 

de 25 de julio, “La tipificación de la infracción contenida en la nueva letra 

e) del artículo142, en cuanto remite al cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en una norma concreta, debe incluir la referencia completa 

a dicha norma, en este caso, la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia” 
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Se atiende la observación en los términos planteados 

 

- Respecto a la disposición derogatoria “La referencia a la disposición 

adicional única del Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, por 

el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales de la 

Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, 

no parece correcta. Por su contenido (referida a la solicitud del abono de 

las deducciones no aplicadas), y de acuerdo con lo señalado en la 

exposición de motivos, la derogación debe referirse a la disposición 

adicional única, no del Decreto Legislativo, sino del texto refundido de la 

ley que aprueba. Debe, pues, revisarse dicha previsión, así como la 

contenida al respecto en la exposición de motivos” 

Se atiende la observación en los términos planteados 

 

- Respecto a la entrada en vigor “La entrada en vigor de esta Ley, de 

medidas de acompañamiento de la Ley de Presupuestos Generales de 

la Comunidad, debería acompasarse con la entrada en vigor de esta el 1 

de enero de 2022. No obstante, dado que es previsible que la vigencia 

no se produzca en esta fecha, la entrada en vigor de todas aquellas 

medidas que no sean estrictamente complementarias de los 

presupuestos de la Comunidad (como se ha indicado, muchas de las 

modificaciones previstas no van ligadas a los ingresos y gastos anuales) 

debería mantener la vacatio legis general de 20 días desde la publicación 

en el Boletín Oficial de Castilla y León, o bien justificarse un plazo de 

vacatio legis diferente”. 

Se pretende remitir a las Cortes el proyecto antes de concluir octubre, 

considerándose que es previsible que su aprobación por Cortes sea 
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antes de concluir el año,  al igual que el proyecto de ley de presupuestos 

al que acompaña 

 

- Revisión de la numeración de los artículos. 

Se revisa dicha numeración a raíz de los cambios incorporados.  

 

 

Valladolid, a 27 de octubre de 2021. 

 EL SECRETARIO GENERAL  

 

 

José Ángel Amo Martín. 

 

 


